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Diario Oficial No. 41.450., de 19 de Julio de 1994

Por medio de la cual se aprueba el "Acuerdo para la Creación del Mercado Común

Cinematográfico Latinoamericano", hecho en Caracas, el 11 de noviembre de 1989.

<Resumen de Notas de Vigencia>

Notas de vigencia:

2. El convenio aprobado mediante esta Ley fue promulgado por el Decreto 2086 de

1996, publicado en el Diario Oficial No. 42.129 de 29 de noviembre de 1995.

1. Ley declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia 

C-070-95 de 23 de febrero de 1995, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA,

Visto el texto del "Acuerdo para la Creación del Mercado Común Cinematográfico

Latinoamericano", hecho en Caracas, el 11 de noviembre de 1989.

 
"ACUERDO PARA LA CREACIÓN DEL MERCADO

COMUN CINEMATOGRÁFICO LATINOAMERICANO

Los  Estados  signatarios  del  presente  Acuerdo,  Miembros  del  Convenio  de  Integración  Cinematográfica

Iberoamericana;
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Conscientes de que la  actividad cinematográfica debe contribuir  al  desarrollo  cultural  de la  región y a su
identidad;
 
Convencidos  de  la  necesidad  de  impulsar  el  desarrollo  cinematográfico  y  audiovisual  de  la  región  y  de
manera especial la de aquellos países con infraestructura insuficiente;
 
Con  el  propósito  de  contribuir  a  un  efectivo  desarrollo  de  la  comunidad  cinematográfica  de  los  Estados
Miembros,
 
Han acordado lo siguiente:
ARTÍCULO 1o. El Mercado Común Cinematográfico Latinoamericano tendrá por objeto implantar un sistema

multilateral  de  participación  de  espacios  de  exhibición  para  las  obras  cinematográficas  certificadas  como

nacionales por los Estados signatarios del presente Acuerdo, con la finalidad de ampliar las posibilidades de

mercado de dichos países y de proteger los vínculos de unidad cultural entre los pueblos de Iberoamérica y

el Caribe.

 
ARTÍCULO  2o.  A  los  fines  del  presente  Acuerdo  se  considera  obra  cinematográfica  aquella  de  carácter
audiovisual regida… producida y difundida por cualquier sistema, …. tecnología.
 
ARTÍCULO  3o. Las Partes procurarán introducir en su ordenamiento jurídico interno disposiciones que
garanticen el cumplimiento de lo establecido en el presente Acuerdo.
 
ARTÍCULO 4o. Cada Estado miembro del presente Acuerdo tendrá derecho a una participación anual de
cuatro  (4)  obras  cinematográficas  nacionales  de  duración  no  inferior  a  los  setenta  (70)  minutos  que
concurrirán en el Mercado Común Cinematográfico Latinoamericano, las cuales podrán variar de un país a
otro. Previa revisión del funcionamiento del Acuerdo por los Estados Miembros, dicha participación podrá
ser ampliada de común acuerdo entre sus miembros. Lo anterior no contraviene la posibilidad de que entre
los  Estados  Miembros  puedan  suscribirse  convenios  bilaterales  por  participaciones  mayores  a  las
estipuladas en el presente Acuerdo.
 
ARTÍCULO 5o. Las autoridades de cinematografía de cada país productor, podrán establecer mecanismos
para  la  concurrencia  de  sus  obras  cinematográficas  en  el  Mercado  Común  Cinematográfico
Latinoamericano.
 
ARTÍCULO  6o.  En  caso  de  selección  previa  por  la  Autoridad  Cinematográfica  del  país  productor,  el  país
exhibidor podrá solicitar cambios en la lista de obras cinematográficas seleccionadas.
 
ARTÍCULO 7o. La autoridad cinematográfica de cada país exhibidor, notificará anualmente a la Secretaría
Ejecutiva  de la  Cinematografía  Iberoamericana (SECI)  la  lista  de las  obras  cinematográficas  de los  países
productores a las cuales se les han otorgado los beneficios de las obras cinematográficas nacionales.
 
ARTÍCULO  8o.  Queda  entendido  que  las  obras  cinematográficas  participantes  del  Mercado  Común
Cinematográfico  Latinoamericano,  serán  consideradas  en  cada  Estado  Miembro  como  nacionales  a  los
efectos de su distribución y exhibición por cualquier medio y, en consecuencia, gozarán de los mayores
beneficios y de todos los derechos en lo que se refiere a espacios de exhibición, cuotas de pantalla, cuotas



de exhibición, cuotas de distribución y demás prerrogativas que le confieran las leyes nacionales de cada
Estado Miembro salvo incentivos concedidos por los gobiernos a las películas nacionales.
 
ARTÍCULO 9o. El presente Acuerdo estará sujeto a ratificación. Entrará en vigor cuando por lo menos tres
(3)  de  los  Estados  signatarios  hayan  depositado  ante  la  Secretaría  Ejecutiva  de  la  Cinematografía
Iberoamericana (SECI) el Instrumento de Ratificación.
 
ARTÍCULO 10. El presente Acuerdo quedará abierto a la adhesión de los Estados Iberoamericanos que sean
Partes del Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana. La adhesión se efectuará mediante el
depósito del Instrumento respectivo ante la SECI.
 
ARTÍCULO  11.  Cualquiera de las Partes podrá en cualquier  momento denunciar  el  presente Acuerdo
mediante notificación escrita dirigida a la SECI.
 
La denuncia surtirá efecto para la parte interesada un (1) año después de la fecha en que la notificación
haya sido recibida por la SECI. 
 
ARTÍCULO 12. Las dudas o controversias que pudieran surgir en la interpretación o ejecución del presente
Acuerdo entre dos o más países, serán resueltas en el ámbito de la SECI.
 
En fe de lo cual, los abajo firmantes, debidamente
autorizados para ello, suscriben el presente Acuerdo.

Hecho en Caracas, a los once días del mes de

noviembre de mil novecientos ochenta y nueve.

Es auténtico,

Por la República Argentina,

OCTAVIO GETINO.

Director del Instituto Nacional de Cinematografía.

Por la República de Cuba,

JULIO GARCÍA ESPINOZA.

Presidente del Instituto Cubano del Arte

y la Industria Cinematográfica.

Por la República del Ecuador

FRANCISCO HUERTA MONTALVO.



Embajador Extraordinario y Plenipotenciario.

Por los Estados Unidos Mexicanos,

ALEJANDRO SOBARZO LOAIZA.

Embajador Extraordinario y Plenipotenciario

Por la República de Nicaragua,

ORLANDO CASTILLO ESTRADA.

Director General del Instituto

Nicaragüense de Cine (Incine).

Por la República de Panamá,

FERNANDO MARTÍNEZ.

Director del Departamento de Cine de la Universidad de Panamá.

Por la República del Perú,

ELVIRA DE LA FUENTE DE BESACCIA.

Directora General de Comunicación Social

del Instituto Nacional de Comunicación Social.

Por la República de Venezuela,

IMELDA CISNEROS.

Encargada del Ministerio de Fomento.

Por la República Dominicana,

PABLO GUIDICELLI VELÁSQUEZ.

Embajador Extraordinario y Plenipotenciario.

Por la República Federativa del Brasil,



RENATO PRADO GUIMARAES.

Embajador Extraordinario y Plenipotenciario".

Country   Box office     Income tax on      No. of Screens   No. of Spectators                          Taxes (%)    

Head Office (%)              12/91            All films-1991

                                                                                                                                                            ( E s t .
Mil l ions)
 
Argentina         10                    18                          410                      14
 
Brasil               10                    25                        1.570                     95
 
Chile                18                    20                     Est. 150                 10.5
 
Colombia     29.58(1)   18% Income Tax             Est. 488                   26
                                   12% Remittance Tax

 
México        16-28%                 15                         1.769               170.8
 
Panamá+C.A.  0(2)                    6(2)                        137               12.54
 
Perú                 10       9% on incorporated               215                  7.8
                                                                         Cos. (3)
Uruguay          10.3                   12                             67                  1.1
                     Punta del Este     
Venezuela         10              Scale 15-50%          
                 Municipal 6.66     on 25% Gross               309                   30

                    Film Fund             Income

 
*********
(1) Consists Beneficiencia Tax (7.04%), Coldeportes Tax (7.04%)

Public Show Tax (7.04%) and VAT (8.46%).

(2) Panamá only.

(3) Companies' head Offices that operate through subsidieries are subject to a tax of 15.4% on an assumed

net profit, equal to the 20% of the local gross receipts, less the corporate tax paid by the local company.

*********



 
Rama Ejecutiva del Poder Público – Presidencia de la República

Santafé de Bogotá, D.C.

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable

Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO

La Ministra de Relaciones Exteriores,

NOEMÍ SANÍN DE RUBIO.

DECRETA:  ARTÍCULO  1A.  Apruébase  el  "Acuerdo  para  la  Creación  del  Mercado  Común  Cinematográfico

Latinoamericano", hecho en Caracas el 11 de noviembre de 1989.

 
ARTÍCULO 2A. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 1944, el "Acuerdo para la
Creación del  Mercado Cinematográfico Latinoamericano",  hecho en Caracas el  11 de noviembre de 1989,
que por el  artículo primero de esta Ley se aprueba, obligará al  país a partir  de la fecha en que se
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.
 
ARTÍCULO 3A. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República

JORGE RAMÓN ELÍAS NADER.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

PEDRO PUMAREJO VEGA.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

FRANCISCO JOSÉ JATTIN SAFAR.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

DIEGO VIVAS TAFUR.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL



Comuníquese, publíquese y ejecútese,

Previa su revisión por parte de la Corte

Constitucional, conforme a lo dispuesto

en el artículo 241-10 de la Constitución Política.

Dada en Santafé de Bogotá D.C., a 15 de julio de 1994.

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO

La Ministra de Relaciones Exteriores,

NOEMÍ SANÍN DE RUBIO.

El Viceministro de Hacienda y Crédito Público,

encargado de las funciones del Despacho

del Ministro de Hacienda y Crédito Público,

HÉCTOR JOSÉ CADENA CLAVIJO.

El Ministro de Comunicaciones,

WILLIAN JARAMILLO GÓMEZ
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Diario Oficial No. 41.450, del 19 de junio de 1994

 
Por medio de la cual se aprueban el "Tratado General de Cooperación y Amistad

entre la República de Colombia y el Reino de España", el "Acuerdo Económico entre

la República de Colombia y el Reino de España, integrante del Tratado General de

Cooperación y Amistad" el "Protocolo de Cooperación Técnica y Científico-

Tecnológica entre la República de Colombia y el Reino de España, integrante del

Tratado General de Cooperación y Amistad", y el "Protocolo de Cooperación

Educativa y Cultural entre la República de Colombia y el Reino de España,

Integrante del Tratado General de Cooperación y Amistad", suscritos en Madrid el

29 de octubre de 1992.

 
*Resumen de Notas de Vigencia*

 

Notas de vigencia:

2. El Convenio aprobado mediante esta Ley fue promulgado por el Decreto 2187 de

1995, publicado en el Diario Oficial No. 42.157 de 20 de diciembre de 1995.

1. Ley declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia 

C-130-95 del 23 de marzo de 1995, Magistrado Ponente Dr. Carlos Gaviria Díaz.

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA,

 

Visto el texto del "Tratado General de Cooperación y Amistad entre la República de Colombia y el Reino de

España", del "Acuerdo Económico entre la República de Colombia y el Reino de España, integrante del

Tratado General de Cooperación y Amistad", del "Protocolo de Cooperación Técnica y Científico-Tecnológica

entre la República de Colombia y el Reino de España, integrante del Tratado General de Cooperación y

Amistad", y del "Protocolo de Cooperación Educativa y Cultural entre la República de Colombia y el Reino de

España, Integrante del Tratado General de Cooperación y Amistad", suscritos en Madrid el 29 de octubre de

1992.

 
TRATADO GENERAL DE COOPERACIÓN Y AMISTAD

ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

Y EL REINO DE ESPAÑA

La República de Colombia y el Reino de España, en adelante, las Partes



 
Considerando el deseo de fortalecer los profundos vínculos históricos y culturales que siempre han existido

entre los dos países y los estrechos lazos de amistad que tradicionalmente han unido a sus pueblos; 

 
Reconociendo que la  conmemoración del  V Centenario  –  Encuentro de dos Mundos –  constituye una

oportunidad propicia para dar una nueva dimensión a las relaciones bilaterales de acuerdo con la realidad

que vive el mundo en la última década del siglo XX que sin duda, será considerada como uno de los hitos

más importantes en las relaciones internacionales;

 
Convencidos de la oportunidad histórica que supone la Comunidad Iberoamericana de Naciones como

proyección de futuro en el nuevo contexto internacional;

 
Constatando su plena coincidencia en puntos esenciales de los principios del Derecho Internacional tales

como la libre determinación de los pueblos, la no intervención, la abstención del recurso a la amenaza o a

uso  de  la  fuerza  en  las  relaciones  internacionales,  la  solución  pacífica  de  controversias,  la  igualdad

soberana de los Estados y la cooperación para el desarrollo, así como el cumplimiento, de buena fe, de los

tratados internacionales;

 
Reafirmando su convicción de que la plena vigencia del Estado de Derecho, sólo es posible en condiciones

socio-políticas  y  económicas  afines  con  el  respeto  de  los  Derechos  Humanos,  el  fortalecimiento  de  la

democracia participativa, la observancia del principio de legalidad, enmarcado en el respeto a la soberanía

popular, y el desarrollo económico y social;

 
Conscientes de que las relaciones de amistad deben traducirse en el fortalecimiento de la cooperación en

todos los campos;

 
Considerando necesario aunar esfuerzos a nivel internacional para combatir el terrorismo y el narcotráfico;

 
Reafirmando  la  necesidad  de  desarrollar  esfuerzos  comunes  tendientes  a  lograr  una  mayor  protección  y

defensa del medio ambiente, sin perjuicio del derecho a la explotación racional de los recursos naturales;

 
Considerando los valores que les son comunes y los orígenes históricos compartidos; y



 
Deseosos de promover el conocimiento mutuo de su cultura, la defensa del Patrimonio Histórico de las dos

naciones  y  el  intercambio  educativo  a  través  de  programas de  cooperación  que permitan  compartir

experiencias, fuentes bibliográficas y medios de formación y capacitación de recursos humanos;

 
Han convenido lo siguiente:

DISPOSICIONES PRELIMINARES

 
ARTÍCULO  1o. Las Partes se comprometen a fortalecer su cooperación bilateral especialmente en los

ámbitos político,  económico y comercial,  científico tecnológico,  educativo y cultural,  jurídico y consular,  a

través  de  las  modalidades  previstas  en  este  Tratado  General  y  de  las  que  en  su  virtud  pudieran

establecerse en el futuro.

 
ARTÍCULO 2o. Las Partes deciden constituir una Comisión de Alto Nivel que, presidida por el Ministro de

Relaciones Exteriores de Colombia y por el Ministro de Asuntos Exteriores de España, será el conducto para

el fortalecimiento de los vínculos bilaterales en los ámbitos citados.

 
La Comisión de Alto Nivel, que será gestionada a través del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia

y el Ministerio de Asuntos Exteriores de España, será el órgano responsable de la coordinación, seguimiento

y evaluación de este Tratado General.

 
La composición de las respectivas delegaciones, así como las fechas de las reuniones, se comunicarán por

vía diplomática.

 
CAPÍTULO I.

COOPERACIÓN POLÍTICA

 
ARTÍCULO 3o. Las Partes deciden fortalecer la cooperación política por medio de las siguientes acciones:

 
a) Intensificar la realización de visitas recíprocas de los Jefes de Estado y de Gobierno y Ministros con el fin

de profundizar el diálogo político entre las dos Partes;

 
b) Realizar consultas políticas regulares de Alto Nivel,  con el  fin de intercambiar información,  opiniones y



posiciones sobre asuntos internacionales y procurar la armonización de las respectivas políticas exteriores a

nivel bilateral y multilateral cuando existan propósitos comunes;

 
c) Apoyar la realización de las Cumbres Iberoamericanas y hacer el seguimiento de los acuerdos que en ese

marco se alcancen;

 
d) Incrementar la utilización de los mecanismos de Apoyo Mutuo Diplomático existentes entre Colombia y

España.

 
ARTÍCULO  4o.  Las  Partes  constituyen  una  Comisión  Política,  a  través  del  Ministerio  de  Relaciones

Exteriores de Colombia y del Ministerio de Asuntos Exteriores de España y de la Embajada de cada país en

el territorio del otro, la cual actuará como Secretaría Permanente de este Tratado. Su labor consistirá en

hacer el seguimiento puntual del Tratado y elevar a la Comisión de Alto Nivel las conclusiones y propuestas

alcanzadas en sus reuniones y en las de los demás órganos.

 
CAPÍTULO II.

COOPERACIÓN ECONÓMICA Y FINANCIERA

 
ARTÍCULO 5o. En materia de cooperación económica las Partes acuerdan:

 
a) Fomentar la expansión y la diversificación de las relaciones económicas y financieras entre el Reino de

España y la República de Colombia así como la de sus agentes en los sectores público y privado;

b) Llevar a cabo proyectos concretos de inversión y coinversión, apoyando la creación de empresas mixtas

hispano-colombianas y fomentando contactos interempresariales a través de organismos e instituciones

públicas y privadas de ambos países;

c)  Establecer  los  mecanismos  que  juzguen  adecuados  para  favorecer  la  intensificación  de  sus  relaciones

económicas, respetando los compromisos internacionales adquiridos por cada una de las Partes.

 
ARTÍCULO 6o. Ambas partes coinciden en señalar que, para el fomento de las relaciones económicas

bilaterales, se considera necesario:

 
a) Consolidar y mantener un marco institucional favorable a la actuación de los agentes económicos de

ambos países;



b) Ejecutar un programa conjunto de cooperación económica y financiera que favorezca el desarrollo de los

sectores productivos en Colombia, así como la presencia del empresariado español en dicho desarrollo;

c)  Dotar  a  la  cooperación  económica  hispano-colombiana  de  los  suficientes  recursos  financieros  para

alcanzar  los  objetivos  de  desarrollo  económico  y  social  mutuo;

d) Realizar una adecuada y constante promoción y difusión de las posibilidades de cooperación entre

ambos países.

 
ARTÍCULO 7o. La cooperación económica prevista por las dos Partes, se ejecutará de conformidad con el

Acuerdo Económico anexo al presente Tratado, del cual es parte integrante.

ARTÍCULO 8o. Con el propósito de impulsar las relaciones económicas y dar cumplimiento a los objetivos

de este Tratado, los Gobiernos español y colombiano convienen en que la producción de cada país tenga

acceso al mercado de la otra Parte con la máxima flexibilidad permitida por sus respectivas legislaciones.

ARTÍCULO 9o. En el ámbito de sus respectivos sistemas normativos, cada Parte fomentará en su territorio

las inversiones de la otra Parte.

 
Las Partes se comprometen a negociar sendos acuerdos para la garantía mutua de inversiones y para evitar

la doble imposición.

 
CAPÍTULO III.

COOPERACIÓN TÉCNICA Y CIENTÍFICO-TECNOLÓGICA

 
ARTÍCULO  10.  En  materia  de  cooperación  técnica  y  científico-  tecnológica,  dentro  del  marco  jurídico

vigente,  las  Partes  acuerdan:

 
a) Estimular y desarrollar dicha cooperación, estableciendo para ello programas y proyectos específicos en

áreas  de  interés  mutuo,  que  promuevan  el  desarrollo  institucional,  la  modernización  tecnológica  e

industrial, el apoyo a los sectores sociales más desprotegidos, el uso racional de los recursos naturales y la

protección del medio ambiente;

b) Vincular las acciones que en este ámbito se emprendan con las que se articulen en el de la cooperación

económica  y  financiera,  a  fin  de  alcanzar  los  objetivos  nacionales  de  desarrollo  económico  y  social,

orientadas  a  una  cooperación  integrada,  estable  y  duradera;

c) Estimular y desarrollar la cooperación existente entre los dos países y promover proyectos conjuntos con

la Comunidad Europea u otros organismos multilaterales, estableciendo para ello programas y proyectos

específicos en áreas de interés común, sin perjuicio de los compromisos internacionales de cada uno de los



dos países.

 
CAPÍTULO IV.

COOPERACIÓN EDUCATIVA Y CULTURAL

 
ARTÍCULO  11.  En  materia  de  cooperación  educativa  y  cultural,  las  Partes,  de  conformidad  con  los

convenios vigentes entre ambos países y con arreglo a sus respectivas legislaciones internas, acuerdan:

 
a) Estimular y desarrollar dicha cooperación, estableciendo para ello programas y proyectos específicos, en

áreas de interés mutuo en los ámbitos de la educación, el arte y la cultura;

b) Fomentar los intercambios entre las instituciones, los profesionales y los especialistas de la educación, el

arte y la cultura de ambos países, como forma de desarrollar su patrimonio histórico y cultural común;

c) Facilitar la colaboración de entidades y deportistas de ambos países, en actividades que refuercen la

amistad entre sus nacionales.

 
CAPÍTULO V.

COOPERACIÓN CONSULAR

 
ARTÍCULO 12. Con sujeción a su legislación interna y de conformidad con el Derecho Internacional, cada

Parte otorgará a los nacionales de la otra facilidades para la realización de actividades lucrativas, laborales

o profesionales, por cuenta propia o ajena, en pie de igualdad con los nacionales del Estado de residencia,

siempre que se hubieran concedido los visados y los permisos de residencia o de trabajo, según el caso,

necesarios para el ejercicio de dichas actividades. La expedición de los permisos de trabajo para actividad

lucrativa, laboral o profesional, por cuenta ajena, será gratuita.

 
Las respectivas autoridades garantizarán el efectivo goce de las facilidades mencionadas, con base en el

principio de reciprocidad.

 
ARTÍCULO 13. Conforme a las normas que se establezcan en un Acuerdo Complementario, los nacionales

colombianos y españoles podrán votar en las elecciones municipales del Estado en que residen y del que no

son nacionales, teniendo en cuenta lo dispuesto en la legislación de ese Estado.

ARTÍCULO  14. Ambas Partes se comprometen a estudiar la ampliación del conjunto de los Convenios

Bilaterales en materia de cooperación jurídica y consular, de seguridad social y de armonización de sus

respectivos  sistemas  jurídicos,  al  igual  que  ponen  de  manifiesto  su  especial  interés  por  reforzar  la



cooperación  jurídica  en  materia  penal.

 
CAPÍTULO VI.

DISPOSICIONES FINALES

 
ARTÍCULO 15. Ambas Partes adoptarán las medidas administrativas y presupuestarias necesarias para el

cumplimiento de los compromisos del presente Tratado.

 
ARTÍCULO 16. Sin perjuicio de lo establecido en el presente Tratado, las Partes acuerdan que, en lo que no

fuere incompatible con el mismo, se mantienen plenamente vigentes las disposiciones contenidas en los

Convenios celebrados con anterioridad.

 
ARTÍCULO 17. El presente Tratado entrará en vigor el último día del mes siguiente al de la fecha del canje

de los instrumentos de ratificación.

 
ARTÍCULO  18.  El  presente  Tratado  permanecerá  en  vigor  indefinidamente,  a  no  ser  que  alguna  de  las

Partes lo

denuncie con una antelación mínima de seis meses.

 
ARTÍCULO 19. En caso de denuncia del Tratado, ambas Partes realizarán, previa y conjuntamente, una

evaluación de los proyectos y actuaciones en curso para determinar de común acuerdo aquellos que deban

cumplirse hasta su terminación.

 
En fe de lo cual se firma el presente Tratado General en dos ejemplares originales igualmente válidos, en

idioma español, en Madrid, a los veintinueve días del mes de octubre de 1992.

 
POR LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO.

Presidente de la República.

Por el Reino de España,

FELIPE GONZÁLEZ MÁRQUEZ.

Presidente del Gobierno

 
La suscrita Subsecretaria Jurídica del



Ministerio de Relaciones Exteriores,

HACE CONSTAR:

Que la presente es fotocopia fiel e íntegra del original del "Tratado General de Cooperación y Amistad entre

la República de Colombia y el Reino de España", Suscrito en Madrid el 29 de octubre de 1992, que reposa

en los archivos de la Subsecretaría Jurídica de este Ministerio.

 
Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a los once

(11) días del mes de marzo de mil

novecientos noventa y tres (1993).

Subsecretaria Jurídica,

MARTHA ESPERANZA RUEDA MERCHÁN.

ACUERDO ECONÓMICO ENTRE LA REPÚBLICA

DE COLOMBIA Y EL REINO DE ESPAÑA, INTEGRANTE

DEL TRATADO GENERAL DE COOPERACIÓN Y AMISTAD

El Reino de España y la República de Colombia,

CONSIDERANDO:

Que el crecimiento económico de los dos países contribuye a la estabilidad política y social, a fortalecer las

instituciones democráticas y alcanzar más altos niveles de desarrollo;

 
Que el Tratado General de Cooperación y Amistad entre el Reino de España y la República de Colombia

expresa la voluntad de ambos gobiernos de intensificar y estrechar las relaciones entre los dos países y sus

pueblos;

 
Que es deseo de ambos Estados fortalecer su relación bilateral dándole un impulso en el marco de una

nueva visión de la  cooperación a  través de proyectos  económicos realizados en forma conjunta,  sin

perjuicio de los compromisos internacionales adquiridos por cada uno de ellos;

 
Que modernizar las estructuras productivas, comerciales y de servicios es una tarea inaplazable en un

mundo cada vez más interdependiente;

 
Que el año 1992 constituye una fecha de gran significación para ambos países;

 
Que,  en  consecuencia,  es  conveniente  el  establecimiento  inmediato  de  acciones  que  garanticen  la



intensificación de las relaciones económicas, lo que implicará una profundización en las relaciones entre los

pueblos de ambas naciones,

 
ACUERDAN:

 
ARTÍCULO I.

 
DIseñar y ejecutar un programa con el objetivo general de intensificar y ampliar la cooperación económica y

financiera entre ambos países, mediante la instrumentación de mecanismos y programas que contribuyan a

dinamizar  y  modernizar  la  economía de la  República  de Colombia,  sin  perjuicio  de los  compromisos

internacionales adquiridos por cada uno de ellos.

 
Ello se realizará mediante la ejecución conjunta de un programa de cooperación económica cuyo desarrollo

prevé la disponibilidad de un total de hasta mil quinientos millones de dólares de los Estados Unidos de

América (US$ 1.500.000.000), durante el período de vigencia del presente acuerdo, dividido en diversos

tramos  y  para  los  destinos  especificados  en  el  artículo  II.  Dicha  cifra  podrá  ser  incrementada  de  mutuo

acuerdo si fuera necesario.

 
El programa estará destinado al desarrollo de los sectores productivos y de servicios en Colombia, así como

a incrementar la presencia del empresariado español en dicho desarrollo, promoviendo la asociación entre

empresas españolas y colombianas.

 
Dentro de este marco, se fomentará la ejecución de proyectos conjuntos de inversión, con especial énfasis

en aquellos que, tanto del sector público como del sector privado, aumenten la capacidad exportadora de

Colombia, sean susceptibles de generar un saldo favorable de divisas y mejoren el nivel tecnológico.

 
ARTÍCULO II.

 
Para la consecución de los objetivos citados, se considera necesario consolidar un marco institucional

favorable a la actuación de los agentes económicos de ambos países; dotar a la cooperación económica de

suficientes  recursos  financieros  y  realizar  una  adecuada  promoción  y  difusión  de  las  posibilidades  y  el

potencial  de  la  cooperación  hispano-colombiana.



 
Por tanto, se llevarán a cabo las siguientes acciones:

 
– Ambos Gobiernos entablarán negociaciones para la suscripción de sendos acuerdos para la garantía

mutua de inversiones y evitar la doble imposición.

 
– España facilitará créditos por valor de seiscientos millones de dólares de los Estados Unidos de América

(US$600.000.000), incluidos créditos de carácter concesional, para el período de vigencia del presente

acuerdo,  destinados  a  financiar  exportaciones  de  bienes  de  equipo  y  servicios  españoles  tanto  para  el

sector  público  como  para  el  sector  privado.

 
–  Los  Gobiernos  de  España y  Colombia  inducirán  aportaciones  de  capitales  de  distintas  fuentes,  de

conformidad con sus respectivas legislaciones, teniendo como meta un monto de inversión de novecientos

millones de dólares de los Estados Unidos de América (US$ 900.000.000), durante el período de vigencia

del presente acuerdo.

 
– Las Partes apoyarán actividades conjuntas de difusión, de identificación y de promoción de oportunidades

de inversión, a través de las instituciones existentes en ambos países.

 
Ambas partes se comprometen a realizar los máximos esfuerzos para promover a los mayores … posibles y

dentro  de  un  marco  de  eficiencia  económica  de  observancia  de  sus  compromisos  internacionales  e

intercambios  comerciales  de  bienes  y  servicios.

 
ARTÍCULO III.

 
El monto global de la financiación de seiscientos millones de dólares (US$ 600.000.000), se estructura en

dos tramos:

 
– Cuatrocientos millones de dólares de los Estados Unidos de América (USD 400.000.000), destinarán a la

concesión de créditos mixtos con elemento de liberalidad mínimo del 35%, para cada exportación de bienes

de equipo y servicios españoles dirigidos a proyectos determinados de común acuerdo. Estos créditos

contarán, en todo caso, con la garantía soberana de la República de Colombia, … de estos recursos serán



créditos procedentes del Fondo de Ayuda al Desarrollo (FAD). El otro 50%, será en créditos comerciales en

condiciones  del  Consenso  de  la  OCDE.  Las  formalizaciones  de  financiación,  con  cargo  a  este  tramo,  se

escalonarán de tal modo que se autorice un máximo del 20% del total en cada uno de los años de vigencia

del Acuerdo.

 
– Doscientos millones de dólares de los Estados Unidos de América (US$ 200.000.000), corresponderán a

créditos comerciales en condiciones del consenso de la OCDE e irán destinados a financiar operaciones de

interés para ambos países.

 
Del importe de cada operación, se podrán destinar hasta un máximo del 15% del valor de las exportaciones

de  bienes  de  equipo  y  servicios  españoles  a  financiar  gastos  locales  y,  hasta  un  máximo  de  un  10%  de

dicho valor, para financiar material de terceros países.

 
La determinación de los proyectos susceptibles de financiación de carácter concesional y las condiciones de

los créditos asignados a los mismos se harán de común acuerdo por la Comisión Económico-Financiera a

que se refiere el artículo V del presente acuerdo.

 
ARTÍCULO IV.

 
Con  el  propósito  de  lograr  la  movilización  de  inversiones  y  conversiones  de  empresas  españolas  y

colombianas,  públicas  o  privadas,  a  que  se  refiere  el  artículo  I  del  presente  acuerdo,  ambos  Gobiernos

realizarán diversas tareas de promoción y estímulo a través de:

 
– El Instituto Español de Comercio Exterior (ICEX), así como el Departamento Nacional de Planeación (DNP),

el Banco de Comercio Exterior (Bancold X) y sus filiales, y el Ministerio de Comercio Exterior de Colombia,

mediante la promoción de la inversión directa y la difusión de los proyectos potenciales de inversión.

 
– La Compañía Española de Financiación del Desarrollo (Cofides), que estimulará inversiones españolas en

Colombia y coinversiones de empresas españolas y colombianas preferentemente dirigidas a la exportación

de  bienes  y  servicios  a  colombianos.  Para  esto,  podrá  conceder  apoyos  financieros  para  su  instalación,

avales,  garantías  y,  eventualmente,  participará  con capital  de riesgo que será  siempre minoritario  y

temporal.



 
ARTÍCULO V.

 
Con  el  fin  de  garantizar  el  seguimiento  efectivo  de  la  ejecución  del  presente  acuerdo  y  asegurar  el

cumplimiento de los  compromisos adquiridos,  se crea una Comisión Económico-Financiera que estará

presidida, por parte española, por el Secretario de Estado de Comercio y, por parte colombiana, por el

Ministro de Comercio Exterior.

 
La Comisión Económico-Financiera realizará, entre otras, las siguientes acciones:

 
– Determinar los sectores prioritarios que serán objeto de promoción y apoyo.

 
– Llevar a cabo una campaña permanente de promoción de inversiones y coinversiones, involucrando tanto

a las instancias gubernamentales como a los sectores público y privado.

 
– Informar anualmente a la Comisión de Alto Nivel sobre los avances logrados en el marco del presente

acuerdo.

 
Así mismo, la Comisión Económico-Financiera determinará los criterios generales para la asignación de los

créditos contemplados en el presente acuerdo. Con el fin de contar con un procedimiento ágil, la Comisión

constituirá un Grupo de Trabajo que analizará los proyectos y propondrá las condiciones específicas de los

créditos asignados a los mismos.

 
La Comisión Económico-Financiera, deberá reunirse en un plazo no superior a sesenta días, a partir de la

entrada en vigor del presente acuerdo y, en adelante, al menos una vez al año, alternativamente en España

y en Colombia, o a petición de una de las partes cuando se considere oportuno.

 
ARTÍCULO VI.

 
El presente acuerdo tendrá una validez de cinco años y entrará en vigor en la misma fecha que el Tratado

General  de  Cooperación y  Amistad,  del  cual  es  parte  integrante.  Al  menos  seis  meses  antes  de su

terminación, las partes se reunirán con vistas al establecimiento de un nuevo acuerdo.



 
En caso de terminación del Tratado de Cooperación y Amistad, los proyectos en curso se cumplirán hasta su

finalización en la forma convenida, cualquiera que sea la fecha prevista para su conclusión.

 
En fe de lo cual se firma el presente acuerdo,

en dos ejemplares originales igualmente válidos

en idioma español, en Madrid, a los veintinueve

días del mes de octubre de 1992.

Por la República de Colombia,

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO.

Presidente de la República

Por el Reino de España,

FELIPE GONZÁLEZ MÁRQUEZ

Presidente del Gobierno

La suscrita Subsecretaria Jurídica del

Ministerio de Relaciones Exteriores

HACE CONSTAR:

Que  la  presente  es  fotocopia  fiel  e  íntegra  del  original  del  "Acuerdo  Económico  entre  la  República  de

Colombia y el Reino de España, Integrante del Tratado General de Cooperación y Amistad", suscrito en

Madrid el 29 de octubre de 1992, que reposa en los archivos de la Subsecretaría Jurídica de este Ministerio.

 
Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a los once (11) días

del mes de marzo de mil novecientos noventa y tres (1993).

La Subsecretaría Jurídica,

MARTHA ESPERANZA RUEDA MERCHÁN.

PROTOCOLO DE COOPERACIÓN TÉCNICA Y CIENTÍFICO-TECNOLÓGICA

ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL REINO DE ESPAÑA,

INTEGRANTE DEL TRATADO GENERAL DE COOPERACIÓN Y AMISTAD

El Reino de España y la República de Colombia,

 
Animados por el deseo de fortalecer los lazos de amistad y de cooperación existentes y convencidos de los

múltiples beneficios que se derivan de la misma.

 
Reconociendo  la  importancia  que  la  cooperación  técnica  y  científico-tecnológica  tiene  para  el  desarrollo

económico y social de ambas naciones.



 
Convencidos de que la modernización de las estructuras productivas, comerciales y de servicios, demandan

una visión de cooperación más flexible y eficaz que se adapte a los requerimientos actuales.

 
Conscientes de la importancia de la pertenencia de España a la Comunidad Europea para desarrollar las

posibilidades de cooperación con los países iberoamericanos.

 
Teniendo en cuenta el Convenio … de Cooperación Científica y Técnica, suscrito el 27 de junio de 1979 y el

Acuerdo Complementario General de 31 de marzo de 1988,

 
 
Han convenido lo siguiente:

 
ARTÍCULO 1 A. Ambas Partes coinciden en que, sin perjuicio de hacer extensiva la Cooperación Técnica y

Científico-Tecnológica a otros sectores de interés común, se señalan las siguientes áreas prioritarias:

 
a) Modernización del Estado

 
Mediante acciones que contribuyan a mejorar  los  mecanismos de consolidación y  fortalecimiento del

proceso de descentralización administrativa a nivel regional y local;

 
b) Recursos Naturales y Medio Ambiente

 
Mediante acciones dirigidas a la protección del medio ambiente y a la gestión racional de los recursos

naturales;

 
c) Agricultura, Industria, Comercio y Turismo

 
Mediante la promoción del desarrollo y modernización de las estructuras agrarias, industriales, comerciales

y turísticas;

 



d) Cooperación Empresarial

 
A  fin  de  promover  la  modernización  del  aparato  productivo,  específicamente  de  la  pequeña  y  mediana

empresa, se fomentará la creación de empresas mixtas y se facilitará la constitución de microempresas

mediante fondos de inversión social de administración conjunta, entre otras modalidades;

 
e) Economía Solidaria

 
Mediante el fomento y desarrollo de las iniciativas de carácter solidario, de las comunidades indígenas y de

los sectores sociales más desprotegidos;

 
f) Investigación y Desarrollo

 
Mediante el  fomento de los proyectos de investigación conjunta en áreas específicas de interés mutuo,  a

través de las universidades y de los centros de investigación y desarrollo, dentro de programas bilaterales y

multilaterales en especial el programa CYTED-D (Ciencia y Tecnología para el Desarrollo – V Centenario);

 
g) Cooperación Interuniversitaria

 
Mediante el fomento de los proyectos de cooperación e intercambio dirigidos al esfuerzo institucional de las

universidades y a la movilidad de docentes y especialistas.

 
h) Salud Pública

 
Mediante el fomento de proyectos de investigación e intercambio en el ámbito de la salud pública;

 
i) Cooperación socio-laboral

 
Mediante el fomento de proyectos de gestión de empleo, seguridad social, formación profesional, seguridad

e higiene en el trabajo y relaciones laborales;



 
j) Asuntos sociales

 
Mediante el fomento de proyectos relacionados con la juventud, la mujer, la tercera edad y la atención a los

discapacitados;

 
k) Formación y capacitación de los recursos humanos

 
Mediante el fomento de actividades de formación y capacitación en las áreas anteriormente señaladas;

 
l) Las partes establecerán mecanismos que permitan la participación de España en asistencia y cooperación

técnica  y  financiera  a  los  programas  derivados  del  Plan  Nacional  de  Rehabilitación  y  las  iniciativas  de

reincorporación  de  grupos  a  la  vida  civil  bajo  la  dirección  del  Gobierno  de  Colombia.

 
ARTÍCULO 2 A. Las Partes se comprometerán a desarrollar los mecanismos e instrumentos tradicionales de

la Cooperación Técnica y Científico-Tecnológica, sin perjuicio de otras formas de cooperación, tales como:

 
a) Intercambio de misiones de expertos y de cooperantes;

b) Concesión de becas de perfeccionamiento;

c) Estancia de formación y participación en cursos y seminarios de adiestramiento y especialización;

d)  Suministro  de  materiales  y  equipos  necesarios  para  la  ejecución  de  los  programas  y  proyectos

acordados, cuando así se establezca por ambas partes, y teniendo en cuenta lo dispuesto en el ámbito de la

cooperación económica y financiera;

e) Utilización en común de instalaciones, centros e instituciones que se precisen para la realización de las

actividades de cooperación convenidas;

f)  Intercambio  de  información  técnica  y  científico-tecnológica  que  contribuya  al  desarrollo  económico  y

social  de  ambos  países;

g) Aprovechamiento conjunto de los resultados derivados de las actividades de cooperación realizadas.

 
ARTÍCULO  3  A.  Con  el  fin  de  garantizar  el  cumplimiento  de  los  objetivos  de  la  Cooperación  Técnica  y

Científico-Tecnológica  y  asegurar  la  ejecución  efectiva  de  los  compromisos  adquiridos,  ambas  partes  se

reunirán periódicamente en el seno de la Comisión Mixta prevista en los Acuerdos suscritos el 27 de junio

de 1979 y el 31 de mayo de 1988.



 
ARTÍCULO 4 A. El presente Protocolo tendrá una validez de cinco años y entrará en vigor en la misma

fecha que el Tratado General de Cooperación y Amistad, del cual es parte integrante. Al menos seis meses

antes de su terminación, las partes se reunirán con vistas al establecimiento de un nuevo Protocolo.

 
ARTÍCULO 5 A. En caso de terminación del Tratado de Cooperación y Amistad, los proyectos en curso se

cumplirán  hasta  su  finalización  en  la  forma  convenida,  cualquiera  que  sea  la  fecha  prevista  para  su

conclusión.

 
En fe de lo cual se firma el presente Protocolo,

en dos ejemplares originales igualmente válidos

en idioma español, en Madrid, a los veintinueve

días del mes de octubre de 1992.

Por la República de Colombia,

NOEMÍ SANÍN DE RUBIO

Ministra de Relaciones Exteriores

Por el Reino de España,

JAVIER SOLANA MADARIAGA.

Ministro de Asuntos Exteriores.

La suscrita Subsecretaria Jurídica del

Ministerio de Relaciones Exteriores,

HACE CONSTAR:

Que la presente es fotocopia fiel e íntegra del original del "Protocolo de Cooperación Educativa y Cultural

entre la República de Colombia y el Reino de España, Integrante del Tratado General de Cooperación y

Amistad", suscrito en Madrid el 29 de octubre de 1992, que reposa en los archivos de la Subsecretaría

Jurídica de este Ministerio.

 
Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a los once (11) días

del mes de marzo de mil novecientos noventa y tres (1993).

La Subsecretaria Jurídica,

MARTHA ESPERANZA RUEDA MERCHÁN.

PROTOCOLO DE COOPERACIÓN EDUCATIVA Y CULTURAL

ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL REINO DE ESPAÑA

INTEGRANTE DEL TRATADO GENERAL DE COOPERACIÓN Y AMISTAD

El Reino de España y la República de Colombia,



Considerando los nexos que históricamente han unido a sus pueblos.

 
Reconociendo que es necesario fortalecer la cooperación educativa y cultural existente entre los dos países.

 
Deseosos de establecer  directrices que actualicen los procedimientos de intercambio y gestión de la

cooperación educativa y cultural.

 
Convencidos de que la educación y la cultura son dos medios indispensable para el conocimiento mutuo de

los pueblos y que la cooperación para este desarrollo debe incluir mecanismos que permitan el desarrollo

de los mismos al mayor número de personas.

 
Afirmando la vigencia del principio de libertad de expresión.

 
Acuerdan:

 
ARTÍCULO 1 B. En materia de cooperación educativa, las Partes acuerdan:

 
a) Estudios Linguísticos

 
El estudio de las lenguas existentes con ambos países por medio de mecanismos de intercambio de

información, acciones académicas … y de investigación, y la participación de sus medios de comunicación y

a través de estas actividades conjuntas, tanto en los dos países o en terceros;

 
b) Centros educativos

 
El fortalecimiento de las actividades del "Centro Educativo y Cultural Reyes Católicos" en Santafé de Bogotá

y el "Colegio Mayor Miguel Antonio Caro" en Madrid, así como el apoyo a iniciativas de carácter educativo

en ambos países;

 
c) Descentralización educativa



 
La cooperación en el ámbito de los procesos de descentralización educativa a nivel regional y local;

 
d) Reconocimiento de títulos

 
Seguir colaborando en la determinación de las equivalencias de estudios, títulos y grados académicos que

permitan su reconocimiento o convalidación automática en ambos países, e intercambiar información sobre

esta materia;

 
e) Televisión educativa

 
El impulso de la cooperación iberoamericana en materia de cooperación para la educación a través del

proyecto de televisión educativa;

 
f) Recursos humanos

 
El  establecimiento  de  programas  que  favorezcan  la  formación,  la  capacitación  y  el  intercambio  de

experiencias en los diversos ámbitos de la educación.

 
ARTÍCULO 2 B. En materia de cooperación cultural, las Partes acuerdan:

 
a) Patrimonio Histórico y Cultural

 
El impulso de la protección, restauración y conservación del patrimonio histórico y cultural de ambos

países.

 
La colaboración para impedir el tráfico ilegal de obras pertenecientes a su patrimonio histórico y cultural y

el establecimiento de los mecanismos que permitan la devolución de bienes sacados legalmente de su

lugar de origen;

 
b) Legislación cultural



 
El asesoramiento para la elaboración de normas dirigidas a reglamentar la actividad cultural en Colombia, y

en especial la producción bibliográfica;

 
c) Propiedad intelectual

 
La protección efectiva de los derechos de autor y de la propiedad intelectual de los ciudadanos de cada uno

de los países;

 
d) Información cultural

 
El asesoramiento para la implantación en Colombia de un Sistema Nacional de Información Cultural.

 
El estímulo del canje bibliográfico y … copias de documentos microfilmados entre Bibliotecas Nacionales y

Centros de Investigación en forma … y multilateral;

 
e) Intercambios culturales

 
– La promoción y el fortalecimiento de la cooperación cultural mediante el intercambio de becarios en las

diferentes manifestaciones del arte y la cultura.

 
– El apoyo a programas de coproducción e intercambio en el ámbito de las artes escénicas, cine, radio y

televisión.

 
– La promoción de pasantías en archivos y bibliotecas para becarios e investigadores de ambos países.

 
– La realización de jornadas culturales, festivales, exposiciones, manifestaciones de la cultura popular y

otros eventos artísticos;

 
f) Industria Editorial



 
El apoyo a las ediciones, coediciones y empresas mixtas editoriales;

 
g) Recursos Humanos

 
El establecimiento de programas que favorezcan la capacitación y el intercambio de experiencias en los

diversos ámbitos del arte y la cultura.

 
ARTÍCULO 3 B. Ambas Partes acuerdan continuar y fortalecer la cooperación educativa, cultural y científica

en el ámbito del Convenio Andrés Bello.

 
ARTÍCULO 4 B. Ambas Partes continuarán apoyando los programas bilaterales y multilaterales establecidos

para la Conmemoración del V Centenario-Encuentro de Dos Mundos.

 
ARTÍCULO 5 B. En materia de deportes, las Partes, de conformidad con los convenios vigentes entre ambos

países y con arreglo de sus respectivas legislaciones internas, acuerdan favorecer los intercambios entre

los organismos competentes y el desarrollo de programas específicos.

 
ARTÍCULO 6 B. El presente Protocolo tendrá una validez de cinco años y entrará en vigor en la misma

fecha que el Tratado General de Cooperación y Amistad, del cual es parte integrante. Al menos seis meses

antes de su terminación, las partes se reunirán con vistas al establecimiento de un nuevo Protocolo.

 
ARTÍCULO 7 B. En caso de terminación del Tratado de Cooperación y Amistad, los proyectos en curso se

cumplirán  hasta  su  finalización  en  la  forma  convenida,  cualquiera  que  sea  la  fecha  prevista  para  su

conclusión.

 
En fe de lo cual se firma el presente Protocolo,

en dos ejemplares originales igualmente válidos

en idioma español, en Madrid, a los veintinueve

días del mes de octubre de 1992.

Por la República de Colombia,

NOEMÍ SANÍN DE RUBIO



Ministra de Relaciones Exteriores.

Por el Reino de España,

JAVIER SOLANA MADARIAGA

Ministro de Asuntos Exteriores.

La suscrita Subsecretaria Jurídica del

Ministerio de Relaciones Exteriores,

HACE CONSTAR:

 
Que la presente es fotocopia fiel e íntegra del original del "Protocolo de Cooperación Educativa y Cultural

entre la República de Colombia y el Reino de España, Integrante del Tratado General de Cooperación y

Amistad", suscrito en Madrid el 29 de octubre de 1992, que reposa en los archivos de la Subsecretaría

Jurídica de este Ministerio.

 
Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a los once

(11) días del mes de marzo de (1993).

La Subsecretaria Jurídica.

MARTHA ESPERANZA RUEDA MERCHÁN.

Rama Ejecutiva del Poder Público – Presidencia de la República

Santafé de Bogotá, D.C.

Aprobado. Sométase a la consideración del Honorable

Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO

La Ministra de Relaciones Exteriores,

NOEMÍ SANÍN DE RUBIO.

 
DECRETA:

 
ARTÍCULO 1 C. Apruébanse el "Tratado General de Cooperación y Amistad entre la República de Colombia

y el Reino de España", el "Acuerdo Económico entre la República de Colombia y el Reino de España,

integrante  del  Tratado  General  de  Cooperación  y  Amistad",  el  "Protocolo  de  Cooperación  Técnica  y

Científico-Tecnológica entre la República de Colombia y el Reino de España, integrante del Tratado General

de Cooperación y Amistad", y el "Protocolo de Cooperación Educativa y Cultural entre la República de

Colombia y el Reino de España, integrante del Tratado General de Cooperación y Amistad", suscritos en

Madrid el 29 de octubre de 1992.

 



ARTÍCULO 2 C. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 1944, el "Tratado

General de Cooperación y Amistad entre la República de Colombia y el Reino de España", el "Acuerdo

Económico entre la  República de Colombia y el  Reino de España,  integrante del  Tratado General  de

Cooperación y Amistad",  el  "Protocolo de Cooperación Técnica y Científico-Tecnológica entre la  República

de Colombia y el  Reino de España,  integrante del  Tratado General  de Cooperación y Amistad",  y  el

"Protocolo de Cooperación Educativa y Cultural entre la República de Colombia y el Reino de España,

integrante del Tratado General de Cooperación y Amistad", suscritos en Madrid el 29 de octubre de 1992,

que por el artículo 1o. de esta Ley se aprueban, obligarán al país a partir de la fecha en que se perfeccione

en vínculo internacional respecto de los mismos.

 
ARTÍCULO 3 C. La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación.

 
El Presidente del Honorable Senado de la República,

JORGE RAMÓN ELÍAS NADER.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

PEDRO PUMAREJO VEGA.

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

FRANCISCO JOSÉ JATTIN SAFAR.

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,

DIEGO VIVAS TAFUR.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese, publíquese y ejecútese.

Previa su revisión por parte de la Corte Constitucional

conforme a lo dispuesto en el artículo 241-10

de la Constitución Política.

Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a 15 de julio de 1994.

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO

La Ministra de Relaciones Exteriores,

NOEMÍ SANÍN DE RUBIO.

El Viceministro de Hacienda y Crédito Público,

encargado de las funciones del Despacho

del Ministro de Hacienda y Crédito Público,

HÉCTOR JOSÉ CADENA CLAVIJO.

La Ministra de Educación Nacional,

MARUJA PACHÓN DE VILLAMIZAR.
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LEY 149 DE 1994
(Julio 15)

Diario Oficial No. 41.450, de 19 de junio de 1994

Por medio de la cual se aprueba el "Convenio Constitutivo del Organismo

Multilateral de Garantía de Inversiones", hecho en Washington el 25 de mayo de

1986.

*Resumen de Notas de Vigencia*

Notas de vigencia:

1. Ley declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia 

C-203-95 de 11 de mayo de 1995, Magistrado Ponente Dr. José Gregorio Hernández

Galindo.

EL CONGRESO DE COLOMBIA, Visto el texto del "Convenio Constitutivo del Organismo Multilateral de
Garantía de Inversiones", hecho en Washington el 25 de mayo de 1986, que a la letra dice:
 

Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones

CONVENIO CONSTITUTIVO DEL ORGANISMO MULTILATERAL

DE GARANTÍA DE INVERSIONES

Presentado a los Gobiernos por la Junta de Gobernadores

del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento.

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-149-de-1994/


11 de octubre de 1985

PREÁMBULO Los Estados Contratantes

Considerando que es menester fortalecer la cooperación internacional  para el  desarrollo económico y

propiciar la contribución de la inversión extranjera en general y de la inversión extranjera privada en

especial a dicho desarrollo;

 
Reconociendo que la mitigación de las preocupaciones relacionadas con riesgos no comerciales facilitaría y
alentaría en mayor grado el flujo de la inversión extranjera hacia los países en desarrollo;
 
Deseosos de mejorar el flujo hacia los países en desarrollo de capital y tecnología para fines productivos en
condiciones compatibles con sus necesidades, políticas y objetivos en materia de desarrollo, sobre la base
de normas equitativas y estables para el tratamiento de la inversión extranjera;
 
Convencidos de que el Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones puede desempeñar una función
importante para alentar la inversión extranjera al complementar los programas nacionales y regionales de
garantía de inversiones y las actividades de los aseguradores privados de riesgos no comerciales, y
 
Reconociendo que dicho organismo, en la medida posible, deberá cumplir sus obligaciones sin recurrir a su
capital  exigible  y  que  el  mejoramiento  continuado  de  las  condiciones  en  cuanto  a  las  inversiones
contribuiría a tal objetivo,
 
Han convenido en lo siguiente:

CAPÍTULO I.

CREACIÓN, NATURALEZA JURÍDICA, FINALIDADES Y DEFINICIONES

 

ARTÍCULO 1o. CREACIÓN Y NATURALEZA JURÍDICA DEL ORGANISMO.

 
a) Mediante este convenio se crea el Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (denominado en lo
sucesivo el Organismo).
 
b) El Organismo tendrá plena personalidad jurídica y, en especial, capacidad para:
 
i) Contratar;
 
ii) Adquirir y enajenar bienes muebles e inmuebles;
 
iii) Entablar procedimientos judiciales.
 



ARTÍCULO  2o.  OBJETIVO Y  FINALIDADES.  El  objetivo  del  Organismo será  propiciar  el  flujo  de  inversiones
para fines productivos entre los países miembros,  y  en especial  hacia los países miembros en desarrollo,
complementando de esta manera las actividades del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento
(denominado en adelante el  Banco) y de la Corporación Financiera Internacional  y otras instituciones
internacionales de financiamiento del desarrollo.
 
A fin de cumplir su objetivo, el Organismo:
 
a)  Otorgará garantías,  incluidos  coaseguros  y  reaseguros,  contra  riesgos no comerciales  respecto  de
inversiones realizadas en un país miembro y provenientes de otros países miembros;
 
b) Realizará actividades complementarias apropiadas para promover el flujo de inversiones hacia los países
miembros en desarrollo y entre los mismos, y
 
c)  Ejercitará  todas  las  demás  facultades  concomitantes  que  sean  necesarias  o  deseables  para  la
consecución de su objetivo.
 
En todas sus decisiones, el Organismo se regirá por las disposiciones de este artículo.
 
ARTÍCULO 3o. DEFINICIONES. Para los fines de este Convenio:
 
a) "Miembro" significa un Estado respecto del cual este Convenio ha entrado en vigor de conformidad con el
artículo 61. b) "País receptor" o "Gobierno receptor" significa un miembro, su gobierno, o una dependencia
pública de un miembro en cuyo territorio, tal como se define en el artículo 66, estará ubicada una inversión
que ha sido garantizada o reasegurada por el Organismo o que el Organismo está considerando garantizar
o reasegurar. c) "País miembro en desarrollo" significa un miembro del Organismo designado como tal en el
Apéndice  A  de  este  Convenio  incluyendo  las  modificaciones  a  dicho  Apéndice  que  efectúe  de  cuando  en
cuando el Consejo de Gobernadores al que se hace referencia en el artículo 30 (denominado en lo sucesivo
el  Consejo).  d)  "Mayoría especial"  significa el  voto afirmativo de no menos de dos tercios del  total  de los
derechos de voto que representen no menos del cincuenta y cinco por ciento de las acciones suscritas del
capital del Organismo.
 
e)  "Moneda  de  libre  uso"  significa  (i)  una  moneda  así  designada  de  cuando  en  cuando  por  el  Fondo
Monetario Internacional y (ii) toda otra moneda que pueda obtenerse libremente y usarse efectivamente,
que la Junta de Directores a la que se hace referencia en el artículo 30 (denominada en lo sucesivo la Junta)
designe  para  los  fines  de  este  Convenio,  previa  consulta  con  el  Fondo  Monetario  Internacional  y  con  la
aprobación del país emisor de dicha moneda.
 

CAPÍTULO II.

MIEMBROS Y CAPITAL

 

ARTÍCULO 4o. MIEMBROS.

 
a) Podrán ser miembros del Organismo todos los miembros del Banco y Suiza.
 



b) Los miembros fundadores del Organismo serán los Estados que se designan en el Apéndice A de este
Convenio y que sean partes del mismo el 30 de octubre de 1987 o antes.
 
ARTÍCULO 5o. CAPITAL.
 
a)  El  capital  autorizado  del  Organismo  serán  de  mil  millones  de  derechos  especiales  de  giro  (DEG
1.000.000.000). El capital autorizado se dividirá en 100.000 acciones con un valor nominal de DEG 10.000
cada una, las que estarán a disposición de los miembros para fines de suscripción. Todas las obligaciones
de pago de los miembros con respecto al capital autorizado se satisfarán sobre la base del valor medio del
DEG en términos del dólar de los Estados Unidos de América en el período comprendido entre el 1 de enero
de 1981 y el 30 de junio de 1985, valor que corresponde a 1.082 dólares de los Estados Unidos de América
por cada DEG.
 
b) Al admitirse un nuevo miembro, el capital autorizado aumentará en la medida en que el número de
acciones  autorizadas  en  ese  momento  sea  insuficiente  para  proporcionar  las  acciones  que  han  de  ser
suscritas  por  dicho  miembro  de  conformidad  con  el  artículo  6.
 
c)  El  Consejo,  por mayoría especial,  podrá aumentar en cualquier  momento el  capital  autorizado del
Organismo.
 
ARTÍCULO  6o. SUSCRIPCIÓN DE ACCIONES. Cada miembro fundador del Organismo suscribirá al valor
nominal la cantidad de acciones de capital que se estipule frente a su nombre en el Apéndice A de este
Convenio. Todos los demás miembros suscribirán acciones de Capital en el número y en los términos y
condiciones que el Consejo determine, pero en ningún caso a un precio de emisión inferior al valor nominal.
Ningún miembro suscribirá menos de cincuenta acciones.
 
El Consejo prescribirá las reglas conforme a las cuales los miembros podrán suscribir acciones adicionales
del capital autorizado.
 
ARTÍCULO 7o. DIVISIÓN Y REQUERIMIENTOS DE PAGO DEL CAPITAL SUSCRITO. La suscripción inicial de
cada miembro se pagará en la forma siguiente:
 
i) Dentro de los noventa días a partir de la fecha en que este Convenio entre en vigor respecto de cada
miembro el diez por ciento del precio de cada acción se pagará en efectivo conforme a lo estipulado en la
Sección a) del  artículo 8 y un diez por ciento adicional en forma de pagarés no negociables que no
devenguen interés o de obligaciones similares que han de hacerse efectivas conforme a una decisión de la
junta a fin de satisfacer las obligaciones del Organismo.
 
ii) El saldo estará sujeto a pago a requerimiento del Organismo cuando sea necesario para atender sus
obligaciones.
 
ARTÍCULO 8o. PAGO DE LA SUSCRIPCIÓN DE ACCIONES.
 
a) Los pagos de las suscripciones se harán en monedas de libre uso; sin embargo, los países miembros en
desarrollo podrán pagar en sus propias monedas hasta el veinticinco por ciento de la porción en efectivo del
capital pagado de sus suscripciones pagadera de acuerdo al artículo 7 i).
 
b) Los requerimientos de cualquier porción de las suscripciones no pagadas serán uniformes para todas las
acciones.
 



c)  Si  la  cantidad  recibida  por  el  Organismo  por  concepto  de  un  requerimiento  resultare  insuficiente  para
satisfacer las obligaciones que han hecho necesario el requerimiento, el Organismo puede hacer sucesivos
requerimientos  adicionales  de las  suscripciones  no pagadas hasta  que la  suma total  que reciba sea
suficiente para satisfacer tales obligaciones.
 
d) La responsabilidad respecto de las acciones se limitará a la porción no pagada del precio de emisión.
 
ARTÍCULO  9o.  VALORACIÓN  DE  MONEDAS.  A  los  fines  de  este  Convenio,  siempre  que  sea  necesario
determinar el valor de una moneda en función de otra, dicho valor será el que razonablemente determine el
Organismo, previa consulta con el Fondo Monetario Internacional.
 
ARTÍCULO 10. REEMBOLSOS.
 
a) Tan pronto como sea posible, el Organismo reembolsará a los miembros los montos pagados por éstos
por concepto de requerimiento del capital suscrito si se cumplen las siguientes condiciones y en la medida
en que se cumplan:
 
i) Que el requerimiento se haya efectuado para satisfacer una reclamación derivada de una garantía o
contrato de reaseguro y que con posterioridad el Organismo haya recuperado su pago en todo o parte, en
moneda de libre uso, o
 
ii) Que el requerimiento se haya efectuado en razón de incumplimiento en el pago por un miembro y
posteriormente dicho miembro hubiere efectuado el pago en todo o parte, o
 
iii) Que el Consejo por mayoría especial, determine que la situación financiera del Organismo permite que
se reembolsen tales montos en todo o parte con cargo a los ingresos del Organismo.
 
b) Todo reembolso a un miembro en virtud de este artículo se hará en moneda de libre uso en la proporción
que corresponda a los pagos efectuados por ese miembro en el total del monto pagado de conformidad con
los requerimientos hechos antes de tal reembolso.
 
c) El equivalente de los montos reembolsados a un miembro en virtud de este artículo pasará a formar
parte de las obligaciones de capital exigibles del miembro de acuerdo al artículo 7 ii).
 

CAPÍTULO III.

OPERACIONES

 

ARTÍCULO 11. RIESGOS CUBIERTOS.

 
a) Con sujeción a las disposiciones de las Secciones b) y c) que siguen, el Organismo podrá garantizar
inversiones admisibles contra una pérdida que resulte de uno o más de los siguientes tipos de riesgos: i)
Transferencia de moneda. La introducción atribuible al gobierno receptor de cualquier restricción sobre la
transferencia al exterior del país receptor de su moneda en una moneda de libre uso u otra moneda
aceptable para el tenedor de la garantía, incluida la falta de actuación del gobierno receptor, dentro de un
lapso razonable,  respecto de una solicitud de dicho tenedor para esa trasferencia;  ii)  Expropiación y



medidas similares. Cualquier acción legislativa o cualquier acción u omisión administrativa atribuible al
gobierno receptor que tenga el efecto de privar al tenedor de una garantía de la propiedad o el control de
su  inversión  o  de  un  beneficio  sustancial  derivado  de  la  misma,  con  excepción  de  las  medidas  no
discriminatorias de aplicación general que los gobiernos toman normalmente con objeto de regular la
actividad económica en sus territorios; iii) Incumplimiento de contrato. Cualquier rechazo o incumplimiento
por el gobierno receptor de un contrato con el tenedor de una garantía, cuando a) el tenedor de una
garantía no tiene recurso ante un foro judicial o arbitral con objeto de resolver la reclamación de rechazo o
incumplimiento, o b) dicho foro no dicta una decisión dentro de un lapso razonable al tenor de lo prescrito
en los contratos de garantía de conformidad con los reglamentos del Organismo, o c) no puede hacerse
cumplir tal decisión, y iv) Guerra y disturbios civiles. Cualquier acción militar o disturbio civil en cualquier
territorio del país receptor al que sea aplicable este Convenio de acuerdo a lo estipulado en el artículo 66.
b) En virtud de una solicitud conjunta del inversionista y el país receptor, la Junta, por mayoría especial,
puede aprobar la extensión de la cobertura en virtud de este artículo a riesgos no comerciales específicos
distintos de los comprendidos en la Sección a) anterior, pero en ningún caso a los riesgos de devaluación o
depreciación de la moneda. c) No estarán cubiertas las pérdidas resultantes de lo siguiente: i) Cualquier
acción u omisión del gobierno receptor a la que haya prestado su consentimiento el tenedor de la garantía
o por la cual éste sea responsable, y ii) Cualquier acción u omisión del gobierno receptor o cualquier otro
hecho que se produzca antes de la celebración del contrato de garantía.
 
ARTÍCULO 12. INVERSIONES ADMISIBLES.
 
a) Las inversiones admisibles comprenderán las contribuciones al capital social, incluidos los préstamos a
mediano o largo plazo otorgados o garantizados por los tenedores de acciones en el capital social de la
empresa de que se trate, y las formas de inversión directa que la junta pueda determinar; b) La Junta por
mayoría especial, podrá extender la admisibilidad a cualquier otra forma de inversión a mediano o largo
plazo, salvo que los préstamos distintos de los mencionados en la Sección a) precedente podrán ser
admisibles  solamente  si  están  vinculados  a  una  inversión  específica  garantizada  o  que  se  proponga
amparar  con  garantía  del  Organismo;  c)  La  garantía  estará  restringida  a  aquellas  inversiones  cuya
ejecución comience después de ser  registrada por el  Organismo la solicitud de dicha garantía.  Tales
inversiones  podrán  incluir:  i)  Las  transferencias  de  divisas  efectuadas  para  modernizar,  ampliar  o
desarrollar una inversión existente, y ii) El uso de los ingresos provenientes de inversiones existentes que
en caso contrario podrían ser remitidos fuera del país receptor. d) Al garantizar una inversión, el Organismo
deberá estar satisfecho de lo siguiente: i) La solvencia económica de la inversión y su contribución al
desarrollo del país receptor; ii) La juridicidad de la inversión conforme a las leyes y reglamentos del país
receptor; iii) La armonía de la inversión con los objetivos y prioridades declarados por el país receptor, y iv)
Las condiciones para las inversiones en el país receptor, con inclusión de la disponibilidad de trato justo y
equitativo y protección legal para la inversión.
 
ARTÍCULO 13. INVERSIONISTAS ADMISIBLES.
 
a) Cualquier persona natural y cualquier persona jurídica puede cumplir las condiciones requeridas para
recibir la garantía del Organismo, siempre que: i) La persona natural sea nacional de un país miembro
distinto del país receptor; ii) La persona jurídica se haya constituido y tenga la sede de sus negocios en un
país miembro o la mayoría de su capital sea de propiedad de uno o más países miembros o de nacionales
del miembro o miembros, a condición de que en ninguno de estos casos dicho país miembro sea a su vez el
país  receptor,  y  iii)  La  persona  jurídica,  ya  sea  de  propiedad  privada  o  no,  funcione  en  términos
comerciales; b) En caso de que el inversionista tenga más de una nacionalidad, a los fines de la Sección a)
precedente la nacionalidad de un miembro prevalecerá sobre la nacionalidad de un país que no sea
miembro, y la nacionalidad del país receptor prevalecerá sobre la nacionalidad de cualquier otro miembro;
c) En virtud de solicitud conjunta del inversionista y el país receptor, la Junta, por mayoría especial, puede
extender la admisibilidad a una persona natural que sea nacional del país receptor o a una persona jurídica
que se haya constituido en el país receptor o cuyo capital sea en su mayoría propiedad de sus nacionales,



siempre que los activos en cuestión se transfieran desde fuera del país receptor.
 
ARTÍCULO  14.  PAÍSES RECEPTORES ADMISIBLES.  Las  inversiones  se  garantizarán con arreglo  a  este
Capítulo sólo si han de efectuarse en el territorio de un país miembro en desarrollo.
 
ARTÍCULO 15. APROBACIÓN DEL PAÍS RECEPTOR. El Organismo no celebrará ningún contrato de garantía
antes de que el gobierno receptor haya aprobado el otorgamiento de la garantía por el Organismo contra
los riesgos cuya cobertura se ha especificado.
 
ARTÍCULO 16. TÉRMINOS Y CONDICIONES. Los términos y condiciones de cada contrato de garantía serán
determinados por el Organismo con sujeción a las reglas y reglamentos que dicte la Junta, quedando
entendido que el Organismo no cubrirá la pérdida total de la inversión garantizada. Los contratos de
garantía serán aprobados por el Presidente bajo la dirección de la Junta.
 
ARTÍCULO 17. PAGO DE RECLAMACIONES. El Presidente bajo la dirección de la Junta, decidirá acerca del
pago de reclamaciones al  tenedor de una garantía de conformidad con el  contrato de garantía y las
políticas que la Junta adopte. Los contratos de garantía exigirán que los tenedores de garantías, antes de
que el Organismo haga un pago, entablen los recursos administrativos que sean adecuados en virtud de las
circunstancias, siempre que estén prontamente a su disposición de conformidad con las leyes del país
receptor. Tales contratos podrán exigir el transcurso de ciertos períodos razonables entre la ocurrencia de
los sucesos que den lugar a las reclamaciones y los pagos de éstas.
 
ARTÍCULO 18. SUBROGACIÓN.
 
a) Al pagar o convenir en pagar una indemnización al tenedor de una garantía, el Organismo se subrogará
en los derechos o reclamaciones relacionados con la inversión garantizada que el tenedor de una garantía
puede haber tenido contra el país receptor y otros obligados. El contrato de garantía estipulará los términos
y condiciones de tal subrogación;  b) Los derechos del Organismo en virtud de la Sección a) precedente
serán reconocidos por todos los miembros; c) El país receptor dará a las cantidades expresadas en su
propia moneda, adquiridas por el Organismo como subrogante en virtud de la Sección a) precedente, un
tratamiento tan favorable en cuanto a su uso y conversión como el tratamiento que habría correspondido a
tales  fondos  en  manos  del  tenedor  de  la  garantía.  En  todo  caso,  el  Organismo podrá  utilizar  tales
cantidades para el pago de sus gastos administrativos y otros costos. El Organismo procurará también
celebrar acuerdos con los países receptores acerca de otros usos de tales monedas en tanto éstas no sean
de libre uso.
 
ARTÍCULO 19. RELACIONES CON ORGANISMOS NACIONALES Y REGIONALES. El organismo cooperará con
las entidades nacionales de los países miembros y las entidades regionales cuyo capital sea en su mayor
parte de propiedad de los países miembros, que llevan a cabo actividades similares de las del Organismo, y
procurará complementar las operaciones de tales entidades, con objeto de maximizar tanto la eficiencia de
sus respectivos servicios como su contribución al aumento del flujo de inversiones extranjeras. A este fin, el
Organismo podrá  celebrar  arreglos  contractuales  con  dichas  entidades  acerca  de  los  detalles  de  tal
cooperación, incluidas especialmente las modalidades de reaseguro y coaseguro.
 
ARTÍCULO 20. REASEGURO DE ENTIDADES NACIONALES Y REGIONALES.
 
a) El Organismo podrá otorgar un reaseguro, respecto de una inversión específica, contra pérdidas que se
deriven de uno o más de los riesgos no comerciales que hubieran sido garantizados por un miembro o
dependencia del mismo o por una entidad regional de garantía de inversiones cuya porción mayor de
capital sea de propiedad de dos o más miembros. La Junta, por mayoría especial, determinará de cuando en
cuando el monto máximo de las obligaciones contingentes que el Organismo pueda asumir con respecto a



contratos de reaseguro. Con respecto a las inversiones específicas que hayan sido terminadas más de 12
meses  antes  de  que  el  Organismo  reciba  la  solicitud  de  reaseguro,  dicho  monto  máximo  será  fijado
inicialmente en el diez por ciento del total de las obligaciones contingentes del Organismo según este
Capítulo.  Las  condiciones  de  admisibilidad  especificadas  en  los  artículos  11  a  14  se  aplicarán  a  las
operaciones de reaseguro, salvo que no será necesario que las inversiones reaseguradas se lleven a cabo
con posterioridad a la solicitud de reaseguro. b) Los derechos y obligaciones mutuos del Organismo y un
miembro o una dependencia reasegurados se especificarán en los contratos de reaseguro con sujeción a las
reglas y reglamentos de reaseguro que dicte la Junta. La Junta aprobará cada contrato de reaseguro que
garantice una inversión que se haya hecho antes de que el Organismo reciba la solicitud para el reaseguro,
con  miras  a  minimizar  los  riesgos,  asegurándose  de  que  el  Organismo  reciba  primas  que  guarden
proporción  con  sus  riesgos,  y  de  que  la  entidad  reasegurada  se  comprometa  adecuadamente  a  la
promoción de nuevas inversiones en los países miembros en desarrollo.   c)  En la medida posible,  el
organismo se asegurará que a él y a la entidad reasegurada les correspondan derechos de subrogación y
arbitraje equivalentes a los que tendría el Organismo si hubiese sido el garante original. Los términos y
condiciones del reaseguro exigirán que se entablen acciones administrativas de conformidad con el artículo
17 antes que el Organismo efectúe un pago. La subrogación tendrá efecto con respecto al país receptor de
que se trate solamente después de su aprobación del reaseguro por parte del Organismo. El Organismo
incluirá en los contratos de reaseguro disposiciones que exijan que el reasegurado procure con la debida
diligencia hacer valer los derechos o reclamaciones relacionados con la inversión reasegurada.
 
ARTÍCULO 21. COOPERACIÓN CON ASEGURADORES PRIVADOS Y REASEGURADORES.
 
a) El Organismo podrá celebrar acuerdos con aseguradores privados de los países miembros con objeto de
intensificar  sus  propias  operaciones  y  alentar  a  tales  aseguradores  a  otorgar  cobertura  de  riesgos  no
comerciales  en  los  países  miembros  en  desarrollo  en  condiciones  similares  a  las  aplicadas  por  el
Organismo. Tales acuerdos podrán incluir el reaseguro por el Organismo con arreglo a las condiciones y
procedimientos especificados en el artículo 20; b) El Organismo podrá reasegurar con cualquier entidad de
reaseguro apropiada,  en todo o en parte,  la  garantía  o  garantías  por  él  otorgadas;  c)  El  Organismo
procurará especialmente garantizar inversiones para las cuales no se dispone de cobertura comparable de
aseguradores privados y reaseguradores en términos razonables.
 
ARTÍCULO 22. LÍMITES DE LA GARANTÍA.
 
a) A menos que el Consejo determine otra cosa por mayoría especial,  el monto total de obligaciones
contingentes que puede asumir el Organismo en virtud de este Capítulo, no excederá en ningún momento
del ciento cincuenta por ciento del monto del capital suscrito libre de gravámenes del Organismo y sus
reservas más la porción de cobertura de reaseguro que la Junta determine.
 
La Junta, de cuando en cuando, examinará el perfil de riesgos de la cartera del Organismo en función de su
experiencia  respecto  de  reclamaciones,  el  grado  de  diversificación  de  los  riesgos,  la  cobertura  de
reaseguros y otros factores pertinentes,  con objeto de determinar  si  debe recomendar al  Consejo la
modificación del monto total máximo de obligaciones contingentes. En ningún caso, el monto máximo que
determine el Consejo podrá exceder de cinco veces el monto del capital suscrito libre de gravámenes del
Organismo, sus reservas y la porción de su cobertura de reaseguros que se considere apropiada;
 
b) Sin perjuicio del límite general de garantía a que se hace referencia en la Sección a) precedente, la Junta
puede determinar: i) montos totales máximos de obligaciones contingentes que puedan ser asumidas por el
Organismo de acuerdo con este Capítulo para todas las garantías otorgadas a los inversionistas de cada
miembro. En la determinación de dichos montos máximos, la Junta prestará debida consideración a la
participación proporcional del miembro respectivo en el capital del Organismo y a la necesidad de aplicar
limitaciones más liberales con respecto a inversiones que se originen en los países miembros en desarrollo,
y ii) montos totales máximos de obligaciones contingentes que puedan ser asumidas por el Organismo con



respecto  a  factores  de  diversificación  de  riesgos,  tales  como  proyectos  individuales,  países  receptores
individualmente  considerados  y  clases  de  inversión  o  riesgo.
 
ARTÍCULO 23. PROMOCIÓN DE LAS INVERSIONES.
 
a) El organismo realizará investigaciones, emprenderá actividades para promover corrientes de inversión y
diseminará  información  sobre  oportunidades  de  inversión  en  los  países  miembros  en  desarrollo,  a  fin  de
mejorar las condiciones para las corrientes de inversión extranjera hacia dichos países. El Organismo, a
solicitud de un miembro, podrá proporcionar asesoría y asistencia técnica con el objeto de mejorar las
condiciones  para  las  inversiones  en  los  territorios  de  ese  miembro.  Al  realizar  estas  actividades,  el
Organismo:
 
i) se orientará por los acuerdos de inversión pertinentes celebrados entre países miembros, ii) procurará
eliminar impedimentos, tanto en los países desarrollados como en desarrollo, a la corriente de inversión
hacia los países miembros en desarrollo,  y iii)  coordinará sus actividades con las de otras entidades
interesadas  en  la  promoción  de  la  inversión  extranjera  y  en  especial  la  Corporación  Financiera
Internacional;  b) Además, el organismo: i) alentará el arreglo amistoso de diferencias entre inversionistas y
países receptores, ii)  se esforzará por celebrar, sujeto a aprobación de la Junta por mayoría especial,
acuerdos con los países miembros en desarrollo, en especial con los países receptores potenciales, en los
cuales  se  asegure  que  el  Organismo tenga,  con  respecto  a  las  inversiones  por  él  garantizadas,  un
tratamiento por lo menos tan favorable como el acordado por el miembro interesado, en un acuerdo
relativo a inversiones, la entidad de garantía de inversiones o el Estado más favorecido, y iii) promoverá y
facilitará la celebración de acuerdos entre sus miembros acerca de la promoción y protección de las
inversiones; c) El Organismo prestará atención especial en sus actividades de promoción a la importancia
de acrecentar el flujo de las inversiones entre países miembros en desarrollo.
 
ARTÍCULO 24. GARANTIAS DE INVERSIONES PATROCINADAS. Además de las operaciones de garantía que
incumben al Organismo conforme a este Capítulo, el Organismo podrá garantizar inversiones en virtud de
acuerdos de patrocinio conforme se dispone en el Anexo I de este Convenio.
 

CAPÍTULO IV.

DISPOSICIONES FINANCIERAS

 

ARTÍCULO 25. ADMINISTRACIÓN FINANCIERA. El Organismo llevará a cabo sus actividades de conformidad

con  sanas  prácticas  de  negocios  y  prudentes  prácticas  de  administración  financiera  con  la  mira  de

mantener  en  toda  circunstancia  su  capacidad  para  atender  sus  obligaciones  financieras.

 
ARTÍCULO  26.  PRIMAS  Y  COMISIONES.  El  Organismo  fijará  y  examinará  periódicamente  el  nivel  de  las
primas,  comisiones  y  otros  cargos,  si  los  hubiere,  aplicables  a  cada  clase  de  riesgo.
 
ARTÍCULO 27. DISTRIBUCIÓN DE LOS INGRESOS NETOS.
 
a) Sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección a) iii) del artículo 10, el Organismo destinará los ingresos netos
a las reservas hasta que éstas alcancen un monto igual a cinco veces el capital suscrito del Organismo;
 



b) Después de que las reservas del Organismo hayan alcanzado el nivel prescrito en la Sección a) anterior,
el Consejo determinará si los ingresos netos del Organismo han de destinarse a las reservas, o distribuirse
entre los miembros del Organismo, y en qué medida, o usarse de otra manera. Cualquier distribución de los
ingresos netos a los miembros del Organismo se hará en proporción a la participación de cada miembro en
el capital del Organismo de conformidad con decisión del Consejo por mayoría especial.
 
ARTÍCULO  28. PRESUPUESTO. El Presidente preparará un presupuesto anual de ingresos y gastos del
Organismo para su aprobación por la Junta.
 
ARTÍCULO 29. CUENTAS. El Organismo publicará un Informe Anual que incluirá los estados de sus cuentas
y  de  las  cuentas  del  Fondo  Fiduciario  de  atrocinio  referido  en  el  Anexo  I  del  Convenio,  verificados  por
auditores independientes. El Organismo distribuirá a los miembros, a intervalos apropiados, un estado
resumido de su situación financiera y un estado de ganancias y pérdidas que indique los resultados de sus
operaciones.
 

CAPÍTULO V.

ORGANIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN

 

ARTÍCULO 30. ESTRUCTURA DEL ORGANISMO. El Organismo tendrá un Consejo de Gobernadores, una

Junta  de  Directores,  un  Presidente  y  funcionarios  que  cumplirán  las  obligaciones  que  el  Organismo

determine.

 
ARTÍCULO 31. EL CONSEJO.
 
a) Todas las facultades del Organismo residirán en el Consejo, excepto aquellas que, de acuerdo con los
términos  de  este  Convenio,  se  confieran  específicamente  a  otro  órgano  del  Organismo.  El  Consejo  podrá
delegar a la Junta el ejercicio de cualquiera de sus facultades, con las siguientes excepciones: i) la facultad
de admitir nuevos miembros y determinar las condiciones de la admisión, ii) la facultad de suspender a un
miembro, iii) la facultad de decidir un aumento o una disminución del capital, iv) la facultad de elevar el
límite del monto total de las obligaciones contingentes de conformidad con la Sección a) del artículo 22, v)
la facultad de designar a un miembro como país miembro en desarrollo de conformidad con la Sección c)
del artículo 3o., vi) la facultad de clasificar a un nuevo miembro como integrante de la Categoría Uno o la
Categoría Dos para fines de votación de conformidad con la Sección a) del artículo 39, o de reclasificar a un
miembro existente para los mismos fines, vii) la facultad de determinar la remuneración de los Directores y
sus Suplentes, viii) la facultad de dar por finalizadas las operaciones y disolver el Organismo, ix) la facultad
de distribuir activos a los miembros después de la liquidación, y x) la facultad de reformar este Convenio,
sus Anexos y Apéndices; b) El Consejo estará integrado por un Gobernador y un Suplente designados por
cada miembro en la forma en que el Consejo determine. Ningún Suplente podrá votar, salvo en ausencia de
su principal. El Consejo seleccionará a uno de los Gobernadores como su presidente; c) El Consejo celebrará
una reunión anual y las demás reuniones que el propio Consejo determine o que la Junta convoque. La Junta
convocará una reunión del Consejo siempre que ésta sea solicitada por cinco miembros o por miembros que
tengan el veinticinco por ciento del total de los derechos de voto.
 
ARTÍCULO 32. LA JUNTA DE DIRECTORES.
 



a) La Junta será responsable de las operaciones generales del Organismo, y en cumplimiento de esta
responsabilidad, adoptará todas las medidas que sean necesarias o estén permitidas en virtud de este
Convenio. b) La Junta constará de no menos de doce Directores. El Consejo podrá ajustar el número de los
Directores a fin de tomar en cuenta los cambios que se produzcan en cuanto al número de los miembros del
Organismo. Cada Director podrá nombrar un Suplente con plenos poderes para actuar en su nombre en
caso  de  ausencia  o  incapacidad.  El  Presidente  del  Banco  será  presidente  ex  officio  de  la  Junta,  pero  no
tendrá derecho a voto salvo en el  caso en que sea menester un voto dirimente, si  hay igualdad de
resultados en una votación; c) El Consejo determinará la duración de las funciones de los Directores. En su
sesión inaugural, el Consejo constituirá la primera Junta; d) La Junta se reunirá cuando la convoque su
Presidente, sea por iniciativa propia o a solicitud de tres Directores; e) Hasta cuando el Consejo decida que
el Organismo tenga una Junta residente que trabaje en forma continua, los Directores y Suplentes recibirán
remuneración sólo por el costo que signifique la asistencia a las reuniones de la Junta y el cumplimiento de
otras  funciones  oficiales  en  nombre  del  Organismo.  Una  vez  que  se  establezca  una  Junta  con  funciones
continuas, los Directores y Suplentes podrán recibir la remuneración que determine el Consejo.
 
ARTÍCULO 33. PRESIDENTE Y FUNCIONARIOS.
 
a) Bajo la supervisión general de la Junta, el Presidente se ocupará de los asuntos ordinarios del Organismo.
Será responsable de la organización y del nombramiento y remoción de los funcionarios; b) El Presidente
será nombrado por la Junta a propuesta de su presidente. El Consejo determinará la remuneración y las
condiciones del contrato de servicios del Presidente; c) En el cumplimiento de sus funciones, el Presidente y
los funcionarios estarán obligados íntegramente al Organismo y no tendrán compromiso alguno respecto de
otra autoridad. Cada miembro del Organismo respetará el carácter internacional de esta obligación y se
abstendrá de tratar de influir sobre el Presidente o los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes; d) Al
nombrar a los funcionarios y al personal, el Presidente, sujeto al interés primordial de asegurar las normas
más  altas  de  eficiencia  y  competencia  técnica,  prestará  debida  atención  a  la  importancia  que  tiene  la
contratación de personal en el ámbito geográfico más amplio posible; e) El Presidente y los funcionarios y
empleados  mantendrán  en  todo  momento  el  carácter  confidencial  de  la  información  obtenida  en  la
conducción  de  las  operaciones  del  Organismo.
 
ARTÍCULO 34. PROHIBICIÓN DE REALIZAR ACTIVIDADES POLÍTICAS. Ni el Organismo ni sus funcionarios
interferirán en los asuntos políticos de ningún miembro. Sin perjuicio del derecho del Organismo a tomar en
cuenta todas las circunstancias alrededor de una inversión, las decisiones del Organismo y sus funcionarios
no  estarán  influenciadas  por  el  carácter  político  del  miembro  o  miembros  de  que  se  trate.  Las
consideraciones  pertinentes  a  sus  decisiones  serán  ponderadas  imparcialmente  a  fin  de  lograr  los
propósitos  establecidos  en  el  artículo  2o.
 
ARTÍCULO 35. RELACIONES CON OTROS ORGANISMOS INTERNACIONALES. El Organismo, dentro de los
términos de este Convenio, cooperará con la organización de las Naciones Unidas y con otros organismos
intergubernamentales que tengan responsabilidades especializadas en campos afines, incluidos en especial
el Banco y la Corporación Financiera Internacional.
 
ARTÍCULO 36. UBICACIÓN DE LA SEDE.
 
a) La sede del Organismo estará en la ciudad de Washington, a menos que el  Consejo, por mayoría
especial, decida ubicarla en otro lugar; b) El Organismo podrá establecer otras oficinas según sea necesario
en relación con su trabajo.
 
ARTÍCULO  37.  DEPOSITARIOS DE  LOS ACTIVOS.  Cada  miembro  designará  a  su  banco  central  como
depositario donde el Organismo pueda mantener tenencias en la moneda de dicho miembro u otros activos
del  Organismo  o,  en  caso  de  no  existir  un  banco  central,  designará  a  tal  fin  a  otra  institución  que  sea
aceptable para el Organismo.



 
ARTÍCULO 38. COMUNICACIÓN CON LOS MIEMBROS.
 
a) Cada miembro designará una autoridad apropiada con la que pueda comunicarse el Organismo en lo
relativo a todas las cuestiones que se susciten en virtud de este Convenio. El Organismo podrá considerar
como formuladas por el miembro las declaraciones que haga dicha autoridad. A solicitud de un miembro, el
Organismo realizará consultas con él respecto de los asuntos de que tratan los artículos 19 a 21 y que
guarden relación con entidades o aseguradores de ese miembro; b) Cuando sea menester contar con la
aprobación  de  un  miembro  antes  de  que  el  Organismo  pueda  realizar  una  acción  determinada,  se
considerará que la aprobación ha sido otorgada a menos que el miembro presente una objeción en un lapso
razonable que el Organismo podrá determinar al notificar al miembro acerca de la acción que se propone
realizar.
 

CAPÍTULO VI.

DERECHOS DE VOTO, AJUSTES DE LAS SUSCRIPCIONES Y REPRESENTACIÓN

 

ARTÍCULO 39. DERECHOS DE VOTO Y AJUSTES DE LAS SUSCRIPCIONES.

 
a) A fin de proporcionar arreglos de votación que reflejen la igualdad de intereses en el Organismo de las
dos categorías de Estados que aparecen en el Apéndice A de este Convenio, así como la importancia de la
participación financiera de cada uno de los miembros, cada miembro tendrá 177 votos de adhesión más un
voto de suscripción por cada acción que ese miembro tenga en el capital social; b) Si en cualquier momento
dentro de tres años después de la entrada en vigor de este Convenio la suma total de los votos de adhesión
y de suscripción de los miembros que pertenecen a cualquiera de las dos categorías de Estados que figuran
en el Apéndice A de este Convenio es menor al cuarenta por ciento del total de los derechos de voto, los
miembros de la categoría de que se trate tendrán el número de votos suplementarios que sea necesario
para que el total de los derechos de voto de la categoría sea igual a tal porcentaje del total de los derechos
de voto. Los votos suplementarios se distribuirán entre los miembros de tal categoría en la proporción que
los votos de suscripción de cada uno guarden con el total de los votos de suscripción de la categoría. Tales
votos suplementarios estarán sujetos a ajuste automático para asegurar que se mantenga dicho porcentaje
y  serán  cancelados  al  final  del  mencionado  período  de  tres  años;  c)  Durante  el  tercer  año  siguiente  a  la
entrada en vigor de este Convenio, el Consejo examinará la asignación de acciones y se guiará en su
decisión por los siguientes principios: i) los votos de los miembros reflejarán las suscripciones efectivas en
el capital del Organismo y los votos de adhesión según lo consignado en la Sección a) de este artículo, ii)
las acciones asignadas a los países que no hayan suscrito el Convenio se pondrán a disposición de los
miembros para fines de reasignación y de manera tal de hacer posible la paridad de votación entre las dos
categorías antes mencionadas, y iii) el Consejo tomará las providencias que faciliten la suscripción por los
miembros de las acciones asignadas a ellos; d) Dentro del período de tres años estipulado en la Sección b)
de este artículo, todas las decisiones del Consejo y de la Junta se tomarán por mayoría especial, salvo que
las decisiones que requieran una mayoría más alta en virtud de este Convenio se tomarán por dicha
mayoría más alta; e) En caso de que el capital accionario del Organismo aumente de conformidad con la
Sección c) del artículo 5o., cada miembro que así lo solicite estará autorizado para suscribir una proporción
del aumento equivalente a la proporción que guarden sus acciones suscritas hasta entonces con el total del
capital  accionario  del  Organismo,  pero  ningún miembro  estará  obligado a  suscribir  parte  alguna del
aumento del capital; f) El Consejo dictará los reglamentos relativos a las suscripciones adicionales de que
trata la Sección e) de este artículo. Tales reglamentos prescribirán límites razonables de tiempo para la
presentación de solicitudes de los miembros para hacer tales suscripciones.



 
ARTÍCULO 40. VOTACIONES EN EL CONSEJO.
 
a) Cada Gobernador tendrá derecho a emitir  los votos del  miembro que él  representa.  Salvo que se
especifique  otra  cosa  en  este  Convenio,  las  decisiones  del  Consejo  se  tomarán  por  mayoría  de  los  votos
emitidos;  b)  Para  cualquier  reunión  del  Consejo  el  quórum estará  constituido  por  la  mayoría  de  los
Gobernadores que ejerzan no menos de dos tercios del total de los derechos de voto; c) El Consejo puede
establecer mediante reglamento un procedimiento en virtud del cual la Junta pueda solicitar una decisión
del Consejo sobre una cuestión específica sin convocatoria de reunión del Consejo, cuando considere que
tal medida corresponde a los mejores intereses del Organismo. 
 
ARTÍCULO 41. ELECCIÓN DE DIRECTORES.
 
a) Los Directores serán elegidos de conformidad con el Apéndice B; b) Los Directores continuarán en sus
funciones hasta la elección de sus sucesores. Si el cargo de un Director queda vacante por más de noventa
días antes de finalizado su período,  los Gobernadores que eligieron a dicho Director  elegirán otro para el
resto del período. Para la elección se requerirá la mayoría de los votos emitidos. En tanto que el cargo
permanezca vacante, el Suplente del Director anterior tendrá el ejercicio de las facultades de éste, con la
excepción de la de nombrar un Suplente.
 
ARTÍCULO 42. VOTACIONES EN LA JUNTA DE DIRECTORES.
 
a) Cada Director tendrá derecho a emitir el número de votos de los miembros cuyos votos contaron para su
elección. Todos los votos que un Director tiene derecho a emitir se emitirán como una unidad. Salvo que se
especifique  otra  cosa  en  este  Convenio,  las  decisiones  de  la  Junta  se  tomarán  por  mayoría  de  los  votos
emitidos; b) El quórum para una reunión de la Junta estará constituido por la mayoría de los Directores que
tengan no menos de la mitad del total de los derechos de voto; c) La Junta puede establecer mediante
reglamento un procedimiento en virtud del cual su Presidente pueda solicitar una decisión de la Junta sobre
una  cuestión  específica  sin  convocatoria  de  reunión  de  la  Junta,  cuando  considere  que  tal  medida
corresponde  a  los  mejores  intereses  del  Organismo.
 

CAPÍTULO VII.

PRIVILEGIOS E INMUNIDADES

ARTÍCULO  43.  FINALIDADES DEL CAPÍTULO.  A  fin de que el  Organismo pueda cumplir  sus  funciones,  le

serán concedidos en el territorio de cada miembro las inmunidades y privilegios que se estipulan en este

Capítulo.

 
ARTÍCULO 44. ACCIONES JUDICIALES. Pueden iniciarse contra el Organismo acciones judiciales, distintas de
las  comprendidas  en  el  alcance  de  los  artículos  57  y  58,  solamente  ante  tribunal  competente  con
jurisdicción en los territorios de un miembro en el que el Organismo tenga una oficina o haya nombrado un
apoderado  para  efectos  de  recibir  citaciones  o  notificaciones  judiciales.  No  podrán  interponerse  tales
acciones  contra  el  Organismo  i)  por  los  miembros  o  personas  que  actúen  en  su  nombre  o  cuyas
reclamaciones provengan de los miembros, ni ii) con respecto a asuntos laborales. Los bienes y activos del
Organismo, cualquiera sea su ubicación y quienquiera sea su tenedor, gozarán de inmunidad con respecto
a toda forma de embargo, secuestro o ejecución antes de que se dicte sentencia o laudo definitivo contra el
Organismo.



 
ARTÍCULO 45. ACTIVOS.
 
a) Los bienes y activos del Organismo, cualquiera sea su ubicación y quienquiera sea su tenedor, gozarán
de  inmunidad  con  respecto  a  todo  registro,  requisición,  confiscación,  expropiación  u  otra  forma  de
incautación en virtud de medida ejecutiva o legislativa;  b)  En la  medida necesaria  para realizar  sus
operaciones en virtud de este Convenio, todos los bienes y activos del organismo estarán exentos de
restricciones, reglamentaciones, controles y moratorias de cualquier índole; queda entendido que los bienes
y activos adquiridos por el Organismo como sucesor o subrogante del tenedor de una garantía, una entidad
reasegurada  o  un  inversionista  asegurado  por  una  entidad  reasegurada  estarán  exentos,  de  las
restricciones, reglamentaciones y controles de cambio de moneda aplicables y vigentes en los territorios
del  miembro en cuestión en la medida en que el  tenedor,  entidad o inversionista al  que subroga el
Organismo tenía derecho a dicho tratamiento; c) A los fines de este Capítulo, el término "activos" incluirá
los activos del Fondo Fiduciario de Patrocinio a que se hace referencia en el Anexo I de este Convenio y
otros activos administrados por el Organismo para la consecución de sus objetivos.
 
ARTÍCULO 46. ARCHIVOS Y COMUNICACIONES.
 
a) Los archivos del Organismo serán inviolables, dondequiera que estén; b) Las comunicaciones oficiales del
Organismo gozarán del mismo tratamiento que cada miembro concede a las comunicaciones oficiales del
Banco.
 
ARTÍCULO 47. IMPUESTOS.
 
a) El Organismo, sus activos, bienes e ingresos y sus operaciones y transacciones autorizadas por este
Convenio,  estarán  exentos  de  impuestos  y  derechos  arancelarios.  El  Organismo  gozará  también  de
inmunidad respecto de cualquier responsabilidad por la recaudación o pago de todo impuesto o derecho; b)
Salvo en el caso de los nacionales del país, no se recaudarán impuestos sobre las asignaciones para gastos
o con respecto a tales asignaciones pagadas por el Organismo a los Gobernadores y sus Suplentes ni sobre
los sueldos, asignaciones para gastos u otros emolumentos pagados por el Organismo al Presidente de la
Junta, los Directores, los Suplentes, el Presidente o el Personal del Organismo, o con respecto a tales
sueldos,  asignaciones  o  emolumentos;  c)  Ninguna  clase  de  impuestos  podrá  gravar  una  inversión
garantizada o reasegurada por el Organismo (incluidas las ganancias derivadas de la misma) ni las pólizas
de seguro reaseguradas por el Organismo (incluidas las primas y otros ingresos derivados de aquéllas)
quienquiera sea su tenedor: i) si tales impuestos fueran discriminatorios contra la inversión o póliza de
seguro únicamente en razón de estar garantizada o reasegurada por el Organismo, o
 
ii)  si  la  única  base  jurisdiccional  para  tales  impuestos  fuere  la  ubicación  de  cualquier  oficina  o  lugar  de
negocios que mantenga el Organismo.
 
ARTÍCULO 48. FUNCIONARIOS DEL ORGANISMO.
 
Todos los Gobernadores, Directores, Suplentes, el Presidente y el personal del Organismo:
 
i) Gozarán de inmunidad frente a toda acción judicial, respecto de los actos realizados por ellos en el
ejercicio de sus funciones oficiales, ii) cuando no sean nacionales del Estado donde ejercen sus funciones,
recibirán las mismas inmunidades respecto de restricciones de inmigración, requisitos sobre registro de
extranjeros y obligaciones nacionales de servicio e idénticas facilidades en materia de régimen cambiario
que las concedidas por los miembros de que se trate a los representantes, funcionarios y empleados de
rango  comparable  de  otros  miembros,  y  iii)  recibirán  en  materia  de  facilidades  de  viaje  el  mismo
tratamiento que los miembros de que se trate conceden a los representantes, funcionarios y empleados de



rango comparable de otros miembros.
 
ARTÍCULO 49. APLICACIÓN DE ESTE CAPÍTULO.
 
Cada miembro tomará las medidas que sean necesarias en sus propios territorios a los fines de poner en
efecto con sujeción a sus propias leyes los principios consignados en este capítulo e informará al Organismo
de las medidas específicas que ha tomado.
 
ARTÍCULO  50.  RENUNCIA.  Las inmunidades,  exenciones y privilegios estipulados en este Capítulo se
otorgan en interés del  Organismo y pueden renunciarse, en la medida y bajo las condiciones que el
Organismo  determine,  en  los  casos  en  que  tal  renuncia  no  perjudique  sus  intereses.  El  Organismo
renunciará a la inmunidad de cualquiera de sus funcionarios en los casos en que, según su criterio, la
inmunidad impediría el curso de la justicia y pueda renunciarse a ella sin perjudicar los intereses del
Organismo.
 

CAPÍTULO VIII.

RETIRO, SUSPENSIÓN DE MIEMBROS; CESACIÓN DE OPERACIONES

ARTÍCULO 51. RETIRO. Después de transcurridos tres años a partir de la fecha en que este Convenio haya

entrado en vigor con respecto a un miembro, éste podrá retirarse del Organismo en cualquier momento

mediante notificación escrita dirigida a la sede del mismo. El Organismo hará saber al Banco, en su calidad

de depositario de este Convenio, que ha recibido dicha notificación. El retiro se hará efectivo noventa días

después de la fecha en que el  Organismo reciba la notificación referida. El  miembro puede revocar dicha

notificación en tanto ésta no haya entrado en vigor.

 
ARTÍCULO 52. SUSPENSIÓN DE MIEMBROS.
 
a) El Consejo, por mayoría de sus miembros que tengan la mayoría del total de los derechos de voto, podrá
decidir la suspensión de un miembro del Organismo que deje de cumplir cualquiera de sus obligaciones
conforme al presente Convenio; b) Mientras subsista la suspensión, el miembro estará privado de todo
derecho en virtud de este Convenio, salvo en lo que concierne al derecho de retirarse del Organismo y a
otros derechos estipulados en este Capítulo y el Capítulo IX, pero continuará sujeto al cumplimiento de
todas sus obligaciones; c) A los efectos de determinar si se cumplen las condiciones para el otorgamiento
de una garantía o reaseguro en virtud del  Capítulo III  o  del  Anexo I  de este Convenio,  un miembro
suspendido  no  será  considerado  como  miembro  del  Organismo;  d)  El  miembro  suspendido  dejará
automáticamente de ser miembro al cumplirse un año desde la fecha de su suspensión, a menos que el
Consejo decida prorrogar el período de suspensión o restituir al miembro sus derechos.
 
ARTÍCULO 53. DERECHOS Y DEBERES DE LOS ESTADOS QUE DEJAN DE SER MIEMBROS.
 
a) Cuando un Estado deje de ser miembro, seguirá siendo responsable de todas sus obligaciones, incluidas
sus obligaciones contingentes, contraídas en virtud de este Convenio y que hayan estado en vigor antes de
la cesación de su calidad de miembro; b) Sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección a) precedente, el
Organismo llegará a un acuerdo con dicho Estado para el arreglo de sus respectivas reclamaciones y
obligaciones. Todos estos arreglos deberán ser aprobados por la Junta.
 



ARTÍCULO 54. SUSPENSIÓN DE LAS OPERACIONES.
 
a) Siempre que la Junta lo considere justificado, podrá suspender el otorgamiento de nuevas garantías por
un período determinado; b) En caso de emergencia, la Junta podrá suspender todas las actividades del
Organismo por un período que no exceda la duración de dicha emergencia, con la condición de que se
efectúen los arreglos necesarios para la protección de los intereses del Organismo y de terceros; c) La
decisión de suspender las operaciones no tendrá efecto alguno sobre las obligaciones de los miembros
emanadas de este Convenio ni sobre las obligaciones del Organismo respecto de los tenedores de una
garantía o póliza de reaseguro o respecto de terceros.
 
ARTÍCULO 55. LIQUIDACIÓN.
 
a) El Consejo, por mayoría especial, podrá disponer la cesación de las operaciones del Organismo y su
liquidación. En tal caso, el Organismo cesará inmediatamente todas sus actividades, con excepción de
aquellas  necesarias  para  la  ordenada liquidación,  conservación  y  protección  de  sus  activos  y  finiquito  de
sus  obligaciones.  Basta  que se  haya efectuado la  liquidación  definitiva  y  la  distribución  de  los  activos,  el
Organismo, se mantendrá en existencia y todos los derechos y obligaciones de los miembros en virtud de
este Convenio continuarán vigentes en toda su integridad; b) No se hará distribución alguna de los activos a
los miembros hasta que no se hayan satisfecho todas las obligaciones con los tenedores de garantías y
otros acreedores o se hayan tomado providencias para satisfacerlas y hasta que el Consejo haya decidido
procederá dicha distribución; c) Con sujeción a las disposiciones precedentes, el Organismo distribuirá sus
activos restantes a los miembros en proporción a las sumas aportadas por cada uno de ellos al capital
suscrito. El Organismo distribuirá también a los miembros patrocinadores todos los activos restantes del
Fondo Fiduciario de Patrocinio a que se hace referencia en el Anexo I de este Convenio en la proporción que
tengan las inversiones patrocinadas por cada uno de ellos con el total de las inversiones patrocinadas.
Ningún miembro tendrá derecho a su porción en los activos del Organismo o del Fondo Fiduciario de
Patrocinio a menos que dicho miembro haya satisfecho todas las reclamaciones pendientes del Organismo
en su contra. Cada distribución de los activos se efectuará en las fechas que determine el Consejo y en la
forma que considere justa y equitativa.
 

CAPÍTULO IX.

ARREGLO DE DIFERENCIAS

ARTÍCULO 56. INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN DEL CONVENIO.

 
a) Toda cuestión de interpretación o de aplicación de las disposiciones de este Convenio que surja entre un
miembro del Organismo y el Organismo o entre sus miembros se presentará a la Junta para que ésta
adopte una decisión. Todo miembro que se vea especialmente afectado por la cuestión y que no esté
representado en otra forma por un nacional en la Junta podrá enviar un representante para que asista a las
reuniones de ésta en las que se considere dicha cuestión; b) En todos los casos en que la Junta ha tomado
una decisión en virtud de la Sección a) anterior, un miembro podrá requerir que la cuestión sea remitida al
Consejo, cuya decisión será definitiva. Con sujeción al resultado de la remisión al Consejo, el Organismo, en
la medida en que lo considere necesario, podrá actuar sobre la base de la decisión de la Junta.
 
ARTÍCULO 57. DIFERENCIAS ENTRE EL ORGANISMO Y SUS MIEMBROS.
 
a) Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 56 y de la Sección b) de este artículo, cualquier diferencia
entre el Organismo y un miembro o una dependencia del mismo y cualquier diferencia entre el Organismo y



un país (o una dependencia del mismo) que haya dejado de ser miembro del Organismo, se arreglará de
conformidad con el procedimiento estipulado en el Anexo II de este Convenio; b) Las diferencias relativas a
reclamaciones del Organismo actuando en subrogación de un inversionista se arreglarán de conformidad
con: i) el procedimiento estipulado en el Anexo II de este Convenio, o ii) un acuerdo a celebrarse entre el
Organismo y el miembro interesado acerca de uno o más métodos alternativos para el arreglo de tales
diferencias. En este último caso, el Anexo II de este Convenio servirá como base para dicho acuerdo, el
cual, en cada caso, será aprobado por la Junta por mayoría especial antes de que el Organismo emprenda
operaciones en los territorios del miembro de que se trate.
 
ARTÍCULO 58. DIFERENCIAS EN LAS QUE INTERVIENEN TENEDORES DE UNA GARANTÍA O REASEGURO.
Toda diferencia que se produzca en razón de un contrato de garantía o de reaseguro entre las partes del
mismo se someterá a arbitraje para laudo final de conformidad con las reglas que se estipulen o mencionen
en el contrato de garantía o de reaseguro.
 

CAPÍTULO X.

ENMIENDAS

ARTÍCULO 59. ENMIENDAS INTRODUCIDAS POR EL CONSEJO.

 
a) El presente Convenio y sus anexos podrán ser enmendados mediante el voto de tres quintas partes de
los Gobernadores que representen cuatro quintos del total de los derechos de voto; queda entendido, sin
embargo,   i)  Que  toda  enmienda  que  modifique  el  derecho  de  retirarse  del  Organismo,  estipulado  en  el
artículo 51, o la limitación de responsabilidad estipulada en la sección d) del artículo 8, requerirán el voto
afirmativo de todos los Gobernadores, y ii) Que toda enmienda que modifique el sistema de participación en
las pérdidas establecido en los artículos 1 y 3 del Anexo I de este Convenio que produzca un aumento de la
obligación de cualquier miembro en virtud de dicho sistema, requerirá el voto afirmativo del Gobernador del
miembro en cuestión; b) Los Apéndices A y B de este Convenio podrán ser modificados por el Consejo por
mayoría especial; c) Si una enmienda afecta cualquier disposición del Anexo I de este Convenio, el total de
los votos incluirá los votos adicionales asignados en virtud del artículo 7 de dicho Anexo a los miembros
patrocinadores y a los países receptores de inversiones patrocinadas.
 
ARTÍCULO 60. PROCEDIMIENTO. Toda propuesta de enmienda a este Convenio, ya sea que emane de un
miembro, o de un Gobernador o de un Director, se comunicará al presidente de la Junta, quien la someterá
a consideración de ésta. Si la Junta recomienda la enmienda propuesta, se la presentará al Consejo para su
aprobación, de conformidad con el artículo 59. Cuando una enmienda haya sido debidamente aprobada por
el  Consejo,  el  Organismo  lo  hará  constar  así  en  comunicación  oficial  dirigida  a  todos  los  miembros.  Las
enmiendas entrarán en vigor para todos los miembros noventa días después de la fecha de la comunicación
oficial, salvo que el Consejo especificare una fecha distinta.
 

CAPÍTULO XI.

DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 61. ENTRADA EN VIGOR.

 
a) Este Convenio quedará abierto a la firma de todos los miembros del Banco y de Suiza y estará sujeto a la



ratificación,  aceptación  o  aprobación  de  los  Estados  signatarios  de  conformidad  con  sus  procedimientos
constitucionales; b) Este Convenio entrará en vigor en la fecha en que se hayan depositado no menos de
cinco  instrumentos  de  ratificación,  aceptación  o  aprobación  en  nombre  de  los  Estados  signatarios  de  la
Categoría Uno, y no menos de quince de dichos instrumentos en nombre de los Estados signatarios de la
Categoría Dos; queda entendido, sin embargo, que el total de las suscripciones de estos Estados deberá
sumar no menos de un tercio del capital autorizado del Organismo, según lo determinado en el artículo 5; c)
Para cada Estado que deposite su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación después de que este
Convenio haya entrado en vigor, el Convenio entrará en vigor en la fecha de tal depósito; d) Si este
Convenio no hubiere entrado en vigor dos años después de haber sido abierto a la firma, el Presidente del
Banco convocará a una conferencia de los países interesados a fin de determinar el futuro rumbo de acción.
 
ARTÍCULO  62.  REUNIÓN INAUGURAL.  Cuando este Convenio entre en vigor,  el  Presidente del  Banco
convocará a la reunión inaugural del Consejo que se celebrará en la sede del Organismo dentro de los
sesenta días siguientes a la fecha en que este Convenio haya entrado en vigor o tan pronto como fuere
posible después de esa fecha.
 
ARTÍCULO 63. DEPOSITARIO. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación de este Convenio y
las enmiendas de éste se depositarán en el Banco, el cual actuará como depositario de este Convenio. El
depositario enviará ejemplares certificados del Convenio a los Estados miembros del Banco y a Suiza.
 
ARTÍCULO 64. REGISTRO. El depositario registrará este Convenio en la Secretaría de las Naciones Unidas
de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas y los Reglamentos de la misma
adoptados por la Asamblea General.
 
ARTÍCULO  65. NOTIFICACIÓN. El depositario notificará a todos los Estados signatarios y, cuando entre en
vigor este Convenio, al Organismo respecto de lo siguiente:
 
a)  Las  firmas  de  este  Convenio;  b)  Los  depósitos  de  los  instrumentos  de  ratificación,  aceptación  y
aprobación,  de conformidad con el  artículo 63;  c)  La fecha en que este Convenio entre en vigor de
conformidad con el artículo 61; d) Las exclusiones de la aplicación territorial de conformidad con el artículo
66, y e) El retiro de un miembro del Organismo de conformidad con el artículo 51.
 
ARTÍCULO 66. APLICACIÓN TERRITORIAL. Este Convenio se aplicará a todos los territorios que estén bajo la
jurisdicción de un miembro, incluidos los territorios de cuyas relaciones internacionales el miembro es
responsable, salvo aquellos que sean excluidos por dicho miembro mediante notificación escrita dirigida al
depositario de este Convenio ya sea en el momento en que efectúe la ratificación, aceptación o aprobación,
o posteriormente.
 
ARTÍCULO 67. REVISIONES PERIÓDICAS.
 
a) El Consejo llevará a cabo periódicamente revisiones detalladas de las actividades del Organismo; así
como  los  resultados  logrados  con  miras  a  efectuar  las  modificaciones  requeridas  a  fin  de  aumentar  la
capacidad del Organismo para atender sus objetivos; b) La primera de tales revisiones tendrá lugar cinco
años después de que entre en vigor este Convenio. Las fechas de las revisiones ulteriores las determinará
el Consejo.
 

HECHO en Seúl, en un solo ejemplar que quedará depositado

en los archivos del Banco Internacional de Reconstrucción



y Fomento, el cual ha indicado con su firma al pie de este

instrumento su conformidad para el desempeño de las funciones

que se le encomiendan en este Convenio.

ANEXO I.

GARANTÍAS DE INVERSIONES PATROCINADAS EN VIRTUD

DEL ARTÍCULO 24

 

ARTÍCULO 1A. PATROCINIO.

 
a)  Cualquier  miembro  podrá  patrocinar  la  garantía  de  una  inversión  que  se  propongan  efectuar  un
inversionista de cualquier nacionalidad o inversionistas e una o varias nacionalidades; b) Con sujeción a las
disposiciones de las secciones b) y c) del artículo 3o., cada miembro patrocinador compartirá con los demás
miembros patrocinadores las pérdidas amparadas por garantías de inversiones patrocinadas, cuando dichas
pérdidas no puedan cubrirse con cargo al Fondo Fiduciario de Patrocinio mencionado en el artículo 2o. de
este Anexo y en la medida en que no puedan cubrirse de esa manera, en la proporción que haya entre el
monto máximo de las obligaciones contingentes patrocinadas por el miembro patrocinador en cuestión y el
monto  máximo  de  las  obligaciones  contingentes  contraídas  en  virtud  de  garantías  de  inversiones
patrocinadas por todos los miembros; c) En sus decisiones acerca del otorgamiento de garantías en virtud
de este  Capítulo,  el  Organismo tomará debidamente en cuenta  las  perspectivas  de que el  miembro
patrocinador esté en condiciones de cumplir con sus obligaciones conforme a este Anexo y dará prioridad a
las  inversiones  copatrocinadas  por  los  países  receptores  interesados;  d)  El  Organismo  consultará
periódicamente con los miembros patrocinadores respecto de sus operaciones en virtud de este Anexo.
 
ARTÍCULO 2A. FONDO FIDUCIARIO DE PATROCINIO.
 
a)  Las  primas  y  otros  ingresos  atribuibles  a  garantías  de  inversiones  patrocinadas,  entre  ellos  los
rendimientos de la inversión de tales primas e ingresos, se mantendrán en una cuenta separada que se
denominará Fondo Fiduciario de Patrocinio; b) Todos los gastos administrativos y los pagos por concepto de
reclamaciones atribuibles a garantías otorgadas en virtud de este Anexo se pagarán con cargo al Fondo
Fiduciario de Patrocinio; c) Los activos del Fondo Fiduciario de Patrocinio se mantendrán y administrarán
por cuenta conjunta de los miembros patrocinadores y se mantendrán separados y aparte de los activos del
Organismo.
 
ARTÍCULO 3A. REQUERIMIENTOS DE PAGO A LOS MIEMBROS PATROCINADORES.
 
a) En la medida en que un monto sea pagadero por el Organismo en razón de una pérdida cubierta por una
garantía patrocinada y no pueda pagarse con cargo a los activos del Fondo Fiduciario de Patrocinio, el
Organismo requerirá a cada miembro patrocinador el pago a dicho Fondo de la proporción correspondiente
del monto mencionado, según se determine de conformidad con la Sección b) del artículo 1o. de este
Anexo; b) Ningún miembro estará obligado a pagar monto alguno por concepto de un requerimiento de
conformidad con las disposiciones de este artículo si a consecuencia de ello los pagos totales hechos por



ese  miembro  fueren  superiores  al  monto  total  de  las  garantías  que  cubran  las  inversiones  por  él
patrocinadas; c) Al momento de expirar una garantía que cubra una inversión patrocinada por un miembro,
la  obligación  de  ese  miembro  disminuirá  en  una  suma  equivalente  al  monto  de  dicha  garantía;  la
mencionada obligación disminuirá también en forma prorrateada luego del pago por el Organismo de una
reclamación relacionada con una inversión patrocinada y en caso contrario continuará en vigor hasta la
expiración de todas las garantías de las inversiones patrocinadas vigentes al momento de dicho pago; d) Si
algún miembro patrocinador no estuviere obligado en relación con un monto de un requerimiento de
conformidad con las disposiciones de este artículo en razon de las limitaciones contenidas en las Secciones
b)  y  c)  precedentes,  o  si  un miembro patrocinador  no pagare una suma que deba en virtud de tal
requerimiento, la obligación de pagar dicha suma será compartida en forma prorrateada por los otros
miembros patrocinadores. La responsabilidad de los miembros de conformidad con esta Sección se sujetará
a la limitación estipulada en las Secciones b) y c) precedentes; e) Todo pago de un miembro patrocinador
de conformidad con un requerimiento en virtud de este artículo se efectuará con prontitud y en moneda de
libre uso.
 
ARTÍCULO 4A. VALORACIÓN DE MONEDAS Y REEMBOLSOS. Las disposiciones sobre valoración de monedas
y reembolsos contenidas en este Convenio a propósito de las suscripciones de capital se aplicarán mutatis
mutandis a los fondos pagados por los miembros por cuenta de inversiones patrocinadas.
 
ARTÍCULO 5A. REASEGURO.
 
a) El Organismo, con arreglo a las condiciones estipuladas en el artículo 1o. de este Anexo, podrá otorgar
reaseguros a un miembro, a una dependencia del mismo, a un organismo regional definido como tal en la
Sección  a)  del  artículo  20  de  este  Convenio,  o  a  un  asegurador  privado  de  un  país  miembro.  Las
disposiciones de este Capítulo relativas a las garantías y las de los artículos 20 y 21 de este Convenio se
aplicarán mutatis mutandis a los reaseguros otorgados en virtud de esta Sección; b) El Organismo podrá
obtener reaseguro para las inversiones garantizadas por él conforme a este Anexo y satisfará el costo de
dicho reaseguro con cargo al Fondo Fiduciario de Patrocinio. La Junta podrá decidir si la obligación de los
miembros patrocinadores de participación en las pérdidas que se menciona en la Sección b) del artículo 1o.
de este Anexo, puede reducirse en razón de la cobertura de reaseguro obtenida, y en qué medida.
 
ARTÍCULO 6A. PRINCIPIOS DE OPERACIÓN. Sin perjuicio de lo estipulado en este Anexo, las disposiciones
relativas a las operaciones de garantía contenidas en el Capítulo III de este Convenio y las relativas a la
administración financiera contenidas en el Capítulo IV de este Convenio se aplicarán mutatis mutandis a las
garantías  de  inversiones  patrocinadas,  salvo  que:  i)  tales  inversiones  reunirán  los  requisitos  para  el
patrocinio si son hechas por un inversionista o inversionistas admisibles con arreglo a la Sección a) del
Artículo 1o. de este Anexo en los territorios de cualquier miembro y en especial de un país miembro en
desarrollo, y
 
ii)  El  Organismo no estará obligado con respecto a sus propios activos por razón de una garantía o
reaseguro otorgados con arreglo a este Anexo y así lo estipulará expresamente todo contrato de garantía o
reaseguro que se celebre de conformidad con este Anexo.
 
ARTÍCULO 7A. DERECHOS DE VOTO. En cuanto a las decisiones relativas a inversiones patrocinadas, cada
miembro  patrocinador  tendrá  un  voto  adicional  por  el  equivalente  de  cada  DEG  10.000  del  monto
garantizado o reasegurado sobre la base de su patrocinio, y cada miembro que auspicie una inversión
patrocinada tendrá un voto adicional por el equivalente de cada DEG 10.000 del monto garantizado o
reasegurado con respecto a cualquier inversión patrocinada auspiciada por él. Tales votos adicionales se
emitirán solamente en cuanto a las decisiones relativas a inversiones patrocinadas y por lo demás no se
tomarán en cuenta para la determinación de los derechos de voto de los miembros.
 



ANEXO II.

ARREGLO DE DIFERENCIAS ENTRE UN MIEMBRO Y EL ORGANISMO EN VIRTUD DEL ARTÍCULO 57

ARTÍCULO 1B. APLICACIÓN DEL ANEXO. Todas las diferencias comprendidas en los términos del artículo 57

de este Convenio se resolverán de conformidad con el procedimiento estipulado en este anexo, salvo en los

casos en que el Organismo haya celebrado un acuerdo con un miembro de conformidad con la Sección b) ii)

del artículo 57.

 
ARTÍCULO 2B. NEGOCIACIÓN. Las partes en una diferencia comprendida en los términos de este Anexo
tratarán de resolver tal diferencia mediante negociación antes de recurrir a la conciliación o arbitraje. Se
considerarán agotadas las negociaciones si las partes no logran llegar a un arreglo dentro de un período de
ciento veinte días a partir de la fecha en que se solicitó iniciar las negociaciones.
 
ARTÍCULO 3B. CONCILIACIÓN.
 
a)  Si  la  diferencia  no se  resuelve mediante  negociación,  cualquiera  de las  partes  puede someter  la
diferencia a arbitraje de conformidad con las disposiciones del artículo 4o. de este Anexo, a menos que las
partes,  mediante  acuerdo  mutuo,  hayan  decidido  recurrir  primero  al  procedimiento  de  conciliación
estipulado en este artículo;
 
b) En el acuerdo para recurrir a la conciliación se especificarán la cuestión controvertida, las reclamaciones
de las partes respecto de la misma y, si estuviere disponible, el nombre del conciliador convenido por las
partes. A falta de acuerdo con respecto al conciliador, las partes podrán solicitar conjuntamente ya sea al
Secretario General del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (en lo sucesivo
denominado Ciadi) o al Presidente de la Corte Internacional de Justicia el nombramiento de un conciliador.
Se dará por terminado el procedimiento de conciliación si no se ha nombrado al conciliador dentro de
noventa días después del acuerdo para recurrir a la conciliación;
 
c) A menos que se estipule lo contrario en este Anexo o que así se convenga entre las partes, el conciliador
determinará las normas que regirán el procedimiento de conciliación y, en este aspecto, se guiará por las
normas de conciliación adoptadas de conformidad con el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a
Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados;
 
d)  Las  partes  cooperarán de buena fe  con el  conciliador  y,  en  particular,  le  proporcionarán toda la
información  y  documentación  que  le  pueda brindar  asistencia  en  el  cumplimiento  de  sus  funciones;
prestarán la más seria consideración a las recomendaciones del conciliador;
 
e) A menos que las partes convengan lo contrario, el conciliador, en un período que no sea mayor de ciento
ochenta días desde la  fecha de su nombramiento,  presentará a las  partes un informe en el  que se
registrarán los resultados de sus esfuerzos y se expondrán las cuestiones que motivan la diferencia entre
las partes así como su propuesta para resolverla;
 
f) Dentro de los sesenta días a partir de la fecha de presentación del informe, cada parte expresará a la otra
parte, por escrito, su opinión acerca del informe;
 
g) Ninguna de las partes de un procedimiento de conciliación tendrá derecho a recurrir al arbitraje a menos:



 
i)  Que el conciliador no haya presentado su informe dentro del período determinado en la Sección e)
anterior, o
 
ii) Que las partes no hayan aceptado ninguna de las propuestas comprendidas en el informe dentro de los
sesenta días después de haberlo recibido, o
 
iii) Que después de haber intercambiado opiniones acerca del informe, las partes no hayan podido llegar a
un arreglo sobre todas las materias controvertidas, dentro de los sesenta días después de haber recibido el
informe del conciliador, o
 
iv) Que una de las partes no haya expresado su opinión acerca del informe como se estipula en la Sección f)
anterior.
 
h) A menos que las partes convinieren en otra cosa, los honorarios del conciliador serán determinados
sobre la base de las tasas aplicables a los procedimientos de conciliación del Ciadi. Estos honorarios y las
demás costas del procedimiento de conciliación serán sufragados por las partes en montos iguales. Cada
una de las partes sufragará sus propios gastos.
 
ARTÍCULO 4B. ARBITRAJE.
 
a) Los procedimientos de arbitraje se instituirán por medio de una notificación de la parte que procura el
arbitraje  (el  actor)  dirigida  a  la  otra  parte  o  partes  en  la  diferencia  (el  demandado).  La  notificación
especificará la índole de la diferencia, la reparación que se pretende y el nombre del árbitro designado por
el  actor.  Dentro de los treinta días después de la fecha en que reciba la notificación,  el  demandado hará
saber al actor el nombre del árbitro nombrado por él. En un período de treinta días a partir de la fecha de
nombramiento del segundo árbitro, las dos partes seleccionarán un tercero, que actuará como presidente
del Tribunal de Arbitraje (el Tribunal); b) Si el Tribunal no se hubiere constituido dentro de los sesenta días a
partir  de la  fecha de la  notificación,  el  árbitro  no nombrado todavía o  el  Presidente aún no seleccionado,
será nombrado a petición conjunta de las partes por el Secretario General del Ciadi. A falta de tal petición
conjunta, o si el Secretario General dejare de hacer el nombramiento dentro de treinta días a partir de la
petición, cualquiera de las partes podrá solicitar que el Presidente de la Corte Internacional de Justicia haga
el nombramiento; c) Ninguna de las partes tendrá derecho a cambiar el árbitro que haya nombrado una vez
que ha comenzado la vista de la causa. En el caso de que algún árbitro (incluido el Presidente del Tribunal)
renunciare, falleciere o quedare incapacitado, se designará un sucesor en la misma forma seguida para el
nombramiento de su antecesor, y cada sucesor tendrá las mismas facultades y deberes del árbitro al que
suceda;  d)  El  Tribunal  se  reunirá  primero  en  la  fecha  y  lugar  que  determine  el  Presidente.  Con
posterioridad, el Tribunal determinará el lugar y fechas de sus reuniones; e) A menos que se estipule lo
contrario en este Anexo o que las partes convengan en otra cosa, el Tribunal determinará su forma de
proceder y en este aspecto se guiará por las normas de arbitraje adoptadas de conformidad al Convenio
sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados; f) El
Tribunal será juez de su propia competencia, salvo que, si se plantea una objeción ante el Tribunal en el
sentido de que la diferencia corresponde a la jurisdicción de la Junta o del Consejo en virtud del artículo 56
o a la jurisdicción de un órgano judicial o arbitral designado en un acuerdo en virtud del artículo 1o. de este
Anexo y el Tribunal reconoce que la objeción es legítima, la objeción será remitida por el Tribunal a la Junta
o al Consejo o al órgano designado, según sea el caso, y el procedimiento de arbitraje será suspendido
hasta que se haya alcanzado una decisión al respecto, la cual será obligatoria para el Tribunal; g) En
cualquier diferencia comprendida dentro del alcance de este Anexo, el Tribunal aplicará las disposiciones de
este Convenio, las de cualquier acuerdo pertinente celebrado entre las partes en la diferencia, las de los
estatutos y reglamentos del Organismo, las normas aplicables del derecho internacional, el derecho interno
del miembro de que se trate, y las disposiciones aplicables del contrato de inversión, si las hubiere. Sin
perjuicio de las disposiciones de este Convenio, el Tribunal puede decidir una diferencia ex aequo etbono si



el Organismo y el miembro interesado así lo convinieren. El Tribunal no dará un veredicto de non liquel
basado en el silencio u oscuridad de la ley; h) El Tribunal dará a todas las partes una audiencia justa. Todas
las decisiones del Tribunal se tomarán por voto mayoritario y enunciarán las razones en las que se basan. El
laudo  del  Tribunal  se  dará  por  escrito  y  estará  firmado  como  mínimo  por  dos  árbitros,  y  se  enviará  una
copia  del  mismo  a  cada  parte.  El  laudo  será  definitivo  y  obligatorio  para  las  partes  y  no  estará  sujeto  a
apelación, anulación o enmienda; i) Si surgiera una diferencia entre las partes con respecto al significado o
el alcance de un laudo, dentro de los sesenta días después de dictarse el laudo cualquiera de ellas puede
pedir interpretación del mismo mediante solicitud por escrito al Presidente del Tribunal que dictó el laudo.
Si fuere posible, el Presidente presentará la solicitud al Tribunal que dictó el laudo y convocará a dicho
Tribunal  dentro  de los  sesenta días  siguientes al  recibo de la  solicitud.  Si  esto  no fuera posible,  se
constituirá un nuevo tribunal de conformidad con las disposiciones de las Secciones a) a d) anteriores. El
Tribunal podrá suspender la ejecución del laudo hasta que adopte una decisión sobre la interpretación
solicitada; j) Todo miembro reconocerá como obligatorio y ejecutable dentro de sus territorios un laudo
dictado de conformidad con este artículo,  tal  como si  se tratase de sentencia definitiva de un tribunal de
ese miembro. La ejecución del laudo se regirá por las leyes relativas a la ejecución de sentencias que se
encuentren en vigor en el Estado en cuyos territorios se pretenda tal ejecución y no se entenderá como
derogatoria de la ley vigente relativa a la inmunidad en materia de ejecución;
 
k) A menos que las partes acuerden otra cosa, los honorarios y remuneraciones que han de pagarse a los
árbitros serán determinados sobre la base de las tasas que se aplican a los arbitrajes del Ciadi. Cada parte
sufragará sus propias costas relacionadas con los procedimientos de arbitraje. Las costas del Tribunal
estarán a cargo de las partes en proporción igual, a menos que el Tribunal decida otra cosa. Toda cuestión
relativa a la división de las costas del Tribunal o el procedimiento de pago de dichas costas será decidida
por el Tribunal.
 
ARTÍCULO 5B. NOTIFICACIONES.
 
Las  notificaciones  relativas  a  cualquier  actuación  que  se  realicen  en  virtud  de  este  Anexo  se  harán  por
escrito. Las hará el Organismo a la autoridad designada por el miembro interesado de conformidad con el
artículo 38 de este Convenio y dicho miembro las hará en la oficina principal del Organismo.
 
Apéndice A. Miembros y Suscripciones
Categoría uno

País                                         No. de Acciones     Suscripción

                                                                          (millones de DEG)

 
Alemania, República Federal de            5.071           50.71
Australia                                              1.713           17.13

Austria                                                   775             7.75

Bélgica                                                2.030           20.30

Canadá                                                2.965           29.65



Dinamarca                                              718             7.18

Estados Unidos de América                 20.519         205.19

Finlandia                                                 600             6.00

Francia                                                4.860           48.60

Irlanda                                                    369             3.69

Islandia                                                     90             0.90

Italia                                                     2.820           28.20

Japón                                                    5.095          50.95

Luxemburgo                                              116            1.16

Noruega                                                    699           6.99

Nueva Zelandia                                          513           5.13

Países Bajos                                          2.169          21.69

Reino Unido                                            4.860          48.60

Sudáfrica                                                   943           9.43

Suecia                                                   1.049          10.49

Suiza                                                     1.500          15.00

                                                         59.473          594.73

 
Categoría Dos/*
 
A los fines de este Convenio, los países incluidos
en la Categoría Dos, son países miembros en desarrollo.

Afganistán                                                 118            1.18

Antigua y Barbuda                                        50            0.50



Arabia Saudita                                         3.137          31.37

Argelia                                                        649           6.49

Argentina                                                 1.254          12.54

Bahamas                                                    100            1.00

Bahrein                                                        77             0.77

Bangladesh                                                 340            3.40

Barbados                                                      68            0.68

Bélice                                                            50           0.50

Benin                                                             51           0.61

Bhután                                                           50           0.50

Birmania                                                      178           1.78

Bolivia                                                         125           1.25

Botswana                                                      50           0.50

Brasil                                                       1.479          14.79

Burkina Faso                                                 61            0.61

Burundi                                                          74           0.74

Cabo Verde                                                   50           0.50

Camerún                                                      107           1.07

Colombia                                                      437           4.37

Comoras                                                        50           0.50

Congo, República Popular del                          65           0.65

Corea, República de                                      449           4.49



Costa de Marfil                                              176           1.76

Costa Rica                                                    117           1.17

Chad                                                              60           0.60

Chile                                                             485           4.85

China                                                        3.138          31.38

Chipre                                                          104           1.04

Djibouti                                                           50           0.50

Dominica                                                        50           0.50

Ecuador                                                       182           1.82

Egipto, República Arabe de                           459           4.59

El Salvador                                                   122           1.22

Emiratos Arabes Unidos                                372           3.72

España                                                     1.285          12.85

Etiopía                                                           70           0.70

Fiji                                                                 71           0.71

Filipinas                                                       484           4.84

Gabón                                                           96           0.96

Gambia                                                         50           0.50

Ghana                                                         245           2.45

Granada                                                       50           0.50

Grecia                                                        280           2.80

Guatemala                                                  140           1.40



Guinea                                                         91            0.91

Guinea-Bissau                                               50           0.50

Guinea Ecuatorial                                          50           0.50

Guyana                                                         84           0.84

Haití                                                             75           0.75

Honduras                                                    101           1.01

Hungría                                                       564           5.64

India                                                        3.048          30.48

Indonesia                                                 1.049          10.49

Irán, República Islámica del                      1.659          16.59

Iraq                                                            350           3.50

Islas Salomón                                               50           0.50

Israel                                                          474           4.74

Jamahiriya Arabe Libia                                 549           5.49

Jamaica                                                       181           1.81

Jordania                                                        97           0.97

Kampuchea Democrática                                93           0.93

Kenya                                                          172           1.72

Kuwait                                                         930           9.30

Lesotho                                                         50           0.50

Líbano                                                         142           1.42

Liberia                                                           84           0.84



Madagascar                                                 100           1.00

Malasia                                                       579            5.79

Malawi                                                          77            0.77

Maldivas                                                        50           0.50

Malí                                                              81           0.81

Malta                                                            75           0.75

Marruecos                                                   348           3.48

Mauricio                                                        87           0.87

Mauritania                                                     63           0.63

México                                                    1.192          11.92

Mozambique                                                 97            0.97

Nepal                                                            69           0.69

Nicaragua                                                    102           1.02

Níger                                                            62           0.62

Nigeria                                                       844            8.44

Omán                                                           94           0.94

Pakistán                                                     660           6.60

Panamá                                                      131           1.31

Papua Nueva Guinea                                     96           0.96

Paraguay                                                      80           0.80

Perú                                                           373           3.73

Portugal                                                      382           3.82



Qatar                                                         137           1.37

República Arabe Siria                                  168           1.68

República Centroafricana                              60           0.60

República Democrática Popular Lao              60           0.60

República Dominicana                                147           1.47

Rumania                                                    555           5.55

Rwanda                                                      75           0.75

Samoa Occidental                                       50           0.50

San Cristóbal y Nieves                                 50           0.50

San Vicente                                                 50           0.50

Santa Lucía                                                 50           0.50

Santo Tomé y Príncipe                                 50           0.50

Senegal                                                     145           1.45

Seychelles                                                  50           0.50

Sierra Leona                                               75           0.75

Singapur                                                   154           1.54

Somalia                                                      78           0.78

Sri Lanka                                                  271           2.71

Sudán                                                      206           2.06

Suriname                                                   82           0.82

Swazilandia                                               58           0.58

Tailandia                                                  421           4.21



Tanzania                                                  141           1.41

Togo                                                         77           0.77

Trinidad y Tobago                                    203           2.03

Túnez                                                      156           1.56

Turquía                                                    462           4.62

Uganda                                                    132           1.32

Uruguay                                                   202           2.02

Vanuatu                                                     50           0.50

Venezuela                                            1.427          14.27

Vietnam                                                   220           2.20

Yemen, República Arabe del                      67            0.67

Yemen, Repúb Democrática Popul del      115            1.15

Yugoslavia                                               635           6.35

Zaire                                                       338           3.38

Zambia                                                   318           3.18

Zimbabwe                                              236           2.36

 
                                                       40.527          405.27
 
Total                                               100.000       1.000.00
 
Apéndice B: Elección de Directores
1. Los candidatos para el cargo de Director serán propuestos por los Gobernadores, con la condición de que

un Gobernador puede proponer sólo una persona.

2. La elección de los Directores será por votación de los Gobernadores. 3. Al votar por los Directores, cada

Gobernador emitirá por un candidato todos los votos que el miembro al que representa tiene derecho a



emitir en virtud de la Sección a) del artículo 40. 4. Una cuarta parte del número de Directores será elegida

separadamente, uno por cada uno de los Gobernadores que representen a los miembros que tengan el

mayor número de acciones. Si el número total de Directores no fuera divisible por cuatro, el número de los

Directores que han de elegirse de esa manera será la cuarta parte del número inmediatamente inferior que

sea  divisible  por  cuatro.  5.  Los  Directores  restantes  serán  elegidos  por  los  otros  Gobernadores  de

conformidad con las disposiciones de los párrafos 6 a 11 de este Apéndice. 6. Si el número de candidatos

propuestos es igual al número de los Directores que falta elegir todos los candidatos se elegirán en la

primera votación, con la excepción de que un candidato o candidatos que hayan recibido menos del

porcentaje mínimo del total de los votos determinados por el Consejo para tal elección, no serán elegidos si

algún candidato hubiera recibido más que el porcentaje máximo del total de los votos determinados por el

Consejo. 7. Si el número de candidatos propuestos supera el número de Directores que falta elegir, serán

elegidos los candidatos que reciban el mayor número de votos, con la excepción de cualquier candidato

que haya recibido menos del porcentaje mínimo del total de los votos determinados por el Consejo. 8. Si en

la primera votación no se elige la totalidad de los Directores restantes, se realizará una segunda votación.

El candidato o candidatos no elegidos en la primera votación serán nuevamente candidatos que reúnen los

requisitos para la elección. 9. En la segunda votación, sólo votarán i) los Gobernadores que hayan votado

en la primera por un candidato no elegido y ii) los Gobernadores que hayan votado en la primera por un

candidato elegido que haya recibido ya el porcentaje máximo del total de los votos determinados por el

Consejo antes de tomar en cuenta los votos de tales Gobernadores.  10.  Para determinar cuándo un

candidato elegido ha recibido más que el porcentaje máximo de los votos, los votos del Gobernador que

emita la cantidad mayor de votos para dicho candidato se contarán primero, luego se contarán los del

Gobernador  que  emita  la  cantidad  inmediatamente  inferior  y  así  sucesivamente  hasta  alcanzar  el

mencionado porcentaje. 11. Si después de la segunda votación no se hubieren elegido todos los Directores

que falten, se realizarán otras votaciones siguiendo los mismos principios hasta que todos los Directores

que falten estén elegidos, salvo que cuando sólo quede un Director por elegir, este Director podrá ser

elegido por una mayoría simple de los votos restantes y se considerará elegido por la totalidad de dichos

votos.

 
Luis Dodero Jordán, Director de los Servicios Jurídicos

del Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones, MIGA,

CERTIFICO: Que el presente documento constituye una traducción al español del Convenio Constitutivo del

Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (MIGA) cuyo original en idioma inglés se encuentra

depositado en el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (Banco Mundial).

 



Washington, D.C., julio 12 de 1991.

(firma ilegible).

El Vicecónsul, julio 21 de 1991,

DIEGO PAZ B.

La suscrita Subsecretaria Jurídica del

Ministerio de Relaciones Exteriores

HACE  CONSTAR:  Que  la  presente  reproducción  es  fotocopia  fiel  e  íntegra  del  texto  certificado  del

"Convenio Constitutivo del Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones", hecho en Washington el 25

de mayo de 1986, que reposa en los archivos de la Subsecretaría Jurídica del Ministerio de Relaciones

Exteriores.

 
Dada en Santafé de Bogotá a los diez (10) días del mes

de septiembre de mil novecientos noventa y dos (1992).

La Subsecretaria Jurídica,

MARTHA ESPERANZA RUEDA MERCHAN.

Rama Ejecutiva del Poder Público – Presidencia de la República

Santafé de Bogotá, D.C.

Aprobado, sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional de la República para efectos constitucionales.

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO

La Ministra de Relaciones Exteriores,

NOEMÍ SANÍN DE RUBIO.

 

DECRETA: ARTÍCULO 1B. Apruébase el "Convenio Constitutivo del Organismo Multilateral de Garantía de



Inversiones", hecho en Washington el 25 de mayo de 1986.

 
ARTÍCULO 2B. Todos los gastos que se originen por la ejecución de la presente Ley se cubrirán con cargo
del Presupuesto General de la Nación.
 
ARTÍCULO 3B. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 1944, el "Convenio
Constitutivo del Organismo Multilateral de Inversiones", hecho en Washington el 25 de mayo de 1986, que
por el artículo 1o. de esta Ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el
vínculo internacional respecto de los mismos.
 
ARTÍCULO 4B. La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

JORGE RAMÓN ELÍAS NADER.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

PEDRO PUMAREJO VEGA.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

FRANCISCO JOSÉ JATTIN SAFAR.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

DIEGO VIVAS TAFUR.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese, publíquese y ejecútese.

Previa su revisión por parte de la Corte

Constitucional, conforme a lo dispuesto

en el artículo 241-10 de la Constitución Política.

Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a 15 de julio de 1994.

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO.

La Ministra de Relaciones Exteriores,



NOEMÍ SANÍN DE RUBIO.

El Viceministro de Hacienda y Crédito Público,

encargado de las funciones del Despacho

del Ministro de Hacienda y Crédito Público,

HÉCTOR JOSÉ CADENA CLAVIJO.

LEY 146 DE 1994
LEY 146 DE 1994

 

LEY 146 DE 1994
(Julio 13)

Diario Oficial No. 41.444, del 15 de julio de 1994

Por medio de la cual se aprueba la "Convención Internacional sobre la Protección

de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares", hecha

en Nueva York el 18 de diciembre de 1990.

*Resumen de Notas de Vigencia*

Notas de vigencia:

2. El Convenio aprobado mediante esta Ley fue promulgado por el Decreto 2084 de

1995, publicado en el Diario Oficial No. 42.129 de 29 de noviembre de 1995.

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-146-de-1994/


1. Ley declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia 

C-106-95 del 15 de marzo de 1995, pero la exequibilidad de los artículos 15,46 y

47 se declara bajo el entendido de que el estado colombiano mantiene su derecho

de dictar normas tributarias cambiarias y monetarias que establezcan un trato

igual entre trabajadores migratorios y sus familias y los nacionales para la

importación y exportación de bienes de uso personal, enseres domésticos,

transferencias de ingresos y ahorros hacia el exterior, así como para proceder a

la expropiación por razones de equidad y a la extinción del dominio en los

eventos previstos en el artículo 34 de la Constitución política. Magistrado

Ponente Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

Visto el texto de la "Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores

Migratorios y de sus Familiares", hecha en Nueva York el 18 de diciembre de 1990.

 
CONVENCION INTERNACIONAL SOBRE LA PROTECCION

DE LOS DERECHOS DE TODOS LOS TRABAJADORES

MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES

Naciones Unidas 1990 Preámbulo Los Estados Partes en la presente Convención,

 
Teniendo en cuenta los principios consagrados en los instrumentos fundamentales de las Naciones Unidas
en materia de derechos humanos, en particular la Declaración Universal de Derechos Humanos (1), el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (2), el Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos 2/, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial
(3), la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (4) y la
Convención sobre los Derechos del Niño (5).
 
Teniendo  en  cuenta  también  los  principios  y  normas  establecidos  en  los  instrumentos  pertinentes
elaborados en el marco de la Organización Internacional del Trabajo, en especial el Convenio relativo a los
Trabajadores Migrantes (No. 97), el Convenio sobre las Migraciones en Condiciones Abusivas y la Promoción
de la Igualdad de Oportunidades y de Trato de los Trabajadores Migrantes (No. 143), la recomendación
sobre los Trabajadores Migrantes (No. 86), la recomendación sobre los Trabajadores Migrantes (No. 151), el
Convenio relativo al Trabajo Forzoso u Obligatorio (No. 29) y el Convenio relativo a la Abolición del Trabajo
Forzoso (No. 105).
 
Reafirmando la importancia de los principios consagrados en la Convención relativa a la Lucha contra las
Discriminaciones  en  la  Esfera  de  la  Enseñanza,  de  la  Organización  de  las  Naciones  Unidas  para  la
Educación, la Ciencia y la Cultura (6).
 



Recordando la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (79),
la Declaración del Cuarto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del
Delincuente (8), el Código de Conducta para Funcionarios Encargados de hacer cumplir la Ley (9) y las
Convenciones sobre la Esclavitud (10).
 
Recordando que uno de los objetivos de la Organización Internacional del Trabajo, como se establece en su
Constitución, es la protección de los intereses de los trabajadores empleados en países distintos del propio,
y teniendo en cuenta los conocimientos y experiencia de dicha organización en las cuestiones relacionadas
con los trabajadores migratorios y sus familiares.
 
Reconociendo la  importancia del  trabajo realizado en relación con los  trabajadores migratorios y  sus
familiares  en distintos  órganos de las  Naciones Unidas,  particularmente en la  Comisión de Derechos
Humanos y la Comisión de Desarrollo Social, así como en la Organización de las Naciones Unidas para la
Agricultura y la Alimentación, la Organización de las Naciones Unidas para la educación, la ciencia y la
cultura y la organización Mundial de la Salud y en otras organizaciones internacionales.
 
Reconociendo también los  progresos  realizados  por  algunos  Estados  mediante  acuerdos  regionales  o
bilaterales para la protección de los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familiares, así como
la importancia y la utilidad de los acuerdos bilaterales y multilaterales en esta esfera.
 
Comprendiendo la importancia y la magnitud del fenómeno de las migraciones, que abarca a millones de
personas y afecta a un gran número de Estados de la comunidad internacional.
 
Conscientes de la repercusión que las corrientes de trabajadores migratorios tienen sobre los Estados y los
pueblos interesados, y deseosos de establecer normas que puedan contribuir a armonizar las actitudes de
los  Estados  mediante  la  aceptación  de  los  principios  fundamentales  relativos  al  tratamiento  de  los
trabajadores migratorios y de sus familiares.
 
Considerando  la  situación  de  vulnerabilidad  en  que  con  frecuencia  se  encuentran  los  trabajadores
migratorios  y  sus  familiares  debido,  entre  otras  cosas,  a  su  ausencia  del  Estado  de  origen  y  a  las
dificultades con las que tropiezan en razón de su presencia en el Estado de empleo.
 
Convencidos  de  que  los  derechos  de  los  trabajadores  migratorios  y  de  sus  familiares  no  han  sido
debidamente reconocidos en todas partes y, por tanto, requieren una protección internacional apropiada.
 
Teniendo en cuenta el hecho de que a menudo la migración es causa de graves problemas para los
familiares de los trabajadores migratorios, así como para los propios trabajadores, particularmente debido a
la dispersión de la familia.
 
Teniendo presente que los problemas humanos que plantea la migración son aún más graves en el caso de
la migración irregular, y convencidos por tanto de que se debe alentar la adopción de medidas adecuadas a
fin  de  evitar  y  eliminar  los  movimientos  y  el  tránsito  clandestinos  de  los  trabajadores  migratorios,
asegurándoles  a  la  vez  la  protección  de  sus  derechos  humanos  fundamentales.
 
Considerando que los trabajadores no documentados o que se hallan en situación irregular son empleados
frecuentemente en condiciones de trabajo menos favorables que las de otros trabajadores y que para
determinadas empresas ello constituye un aliciente para buscar ese tipo de mano de obra con el objeto de
obtener los beneficios de una competencia desleal.
 
Considerando también que la práctica de emplear a trabajadores migratorios que se hallen en situación



irregular será desalentada si se reconocen más ampliamente los derechos humanos fundamentales de
todos los trabajadores migratorios y, además, que la concesión de determinados derechos adicionales a los
trabajadores  migratorios  y  a  sus  familiares  que  se  hallen  en  situación  regular  alentará  a  todos  los
trabajadores migratorios a respetar y cumplir  las leyes y procedimientos establecidos por los Estados
interesados.
 
Convencidos, por ello, de la necesidad de lograr la protección internacional de los derechos de todos los
trabajadores  migratorios  y  de  sus  familiares,  reafirmando  y  estableciendo  normas  fundamentales  en  una
convención amplia que tenga aplicación universal.
 
Han convenido en lo siguiente:

PARTE I.

ALCANCE Y DEFINICIONES

ARTÍCULO 1o.

 
1.  La  presente  Convención  será  aplicable,  salvo  cuando en  ella  se  disponga otra  cosa,  a  todos  los
trabajadores migratorios y a sus familiares sin distinción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma,
religión o convicción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, nacionalidad, edad,
situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier otra condición.
 
2.  La  presente  Convención  será  aplicable  durante  todo el  proceso  de  migración  de  los  trabajadores
migratorios y sus familiares, que comprende la preparación para la migración, la partida, el tránsito y todo
el período de estancia y de ejercicio de una actividad remunerada en el Estado de empleo, así como el
regreso al Estado de origen o al Estado de residencia habitual.
 
ARTÍCULO 2o. A los efectos de la presente Convención:
 
1. Se entenderá por "trabajador migratorio" toda persona que vaya a realizar, realice o haya realizado una
actividad remunerada en un Estado del que no sea nacional. 2. a) Se entenderá por "trabajador fronterizo"
todo trabajador migratorio que conserve su residencia habitual en un Estado vecino, al que normalmente
regrese cada día o al menos una vez por semana; b) Se entenderá por "trabajador de temporada" todo
trabajador migratorio cuyo trabajo, por su propia naturaleza dependa de condiciones estacionales y sólo se
realice durante parte del año; c) Se entenderá por "marino", término que incluye a los pescadores, todo
trabajador migratorio empleado a bordo de una embarcación registrada en un stado del  que no sea
nacional; d) Se entenderá por "trabajador en una estructura marina" todo trabajador migratorio empleado
en una estructura marina que se encuentre bajo la jurisdicción de un Estado del que no sea nacional; e) Se
entenderá por "trabajador itinerante" todo trabajador migratorio que, aun teniendo su residencia habitual
en un Estado tenga que viajar a otro Estado otros Estados por períodos breves, debido a su ocupación; f) Se
entenderá por "trabajador vinculado a un proyecto" todo trabajador migratorio admitido a un Estado de
empleo por un plazo definido para trabajar solamente en un proyecto concreto que realice en ese Estado su
empleador; g) Se entenderá por "trabajador con empleo concreto" todo trabajador migratorio: i) Que haya
sido enviado por su empleador por  un plazo limitado y definido a un Estado de empleo para realizar  una
tarea  o  función  concreta;  ii)  Que  realice,  por  un  plazo  limitado  y  definido,  un  trabajo  que  requiera
conocimientos profesionales, comerciales, técnicos o altamente especializados de otra índole, o iii) Que, a
solicitud de su empleador  en el  Estado de empleo,  realice  por  un plazo limitado y  definido un trabajo  de
carácter transitorio o breve; y que deba salir del Estado de empleo al expirar el plazo autorizado de su
estancia, o antes, si deja de realizar la tarea o función concreta o el trabajo a que se ha hecho referencia; h)
Se entenderá por "trabajador por cuenta propia" todo trabajador migratorio que realice una actividad



remunerada sin tener un contrato de trabajo y obtenga su subsistencia mediante esta actividad, trabajando
normalmente solo o junto con sus familiares, así como todo otro trabajador migratorio reconocido como
trabajador por cuenta propia por la legislación aplicable del Estado de empleo o por acuerdos bilaterales o
multilaterales.
 
ARTÍCULO 3o. La presente Convención no se aplicará a:
 
a) Las personas enviadas o empleadas por organizaciones y organismos internacionales y las personas
enviadas  o  empleadas  por  un  Estado  fuera  de  su  territorio  para  desempeñar  funciones  oficiales,  cuya
admisión y condición jurídica estén reguladas por  el  derecho internacional  general  o  por  acuerdos o
convenios internacionales concretos; b) Las personas enviadas o empleadas por un Estado fuera de su
territorio,  o  por  un empleador en su nombre,  que participen en programas de desarrollo  y  en otros
programas de cooperación, cuya admisión y condición jurídica estén reguladas por un acuerdo con el
Estado de empleo y que, de conformidad con este acuerdo, no sean consideradas trabajadores migratorios;
c) Las personas que se instalen en un país distinto de su Estado de origen en calidad de inversionistas; d)
Los refugiados y los apátridas, a menos que esté previsto que se aplique a estas personas en la legislación
nacional pertinente del Estado Parte de que se trate o en instrumentos internacionales en vigor en ese
Estado; e) Los estudiantes y las personas que reciben capacitación; f) Los marinos y los trabajadores en
estructuras marinas que no hayan sido autorizados a residir y ejercer una actividad remunerada en el
Estado de empleo.
 
ARTÍCULO  4o.  A  los  efectos  de la  presente Convención,  el  término "familiares"  se  refiere a  las  personas
casadas con trabajadores migratorios o que mantengan con ellos una relación que, de conformidad con el
derecho aplicable, produzca efectos equivalentes al matrimonio, así como a los hijos a su cargo y a otras
personas a su cargo reconocidas como familiares por la legislación aplicable o por acuerdos bilaterales o
multilaterales aplicables entre los Estados de que se trate.
 
ARTÍCULO 5o. A los efectos de la presente convención, los trabajadores migratorios y sus familiares:
 
a)  Serán  considerados  documentados  o  en  situación  regular  si  han  sido  autorizados  a  ingresar,  a
permanecer y a ejercer una actividad remunerada en el Estado de empleo de conformidad con las leyes de
ese  Estado  y  los  acuerdos  internacionales  en  que  ese  Estado  sea  parte;  b)  Serán  considerados  no
documentados o en situación irregular si no cumplen las condiciones establecidas en el inciso a) de este
artículo.
 
ARTÍCULO 6o. A los efectos de la presente Convención:
 
a) Por "Estado de origen" se entenderá el Estado del que sea nacional la persona de que se trate; b) Por
"Estado de empleo" se entenderá el Estado donde el trabajador migratorio vaya a realizar, realice o haya
realizado una actividad remunerada, según el caso; c) Por "Estado de tránsito" se entenderá cualquier
Estado por el que pase el interesado en un viaje al Estado de empleo o del Estado de empleo al Estado de
origen o al Estado de residencia habitual.
 

PARTE II.

NO DISCRIMINACIÓN EN EL RECONOCIMIENTO DE DERECHOS

ARTÍCULO 7o. Los Estados Partes se comprometerán, de conformidad con los instrumentos internacionales

sobre derechos humanos, a respetar y asegurar a todos los trabajadores migratorios y sus familiares que se



hallen  dentro  de  su  territorio  o  sometidos  a  su  jurisdicción  los  derechos  previstos  en  la  presente

Convención, sin distinción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, religión o convicción, opinión

política  o  de  otra  índole,  origen  nacional,  étnico  o  social,  nacionalidad,  edad,  situación  económica,

patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier otra condición.

 
PARTE III.

DERECHOS HUMANOS DE TODOS LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES

ARTÍCULO 8o.

 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares podrán salir libremente de cualquier Estado incluido su
Estado de origen. Ese derecho no estará sometido a restricción alguna, salvo las que sean establecidas por
ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los
derechos y libertades ajenos ya sean compatibles con otros derechos reconocidos en la presente Parte de la
Convención. 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a regresar en cualquier
momento a su Estado de origen y permanecer en él.
 
ARTÍCULO 9o. El derecho a la vida de los trabajadores migratorios y sus familiares estará protegido por
ley.
 
ARTÍCULO 10. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a torturas ni a tratos o penas
crueles, inhumanos o degradantes.
 
ARTÍCULO 11.
 
1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a esclavitud ni servidumbre. 2. No se exigirá
a los trabajadores migratorios ni a sus familiares que realicen trabajos forzosos u obligatorios. 3. El párrafo
2o. del presente artículo no obstará para que los Estados cuya legislación admita para ciertos delitos penas
de prisión con trabajos forzosos puedan imponer éstos en cumplimiento de sentencia dictada por un
tribunal competente. 4. A los efectos de este artículo, la expresión "trabajos forzosos u obligatorios" no
incluirá: a) Ningún trabajo o servicio, no previsto en el párrafo 3o. de este artículo, que normalmente deba
realizar una persona que, en virtud de una decisión de la justicia ordinaria, se halle detenida o haya sido
puesta  ulteriormente  en  situación  de  libertad  condicional;  b)  Ningún  servicio  exigido  en  casos  de
emergencia o de desastre que amenacen la vida o el bienestar de la comunidad; c) Ningún trabajo o
servicio que forme parte de las obligaciones civiles normales, en la medida en que se imponga también a
los ciudadanos del Estado de que se trate.
 
ARTÍCULO 12.
 
1.  Los  trabajadores  migratorios  y  sus  familiares  tendrán  derecho  a  la  libertad  de  pensamiento,  de
conciencia y de religión. Ese derecho incluirá la libertad de profesar o de adoptar la religión o creencia de
su elección, así como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual o colectivamente, tanto en
público como en privado, mediante el culto, la celebración de ritos, las prácticas y la enseñanza. 2. Los
trabajadores migratorios y sus familiares no serán sometidos a coacción alguna que limite su libertad de
profesar y adoptar una religión o creencia de su elección. 3. La libertad de expresar la propia religión o



creencia sólo podrá quedar sometida a las limitaciones que se establezcan por ley y que sean necesarias
para  proteger  la  seguridad,  el  orden,  la  salud  y  la  moral  públicos  o  los  derechos  y  las  libertades
fundamentales de los demás. 4. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a respetar
la libertad de los padres, cuando por lo menos uno de ellos sea trabajador migratorio, y, en su caso, de los
tutores legales para hacer que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus
propias convicciones.
 
ARTÍCULO 13.
 
1. El derecho de opinión de los trabajadores migratorios y sus familiares no será objeto de injerencia
alguna. 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la libertad de expresión; este
derecho comprende la  libertad de recabar,  recibir  y  difundir  información e ideas de toda índole,  sin
limitaciones de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro
medio de su elección. 3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2o. del presente artículo entraña
obligaciones y responsabilidades especiales. Por lo tanto, podrá ser sometido a ciertas restricciones, a
condición de que éstas hayan sido establecidas por ley y sean necesarias para: a) Respetar los derechos o
el buen nombre ajenos; b) Proteger la seguridad nacional de los Estados de que se trate, el orden público o
la salud o la moral públicas; c) Prevenir toda propaganda en favor de la guerra; d) Prevenir toda apología
del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia.
 
ARTÍCULO  14.  Ningún trabajador migratorio o familiar  suyo será sometido a injerencias arbitrarias o
ilegales en su vida privada, familia, hogar, correspondencia u otras comunicaciones ni a ataques ilegales
contra su honor y buen nombre. Todos los trabajadores migratorios tendrán derecho a la protección de la
ley contra tales injerencias o ataques.
 
ARTÍCULO 15. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será privado arbitrariamente de sus bienes, ya
sean  de  propiedad  personal  exclusiva  o  en  asociación  con  otras  personas.  Cuando,  en  virtud  de  la
legislación vigente en el Estado de empleo, los bienes de un trabajador migratorio o de un familiar suyo
sean expropiados total o parcialmente, la persona interesada tendrá derecho a una indemnización justa y
apropiada.
 
ARTÍCULO 16.
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la libertad y la seguridad personales. 2.
Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la protección efectiva del Estado contra
toda violencia, daño corporal, amenaza o intimidación por parte de funcionarios públicos o de particulares,
grupos  o  instituciones.  3.  La  verificación  por  los  funcionarios  encargados  de  hacer  cumplir  la  ley  de  la
identidad de los trabajadores migratorios o de sus familiares se realizará con arreglo a los procedimientos
establecidos por la ley. 4. Los trabajadores migratorios y sus familiares no serán sometidos, individual ni
colectivamente, a detención o prisión arbitrarias; no serán privados de su libertad, salvo por los motivos y
de conformidad con los  procedimientos  que la  ley  establezca.  5.  Los  trabajadores  migratorios  y  sus
familiares que sean detenidos serán informados en el momento de la detención, de ser posible en un
idioma que comprendan, de los motivos de esta detención, y se les notificarán prontamente, en un idioma
que comprendan,  las  acusaciones  que se  les  haya formulado.  6.  Los  trabajadores  migratorios  y  sus
familiares detenidos o presos a causa de una infracción penal serán llevados sin demora ante un juez u otro
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrán derecho a ser juzgados en un
plazo razonable o a ser puestos en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser
juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la
comparecencia del acusado en el acto del juicio o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y
en su caso, para la ejecución del fallo. 7. Cuando un trabajador migratorio o un familiar suyo sea arrestado,
recluido en prisión o detenido en espera de juicio o sometido a cualquier otra forma de detención: a) Las
autoridades consulares o diplomáticas de su Estado de origen, o de un Estado que represente los intereses



del Estado de origen, serán informadas sin demora, si lo solicita el detenido, de la detención o prisión y de
los motivos de esa medida; b) La persona interesada tendrá derecho a comunicarse con esas autoridades.
Toda comunicación dirigida por el interesado a esas autoridades será remitida sin demora, y el interesado
tendrá también derecho a recibir sin demora las comunicaciones de dichas autoridades; c) Se informará sin
demora al interesado de este derecho y de los derechos derivados de los tratados pertinentes, si son
aplicables entre los Estados de que se trate, a intercambiar correspondencia y reunirse con representantes
de esas autoridades y a hacer  gestiones con ellos  para su representación legal.  8.  Los trabajadores
migratorios y sus familiares que sean privados de su libertad por detención o prisión tendrán derecho a
incoar procedimientos ante un tribunal, a fin de que éste pueda decidir sin demora acerca de la legalidad
de su detención y ordenar su libertad, si la detención no fuere legal. En el ejercicio de este recurso,
recibirán la asistencia, gratuita si fuese necesario, de un intérprete cuando no pudieren entender o hablar el
idioma utilizado. 9. Los trabajadores migratorios y sus familiares que hayan sido víctimas de detención o
prisión ilegal tendrán derecho a exigir una indemnización.
 
ARTÍCULO 17.
 
1. Todo trabajador migratorio o familiar suyo privado de libertad será tratado humanamente y con el
respeto debido a la  dignidad inherente al  ser  humano y a su identidad cultural.  2.  Los trabajadores
migratorios  y  sus  familiares  acusados  estarán separados  de  los  condenados,  salvo  en circunstancias
excepcionales, y sometidos a un régimen distinto, adecuado a su condición de personas no condenadas. Si
fueren menores de edad, estarán separados de los adultos y la vista de su causa tendrá lugar con la mayor
celeridad. 3. Todo trabajador migratorio o familiar suyo que se encuentre detenido en un estado de tránsito
o en el estado de empleo por violación de las disposiciones sobre migración será alojado, en la medida de lo
posible, en locales distintos de los destinados a las personas condenadas o a las personas detenidas que
esperen ser juzgadas. 4. Durante todo período de prisión en cumplimiento de una sentencia impuesta por
un tribunal, el tratamiento del trabajador migratorio o familiar suyo tendrá por finalidad esencial su reforma
y readaptación social. Los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un
tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 5. Durante la detención o prisión, los trabajadores
migratorios y sus familiares tendrán el mismo derecho que los nacionales a recibir visitas de miembros de
su familia. 6. Cuando un trabajador migratorio sea privado de su libertad, las autoridades competentes del
Estado de que se trate prestarán atención a los problemas que se planteen a sus familiares, en particular al
cónyuge y los hijos menores. 7. Los trabajadores migratorios y sus familiares sometidos a cualquier forma
de detención o prisión prevista por las leyes vigentes del Estado de empleo o el Estado de tránsito gozarán
de los mismos derechos que los nacionales de dichos Estados que se encuentren en igual situación. 8. Si un
trabajador  migratorio  o  un  familiar  suyo  es  detenido  con  objeto  de  verificar  una  infracción  de  las
disposiciones  sobre  migración,  no  correrán  por  su  cuenta  los  gastos  que  ocasione  ese  procedimiento.
 
ARTÍCULO 18.
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán iguales derechos que los nacionales del Estado de
que se trate ante los tribunales y las cortes de justicia. Tendrán derecho a ser oídos públicamente y con las
debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la
sustanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ellos o para la determinación de
sus derechos u obligaciones de carácter civil. 2. Todo trabajador migratorio o familiar suyo acusado de un
delito tendrá derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la
ley. 3. Durante el proceso, todo trabajador migratorio o familiar suyo acusado de un delito tendrá derecho a
las siguientes garantías mínimas: a) A ser informado sin demora, en un idioma que comprenda y en forma
detallada, de la naturaleza y las causas de la acusación formulada en su contra; b) A disponer del tiempo y
de los medios adecuados para la preparación de su defensa y comunicarse con un defensor de su elección;
c)  A  ser  juzgado  sin  dilaciones  indebidas;  d)  A  hallarse  presente  en  el  proceso  y  a  defenderse
personalmente o ser asistido por un defensor de su elección; a ser informado, si no tuviera defensor, del
derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor



de oficio, gratuitamente si careciera de medios suficientes para pagar; e) A interrogar o hacer interrogar a
los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y a que éstos sean
interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo; f) A ser asistido gratuitamente por un
intérprete, sino comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal; g) A no ser obligado a declarar
contra sí mismo ni a confesarse culpable. 4. En el procedimiento aplicable a los menores, se tendrá en
cuenta su edad y la importancia de promover su readaptación social. 5. Todo trabajador migratorio o
familiar suyo declarado culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le
haya impuesto sean examinados por un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 6. Cuando una
sentencia  condenatoria  firme  contra  un  trabajador  migratorio  o  un  familiar  suyo  haya  sido  ulteriormente
revocada o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente
probatorio de la comisión de un error judicial, quien haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia
deberá ser indemnizado conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en
parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 7. Ningún trabajador migratorio o
familiar suyo podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto
mediante sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal del Estado interesado.
 
ARTÍCULO 19.
 
1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será condenado por actos u omisiones que en el momento
de cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional; tampoco se impondrá pena
más grave que la aplicable en el momento de la comisión. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley
dispone la imposición de una pena más leve, el interesado se beneficiará de esa disposición. 2. Al dictar una
sentencia condenatoria por un delito cometido por un trabajador migratorio o un familiar suyo, se deberán
considerar  los  aspectos  humanitarios  relacionados con su condición,  en particular  con respecto  a  su
derecho de residencia o de trabajo.
 
ARTÍCULO 20.
 
1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será encarcelado por el solo hecho de no cumplir una
obligación contractual. 2. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será privado de su autorización de
residencia o permiso de trabajo ni expulsado por el solo hecho de no cumplir una obligación emanada de un
contrato de trabajo, a menos que el cumplimiento de esa obligación constituya condición necesaria para
dicha autorización o permiso.
 
ARTÍCULO 21.
 
Ninguna  persona  que  no  sea  un  funcionario  público  debidamente  autorizado  por  la  ley  podrá  confiscar,
destruir o intentar destruir documentos de identidad, autorizaciones de entrada, estancia, residencia o
permanencia en el territorio de un país ni permisos de trabajo. En los casos en que la confiscación de esos
documentos esté autorizada, no podrá efectuarse sin la previa entrega de un recibo detallado. En ningún
caso estará permitido destruir el pasaporte o documento equivalente de un trabajador migratorio o de un
familiar suyo.
 
ARTÍCULO 22.
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares no podrán ser objeto de medidas de expulsión colectiva.
Cada caso de expulsión será examinado y decidido individualmente. 2. Los trabajadores migratorios y sus
familiares sólo podrán ser expulsados del territorio de un Estado Parte en cumplimiento de una decisión
adoptada por la autoridad competente conforme a la ley. 3. La decisión les será comunicada en un idioma
que puedan entender. Les será comunicada por escrito si lo solicitasen y ello no fuese obligatorio por otro
concepto  y,  salvo  en  circunstancias  excepcionales  justificadas  por  razones  de  seguridad  nacional,  se



indicarán también los motivos de la decisión. Se informará a los interesados de estos derechos antes de
que se pronuncie la decisión o, a más tardar, en ese momento. 4. Salvo cuando una autoridad judicial dicte
una  decisión  definitiva,  los  interesados  tendrán  derecho  a  exponer  las  razones  que  les  asistan  para
oponerse a su expulsión, así como a someter su caso a revisión ante la autoridad competente, a menos que
razones imperiosas de seguridad nacional se opongan a ello. Hasta tanto se haga dicha revisión, tendrán
derecho a solicitar que se suspenda la ejecución de la decisión de expulsión. 5. Cuando una decisión de
expulsión ya ejecutada sea ulteriormente revocada, la persona interesada tendrá derecho a reclamar
indemnización conforme a la ley, y no se hará valer la decisión anterior para impedir a esa persona que
vuelva a ingresar en el Estado de que se trate. 6. En caso de expulsión, el interesado tendrá oportunidad
razonable, antes o después de la partida, para arreglar lo concerniente al pago de los salarios y otras
prestaciones que se le adeuden y al cumplimiento de sus obligaciones pendientes. 7. Sin perjuicio de la
ejecución de una decisión de expulsión, el trabajador migratorio o familiar suyo que sea objeto de ella
podrá solicitar autorización de ingreso en un Estado que no sea su Estado de origen. 8. Los gastos a que dé
lugar el procedimiento de expulsión de un trabajador migratorio o un familiar suyo no correrán por su
cuenta. Podrá exigírsele que pague sus propios gastos de viaje. 9. La expulsión del Estado de empleo no
menoscabará por sí sola ninguno de los derechos que haya adquirido de conformidad con la legislación de
ese Estado un trabajador migratorio o un familiar suyo, incluido el derecho a recibir los salarios y otras
prestaciones que se le adeuden.
 
ARTÍCULO 23. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a recurrir a la protección y la
asistencia de las autoridades consulares o diplomáticas de su Estado de origen, o del Estado que represente
los intereses de ese Estado, en todos los casos en que queden menoscabados los derechos reconocidos en
la presente Convención. En particular, en caso de expulsión, se informará sin demora de ese derecho a la
persona interesada, y las autoridades del Estado que haya dispuesto la expulsión facilitarán el ejercicio de
ese derecho.
 
ARTÍCULO  24.  Los  trabajadores  migratorios  y  sus  familiares  tendrán  derecho,  en  todas  partes,  al
reconocimiento de su personalidad jurídica.
 
ARTÍCULO 25.
 
1. Los trabajadores migratorios gozarán de un trato que no sea menos favorable que el que reciben los
nacionales del Estado de empleo en lo tocante a remuneración y de: a) Otras condiciones de trabajo, es
decir, horas extraordinarias, horario de trabajo, descanso semanal, vacaciones pagadas, seguridad, salud,
fin de la relación de empleo y cualesquiera otras condiciones de trabajo que, conforme a la legislación y la
práctica nacionales, estén comprendidas en este término; b) Otras condiciones de empleo, es decir, edad
mínima de empleo, restricción del trabajo a domicilio y cualesquiera otros asuntos que, conforme a la
legislación y la práctica nacionales, se consideren condiciones de empleo.
 
2. No será legal menoscabar en los contratos privados de empleo el principio de igualdad de trato que se
menciona en el  párrafo 1o. del presente artículo.  3.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
adecuadas para asegurar que los trabajadores migratorios no sean privados de ninguno de los derechos
derivados de este principio a causa de irregularidades en su permanencia o empleo. En particular, los
empleadores no quedarán exentos de ninguna obligación jurídica ni contractual, ni sus obligaciones se
verán limitadas en forma alguna a causa de cualquiera de esas irregularidades.
 
ARTÍCULO 26.
 
1.  Los  Estados Partes  reconocerán el  derecho de los  trabajadores  migratorios  y  sus  familiares  a:  a)
Participar en las reuniones y actividades de los sindicatos o de cualesquiera otras asociaciones establecidas
conforme a la ley, con miras a proteger sus intereses económicos, sociales, culturales y de otra índole, con
sujeción solamente a las normas de la organización pertinente; b) Afiliarse libremente a cualquier sindicato



o a  cualquiera  de las  asociaciones citadas,  con sujeción solamente a  las  normas de la  organización
pertinente; c) Solicitar ayuda y asistencia de cualquier sindicato o de cualquiera de las asociaciones citadas.
2. El ejercicio de tales derechos sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean
necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o el orden público o para
proteger los derechos y libertades de los demás.
 
ARTÍCULO 27.
 
1.  Los trabajadores migratorios  y  sus familiares gozarán en el  Estado de empleo,  con respecto a la
seguridad social, del mismo trato que los nacionales en la medida en que cumplan los requisitos previstos
en la legislación aplicable de ese Estado o en los tratados bilaterales y multilaterales aplicables.  Las
autoridades competentes del Estado de origen y del Estado de empleo podrán tomar en cualquier momento
las disposiciones necesarias para determinar las modalidades de aplicación de esta norma. 2. Cuando la
legislación  aplicable  no  permita  que  los  trabajadores  migratorios  o  sus  familiares  gocen  de  alguna
prestación, el Estado de que se trate, sobre la base del trato otorgado a los nacionales que estuvieren en
situación similar, considerará la posibilidad de reembolsarles el monto de las contribuciones que hubieren
aportado en relación con esas prestaciones.
 
ARTÍCULO 28. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a recibir cualquier tipo de
atención médica urgente que resulte necesaria para preservar su vida o para evitar daños irreparables a su
salud en condiciones de igualdad de trato con los nacionales del Estado de que se trate. Esa atención
médica de urgencia no podrá negarse por motivos de irregularidad en lo que respecta a la permanencia o al
empleo.
 
ARTÍCULO 29. Todos los hijos de los trabajadores migratorios tendrán derecho a tener un nombre, al
registro de su nacimiento y a tener una nacionalidad.
 
ARTÍCULO 30. Todos los hijos de los trabajadores migratorios gozarán del derecho fundamental de acceso
a la educación en condiciones de igualdad de trato con los nacionales del Estado de que se trate. El acceso
de los hijos de trabajadores migratorios a las instituciones de enseñanza preescolar o las escuelas públicas
no podrá denegarse ni limitarse a causa de la situación irregular en lo que respecta a la permanencia o al
empleo de cualquiera de los padres, ni del carácter irregular de la permanencia del hijo en el Estado de
empleo.
 
ARTÍCULO 31.
 
1. Los Estados Partes velarán porque se respete la identidad cultural de los trabajadores migratorios y de
sus familiares y no impedirán que éstos mantengan vínculos culturales con sus Estados de origen. 2. Los
Estados Partes podrán tomar las medidas apropiadas para ayudar y alentar los esfuerzos a este respecto.
 
ARTÍCULO 32. Los trabajadores migratorios y sus familiares, al terminar su permanencia en el Estado de
empleo, tendrán derecho a transferir sus ingresos y ahorros y, de conformidad con la legislación aplicable
de los Estados de que se trate, sus efectos personales y otras pertenencias.
 
ARTÍCULO 33.
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a que el Estado de origen, el Estado de
empleo o el Estado de tránsito, según corresponda, les proporcione información a cerca de: a) Sus derechos
con arreglo a la presente Convención; b) Los requisitos establecidos para su admisión, sus derechos y
obligación con arreglo a la ley y la práctica del Estado interesado y cualesquiera otras cuestiones que les
permitan cumplir formalidades administrativas o de otra índole en dicho Estado. 2. Los Estados Partes



adoptarán todas las medidas que consideren apropiadas para difundir la información mencionada o velar
por que sea suministrada por empleadores, sindicatos u otros órganos o instituciones apropiados. Según
corresponda, cooperarán con los demás Estados interesados. 3. La información adecuada será suministrada
a los trabajadores migratorios y sus familiares que la soliciten gratuitamente y, en la medida de lo posible
en un idioma que puedan entender.
 
ARTÍCULO 34. Ninguna de las disposiciones de la presente parte de la Convención tendrá por efecto eximir
a los trabajadores migratorios y a sus familiares de la obligación de cumplir las leyes y reglamentaciones de
todos los Estados de tránsito y del Estado de empleo ni de la obligación de respetar la identidad cultural de
los habitantes de esos Estados.
 
ARTÍCULO 35. Ninguna de las disposiciones de la presente parte de la Convención se interpretará en el
sentido de que implica la regularización de la situación de trabajadores migratorios o de familiares suyos no
documentados o en situación irregular o el derecho a que su situación sea así regularizada, ni menoscabará
las  medidas  encaminadas  a  asegurar  las  condiciones  satisfactorias  y  equitativas  para  la  migración
internacional previstas en la parte VI de la presente Convención.
 

PARTE IV.

OTROS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y SUS FAMILIARES QUE ESTÉN

DOCUMENTADOS O SE ENCUENTREN EN SITUACION REGULAR

ARTÍCULO 36. Los trabajadores migratorios y sus familiares que estén documentados o se encuentren en

situación regular en el Estado de empleo gozarán de los derechos enunciados en la presente Parte de la

Convención, además de los enunciados en la Parte III.

 
ARTÍCULO 37. Antes de su partida, o a más tardar en el momento de su admisión en el Estado de empleo,
los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a ser plenamente informados por el Estado de
origen o por el Estado de empleo, según corresponda, de todas las condiciones aplicables a su admisión y,
particularmente, de las relativas a su estancia y a las actividades remuneradas que podrán realizar, así
como de los requisitos que deberán cumplir en el Estado de empleo y las autoridades a que deberán
dirigirse para que se modifiquen esas condiciones.
 
ARTÍCULO 38.
 
1. Los Estados de empleo harán todo lo posible por autorizar a los trabajadores migratorios y sus familiares
a ausentarse temporalmente sin que ello afecte a la autorización que tengan de permanecer o trabajar,
según  sea  el  caso.  Al  hacerlo,  los  Estados  de  empleo  deberán  tener  presentes  las  necesidades  y
obligaciones especiales de los trabajadores migratorios y sus familiares particularmente en sus Estados de
origen. 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a ser informados plenamente de
las condiciones en que estén autorizadas esas ausencias temporales.
 
ARTÍCULO 39.
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la libertad de movimiento en el territorio
del Estado de empleo y a escoger libremente en él su residencia. 2. Los derechos mencionados en el
párrafo 1o. del presente artículo no estarán sujetos a ninguna restricción salvo las que estén establecidas



por ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o
los derechos y las libertades de los demás y sean congruentes con los demás derechos reconocidos en la
presente Convención.
 
ARTÍCULO 40.
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán el derecho a establecer asociaciones y sindicatos
en el Estado de empleo para el fomento y la protección de sus intereses económicos, sociales, culturales y
de otra índole. 2. No podrán imponerse restricciones al ejercicio de ese derecho, salvo las que prescriba la
ley y resulten necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o el orden
público o para proteger los derechos y libertades de los demás.
 
ARTÍCULO 41.
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a participar en los asuntos públicos de su
Estado de origen y a votar y ser elegidos en elecciones celebradas en ese Estado, de conformidad con su
legislación.  2.  Los  Estados  de  que  se  trate  facilitarán,  según corresponda y  de  conformidad con  su
legislación, el ejercicio de esos derechos.
 
ARTÍCULO 42.
 
1. Los Estados Partes considerarán la posibilidad de establecer procedimientos o instituciones que permitan
tener  en  cuenta,  tanto  en  los  Estados  de  origen  como en  los  Estados  de  empleo,  las  necesidades,
aspiraciones u obligaciones especiales de los trabajadores migratorios y sus familiares y considerarán
también, según proceda, la posibilidad de que los trabajadores migratorios y sus familiares tengan en esas
instituciones sus propios representantes libremente elegidos. 2.  Los Estados de empleo facilitarán, de
conformidad con su legislación nacional, la consulta o la participación de los trabajadores migratorios y sus
familiares en las decisiones relativas a la vida y la administración de las comunidades locales. 3. Los
trabajadores migratorios podrán disfrutar de derechos políticos en el Estado de empleo si ese Estado, en el
ejercicio de su soberanía, les concede tales derechos.
 
ARTÍCULO 43.
 
1. Los trabajadores migratorios gozarán de igualdad de trato respecto de los nacionales del Estado de
empleo en relación con: a) El acceso a instituciones y servicios de enseñanza, con sujeción a los requisitos
de admisión y otras reglamentaciones de las instituciones y servicios de que se trate; b) El acceso a
servicios de orientación profesional y colocación; c) El acceso a servicios e instituciones de formación
profesional y readiestramiento; d) El acceso a la vivienda, con inclusión de los planes sociales de vivienda, y
la protección contra la explotación en materia de alquileres; e) El acceso a los servicios sociales y de salud,
siempre  que  se  hayan  satisfecho  los  requisitos  establecidos  para  la  participación  en  los  planes
correspondientes; f) El acceso a las cooperativas y empresas en régimen de autogestión, sin que ello
implique un cambio  de  su  condición  de  trabajadores  migratorios  y  con sujeción  a  las  normas y  los
reglamentos porque se rijan los órganos interesados; g) El acceso a la vida cultural y a la participación en
ella. 2. Los Estados Partes promoverán condiciones que garanticen una efectiva igualdad de trato, a fin de
que los trabajadores migratorios puedan gozar de los derechos enunciados en el párrafo 1o. del presente
artículo, siempre que las condiciones establecidas para su estancia, con arreglo a la autorización del Estado
de empleo, satisfagan los requisitos correspondientes. 3. Los Estados de empleo no impedirán que un
empleador de trabajadores migratorios instale viviendas o servicios sociales o culturales para ellos. Con
sujeción a lo dispuesto en el artículo 70 de la presente Convención, el Estado de empleo podrá subordinar
la instalación de esos servicios a los requisitos generalmente exigidos en ese Estado en relación con su
instalación.



 
ARTÍCULO 44.
 
1. Los Estados Partes, reconociendo que la familia es el grupo básico natural y fundamental de la sociedad
y tiene derecho a protección por parte de la sociedad y del Estado, adoptarán las medidas apropiadas para
asegurar la protección de la unidad de la familia del trabajador migratorio. 2. Los Estados Partes tomarán
las medidas que estimen apropiadas y entren en la esfera de su competencia para facilitar la reunión de los
trabajadores migratorios con sus cónyuges o con aquellas personas que mantengan con el trabajador
migratorio una relación que, de conformidad con el derecho aplicable, produzca efectos equivalentes al
matrimonio, al igual que con sus hijos solteros menores de edad que estén a su cargo. 3. Los Estados de
empleo, por razones humanitarias, considerarán favorablemente conceder un trato igual al previsto en el
párrafo 2o. del presente artículo a otros familiares de los trabajadores migratorios.
 
ARTÍCULO 45.
 
1. Los familiares de los trabajadores migratorios gozarán, en el Estado de empleo, de igualdad de trato
respecto de los nacionales de ese Estado en relación con: a) El acceso a instituciones y servicios de
enseñanza, con sujeción a los requisitos de ingreso y a otras normas de las instituciones y los servicios de
que se trate; b) El acceso a instituciones y servicios de orientación y capacitación vocacional, a condición
de que se cumplan los requisitos para la participación en ellos; c) El acceso a servicios sociales y de salud, a
condición de que se cumplan los requisitos para la participación en los planes correspondientes; d) El
acceso a la vida cultural y la participación en ella. 2. Los Estados de empleo, en colaboración con los
Estados de origen cuando proceda, aplicarán una política encaminada a facilitar la integración de los hijos
de los trabajadores migratorios en el sistema escolar local, particularmente en lo tocante a la enseñanza
del idioma local. 3. Los Estados de empleo procurarán facilitar a los hijos de los trabajadores migratorios la
enseñanza de su lengua y cultura maternas y, cuando proceda, los Estados de origen colaborarán a esos
efectos. 4. Los Estados de empleo podrán establecer planes especiales de enseñanza en la lengua materna
de los hijos de los trabajadores migratorios,  en colaboración con los Estados de origen si  ello  fuese
necesario.
 
ARTÍCULO 46.
 
Los trabajadores migratorios y sus familiares estarán exentos, con sujeción a la legislación aplicable de los
Estados de que se trate y a los acuerdos internacionales pertinentes y las obligaciones de dichos Estados
dimanantes de su participación en uniones aduaneras, del pago de derechos e impuestos en concepto de
importación y exportación por sus efectos personales y en seres domésticos, así  como por el  equipo
necesario para el desempeño de la actividad remunerada para la que hubieran sido admitidos en el Estado
de empleo:
 
a) En el momento de salir del Estado de origen o del Estado de residencia habitual; b) En el momento de su
admisión inicial en el Estado de empleo; c) En el momento de su salida definitiva del Estado de empleo; d)
En el momento de su regreso definitivo al Estado de origen o al Estado de residencia habitual.
 
ARTÍCULO 47.
 
1. Los trabajadores migratorios tendrán derecho a transferir sus ingresos y ahorros, en particular los fondos
necesarios para el sustento de sus familiares del Estado de empleo a su Estado de origen o a cualquier otro
Estado.  Esas  transferencias  se  harán con arreglo  a  los  procedimientos  establecidos  en la  legislación
aplicable del  Estado interesado y de conformidad con los  acuerdos internacionales aplicables.  2.  Los
Estados interesados adoptarán las medidas apropiadas para facilitar dichas transferencias.
 



ARTÍCULO 48.
 
1. Sin perjuicio de los acuerdos aplicables sobre doble tributación, los trabajadores migratorios y sus
familiares, en lo que respecta a los ingresos en el Estado de empleo: a) No deberán pagar impuestos,
derechos ni gravámenes de ningún tipo que sean más elevados o gravosos que los que deban pagar los
nacionales en circunstancias análogas; b) Tendrán derecho a deducciones o exenciones de impuestos de
todo tipo y a las desgravaciones tributarias aplicables a los nacionales en circunstancias análogas, incluidas
las desgravaciones tributarias por familiares a su cargo. 2. Los Estados Partes procurarán adoptar las
medidas apropiadas para evitar que los ingresos y ahorros de los trabajadores migratorios y sus familiares
sean objeto de doble tributación.
 
ARTÍCULO 49.
 
1. En los casos en que la legislación nacional exija autorizaciones separadas de residencia y de empleo, los
Estados de empleo otorgarán a los trabajadores migratorios una autorización de residencia por lo menos
por el mismo período de duración de su permiso para desempeñar una actividad remunerada. 2. En los
Estados  de  empleo  en  que  los  trabajadores  migratorios  tengan  la  libertad  de  elegir  una  actividad
remunerada, no se considerará que los trabajadores migratorios se encuentran en situación irregular, ni se
les retirará su autorización de residencia, por el solo hecho del cese de su actividad remunerada con
anterioridad al  vencimiento de su permiso de trabajo  o  autorización análoga.  3.  A  fin de permitir  que los
trabajadores migratorios mencionados en el párrafo 2 del presente artículo tengan tiempo suficiente para
encontrar otra actividad remunerada, no se les retirará su autorización de residencia, por lo menos por un
período correspondiente a aquel en que tuvieran derecho a prestaciones de desempleo.
 
ARTÍCULO 50.
 
1. En caso de fallecimiento de un trabajador migratorio o de disolución del matrimonio, el Estado de empleo
considerará favorablemente conceder autorización para permanecer en él a los familiares de ese trabajador
migratorio que residan en ese Estado en consideración de la unidad de la familia, el Estado de empleo
tendrá en cuenta el período de tiempo que esos familiares hayan residido en él. 2. Se dará a los familiares a
quienes no se conceda esa autorización tiempo razonable para arreglar sus asuntos en el Estado de empleo
antes de salir de él. 3. No podrá interpretarse que las disposiciones de los párrafos 1o. y 2o. de este artículo
afectan adversamente al derecho a permanecer y trabajar concedido a esos familiares por la legislación del
Estado de empleo o por tratados bilaterales y multilaterales aplicables a ese Estado.
 
ARTÍCULO 51. No se considerará que se encuentren en situación irregular los trabajadores migratorios que
en el Estado de empleo no estén autorizados a elegir libremente su actividad remunerada, ni tampoco se
les retirará su autorización de residencia por el solo hecho de que haya cesado su actividad remunerada
con anterioridad al vencimiento de su permiso de trabajo, excepto en los casos en que la autorización de
residencia  dependa  expresamente  de  la  actividad  remunerada  específica  para  la  cual  hayan  sido
aceptados.  Dichos  trabajadores  migratorios  tendrán  derecho  a  buscar  otros  empleos,  participar  en
programas de obras públicas y readiestrarse durante el período restante de su permiso de trabajo, con
sujeción a las condiciones y limitaciones que se establezcan en dicho permiso.
 
ARTÍCULO 52.
 
1. Los trabajadores migratorios tendrán en el Estado de empleo libertad de elegir su actividad remunerada,
con sujeción a las restricciones o condiciones siguientes. 2. Respecto de cualquier trabajador migratorio, el
Estado de empleo podrá: a) Restringir el acceso a categorías limitadas de empleo, funciones, servicios o
actividades, cuando ello sea necesario en beneficio del Estado y esté previsto por la legislación nacional; b)
Restringir la libre elección de una actividad remunerada de conformidad con su legislación relativa a las



condiciones de reconocimiento de calificaciones profesionales adquiridas fuera del territorio del Estado de
empleo.  Sin  embargo,  los  Estados  Partes  interesados  tratarán  de  reconocer  esas  calificaciones.  3.  En  el
caso de los trabajadores migratorios cuyo permiso de trabajo sea de tiempo limitado el Estado de empleo
también podrá: a) Subordinar el derecho de libre elección de una actividad remunerada a la condición de
que el trabajador migratorio haya residido legalmente en el territorio del Estado de empleo para los fines de
ejercer una actividad remunerada por un período de tiempo determinado en la legislación nacional de dicho
Estado que no sea superior a dos años; b) Limitar el acceso del trabajador migratorio a una actividad
remunerada en aplicación de una política de otorgar prioridad a sus nacionales o a las personas que estén
asimiladas a sus nacionales para esos fines en virtud de la legislación vigente o de acuerdos bilaterales o
multilaterales. Las limitaciones de este tipo no se aplicarán a un trabajador migratorio que haya residido
legalmente en el territorio del Estado de empleo para los fines de ejercer una actividad remunerada por un
período determinado en la legislación nacional de dicho Estado que no sea superior a cinco años. 4. El
Estado  de  empleo  fijará  las  condiciones  en  virtud  de  las  cuales  un  trabajador  migratorio  que  haya  sido
admitido para ejercer un empleo podrá ser autorizado a realizar trabajos por cuenta propia. Se tendrá en
cuenta el período durante el cual el trabajador haya residido legalmente en el Estado de empleo.
 
ARTÍCULO 53.
 
1. Los familiares de un trabajador migratorio cuya autorización de residencia o admisión no tenga límite de
tiempo o se renueve automáticamente podrán elegir libremente una actividad remunerada en las mismas
condiciones aplicables a dicho trabajador migratorio de conformidad con el artículo 52 de la presente
Convención. 2. En cuanto a los familiares de un trabajador migratorio a quienes no se les permita elegir
libremente su actividad remunerada, los Estados Partes considerarán favorablemente darles prioridad, a
efectos de obtener permiso para ejercer una actividad remunerada, respecto de otros trabajadores que
traten de lograr admisión en el Estado de empleo con sujeción a los acuerdos bilaterales y multilaterales
aplicables.
 
ARTÍCULO 54.
 
1. Sin perjuicio de las condiciones de su autorización de residencia o de su permiso de trabajo ni de los
derechos previstos en los artículos 25 y 27 de la presente Convención, los trabajadores migratorios gozarán
de igualdad de trato respecto de los nacionales del Estado de empleo en relación con: a) La protección
contra los despidos; b) Las prestaciones de desempleo; c) El acceso a los programas de obras públicas
destinados a combatir el desempleo; d) El acceso a otro empleo en caso de quedar sin trabajo o darse
término  a  otra  actividad  remunerada,  con  sujeción  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  52  de  la  presente
Convención. 2.  Si  un trabajador migratorio alega que su empleador ha violado las condiciones de su
contrato de trabajo, tendrá derecho a recurrir ante las autoridades competentes del Estado de empleo,
según lo dispuesto en el párrafo 1o. del artículo 18 de la presente Convención.
 
ARTÍCULO  55.  Los  trabajadores  migratorios  que hayan obtenido  permiso  para  ejercer  una actividad
remunerada, con sujeción a las condiciones adscritas a dicho permiso, tendrán derecho a igualdad de trato
respecto de los nacionales del Estado de empleo en el ejercicio de esa actividad remunerada.
 
ARTÍCULO 56.
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares a los que se refiere la presente parte de la Convención no
podrán ser expulsados de un Estado de empleo salvo por razones definidas en la legislación nacional de ese
Estado y con sujeción a las salvaguardias establecidas en la parte III. 2. No se podrá recurrir a la expulsión
como medio de privar a un trabajador migratorio o a un familiar suyo, de los derechos emanados de la
autorización de residencia y el permiso de trabajo. 3. Al considerar si se va a expulsar a un trabajador
migratorio o a un familiar  suyo,  deben tenerse en cuenta consideraciones de carácter humanitario y
también el tiempo que la persona de que se trate lleve residiendo en el Estado de empleo.



 
PARTE V.

DISPOSICIONES APLICABLES A CATEGORIAS PARTICULARES DE TRABAJADORES

MIGRATORIOS Y SUS FAMILIARES

ARTÍCULO  57.  Los  trabajadores  migratorios  y  sus  familiares  incluidos  en  las  categorías  particulares

enumeradas en la presente Parte de la Convención que estén documentados o en situación regular gozarán

de  los  derechos  establecidos  en  la  parte  III,  y,  con  sujeción  a  las  modificaciones  que  se  especifican  a

continuación,  de  los  derechos  establecidos  en  la  parte  IV.

 
ARTÍCULO 58.
 
1.  Los  trabajadores  fronterizos,  definidos  en  el  inciso  a)  del  párrafo  2o.  del  artículo  2o.  de  la  presente
Convención, gozarán de los derechos reconocidos en la parte IV que puedan corresponderles en virtud de
su presencia y su trabajo en el territorio del Estado de empleo, teniendo en cuenta que no han establecido
su  residencia  habitual  en  dicho  Estado.  2.  Los  Estados  de  empleo  considerarán  favorablemente  la
posibilidad  de  otorgar  a  los  trabajadores  fronterizos  el  derecho  a  elegir  libremente  una  actividad
remunerada luego de un período determinado. El otorgamiento de ese derecho no afectará a su condición
de trabajadores fronterizos.
 
ARTÍCULO 59.
 
1. Los trabajadores de temporada, definidos en el  inciso b) del párrafo 2o. del artículo 2o. de la presente
Convención, gozarán de los derechos reconocidos en la parte IV que puedan corresponderles en virtud de
su presencia y su trabajo en el territorio del Estado de empleo y que sean compatibles con su condición de
trabajadores de temporada en ese Estado teniendo en cuenta el hecho de que se encuentran en ese
Estado, sólo una parte del año. 2. El  Estado de empleo, con sujeción al párrafo 1o. de este artículo,
examinará la conveniencia de conceder a los trabajadores de temporada que hayan estado empleados en
su  territorio  durante  un  período  de  tiempo  considerable  la  posibilidad  de  realizar  otras  actividades
remuneradas, otorgándoles prioridad respecto de otros trabajadores que traten de lograr admisión de ese
Estado, con sujeción a los acuerdos bilaterales y multilaterales aplicables.
 
ARTÍCULO  60. Los trabajadores itinerantes, definidos en el  inciso e) del párrafo 2o. del artículo 2o. de la
presente  Convención,  gozarán  de  todos  los  derechos  reconocidos  en  la  parte  IV  que  puedan
corresponderles en virtud de su presencia y su trabajo en el territorio del Estado de empleo y que sean
compatibles con su condición de trabajadores itinerantes en ese Estado
 
ARTÍCULO 61.
 
1. Los trabajadores vinculados a un proyecto, definidos en el inciso f) del párrafo 2o. del artículo 2o. de la
presente Convención,  y sus familiares gozarán de los derechos reconocidos en la parte IV,  salvo los
establecidos en los incisos b) y c) del párrafo 1o. del artículo 43, en el inciso d) del párrafo 1o. del artículo
43 en lo referente a los planes sociales de vivienda, en el inciso b) del párrafo 1° del artículo 45 y en los
artículos 52 a 55. 2. Si un trabajador vinculado a un proyecto alega que su empleador ha violado las
condiciones de su contrato de trabajo, tendrá derecho a recurrir ante las autoridades competentes del



Estado que tenga jurisdicción sobre el empleador, según lo dispuesto en el párrafo 1o. del artículo 18 de la
presente Convención. 3. Con sujeción a los acuerdos bilaterales o multilaterales que se les apliquen, los
Estados Partes procurarán conseguir que los trabajadores vinculados a un proyecto estén debidamente
protegidos por los sistemas de seguridad social de sus Estados de origen o de residencia habitual durante el
tiempo que estén vinculados al proyecto. Los Estados Partes interesados tomarán medidas apropiadas a fin
de evitar toda denegación de derechos o duplicación de pagos a este respecto. 4. Sin perjuicio de lo
dispuesto en el  artículo  47 de la  presente Convención y  en los  acuerdos bilaterales  o  multilaterales
pertinentes, los Estados Partes interesados permitirán que los ingresos de los trabajadores vinculados a un
proyecto se abonen en su Estado de origen o de residencia habitual.
 
ARTÍCULO 62.
 
1.  Los  trabajadores  con  empleo  concreto,  definidos  en  el  inciso  g)  del  párrafo  2o.  del  artículo  2o.  de  la
presente Convención, gozarán de los derechos reconocidos en la parte IV, con excepción de lo dispuesto en
los incisos b) y c) del párrafo 1o. del artículo 43, en el inciso d) del párrafo 1o. del artículo 43 en lo referente
a los planes sociales de vivienda, en el artículo 52 y en el inciso d) del párrafo 1o. del artículo 54. 2. Los
familiares de los trabajadores con empleo concreto gozarán de los derechos que se les reconocen a los
familiares de los trabajadores migratorios en la parte IV de la presente Convención, con excepción de lo
dispuesto en el artículo 53.
 
ARTÍCULO 63.
 
1. Los trabajadores por cuenta propia, definidos en el inciso h) del párrafo 2o. del artículo 2o. de la presente
Convención,  gozarán  de  los  derechos  reconocidos  en  la  parte  IV,  salvo  los  que  sean  aplicables
exclusivamente a los trabajadores que tienen contrato de trabajo. 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los
artículos 52 y 79 de la presente Convención, la terminación de la actividad económica de los trabajadores
por  cuenta  propia  no acarreará  de suyo el  retiro  de la  autorización para  que ellos  o  sus  familiares
permanezcan en el Estado de empleo o se dediquen en él a una actividad remunerada, salvo cuando la
autorización de residencia dependa expresamente de la actividad remunerada concreta para la cual fueron
admitidos.
 

PARTE VI.

PROMOCIÓN DE CONDICIONES SATISFACTORIAS, EQUITATIVAS, DIGNAS Y LÍCITAS EN

RELACIÓN CON LA MIGRACIÓN INTERNACIONAL DE LOS TRABAJADORES Y SUS  FAMILIARES

ARTÍCULO 64.

 
1.  Sin  perjuicio  de  las  disposiciones  del  artículo  79  de  la  presente  Convención,  los  Estados  Partes
interesados se consultarán y colaborarán entre sí, según sea apropiado, con miras a promover condiciones
satisfactorias,  equitativas  y  dignas  en  relación  con  la  migración  internacional  de  trabajadores  y  sus
familiares. 2. A ese respecto, se tendrán debidamente en cuenta no sólo las necesidades y recursos de
mano de  obra,  sino  también  las  necesidades  sociales,  económicas,  culturales  y  de  otro  tipo  de  los
trabajadores  migratorios  y  sus  familiares,  así  como  las  consecuencias  de  tal  migración  para  las
comunidades de que se trate.
 
ARTÍCULO 65.
 



1. Los Estados Partes mantendrán servicios apropiados para atender las cuestiones relacionadas con la
migración internacional de trabajadores y sus familiares. Sus funciones serán, entre otras: a) La formulación
y la ejecución de políticas relativas a esa clase de migración; b) El intercambio de información, las consultas
y la cooperación con las autoridades competentes de otros Estados Partes interesados en esa clase de
migración; c) El suministro de información apropiada, en particular a empleadores, trabajadores y sus
organizaciones, acerca de las políticas,  leyes y reglamentos relativos a la migración y el  empleo, los
acuerdos sobre migración, concertados con otros Estados y otros temas pertinentes; d) El suministro de
información y asistencia apropiada a los trabajadores migratorios y sus familiares en lo relativo a las
autorizaciones y formalidades y arreglos requeridos para la partida, el viaje, la llegada, la estancia, las
actividades remuneradas, la salida y el regreso, así como en lo relativo a las condiciones de trabajo y de
vida en el Estado de empleo, las normas aduaneras, monetarias y tributarias y otras leyes y reglamentos
pertinentes.  2.  Los Estados Partes facilitarán,  según corresponda,  la provisión de servicios consulares
adecuados y otros servicios que sean necesarios para atender a las necesidades sociales, culturales y de
otra índole de los trabajadores migratorios y sus familiares.
 
ARTÍCULO 66.
 
1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2o. de este artículo, el derecho a realizar operaciones para la
contratación de trabajadores en otro Estado sólo corresponderá a: a) Los servicios u organismos públicos
del Estado en el que tengan lugar esas operaciones; b) Los servicios u organismos públicos del Estado de
empleo sobre la base de un acuerdo entre los Estados interesados; c) Un organismo establecido en virtud
de un acuerdo bilateral o multilateral. 2. Con sujeción a la autorización, la aprobación y la supervisión de las
autoridades públicas de los Estados Partes interesados que se establezcan con arreglo a las legislaciones y
prácticas de esos Estados, podrá permitirse también que organismos, futuros empleadores o personas que
actúen en su nombre realicen las operaciones mencionadas.
 
ARTÍCULO 67.
 
1. Los Estados Partes interesados cooperarán de la manera que resulte apropiada en la adopción de
medidas relativas al regreso ordenado de los trabajadores migratorios y sus familiares al Estado de origen
cuando decidan regresar, cuando expire su permiso de residencia o empleo, o cuando se encuentren en
situación irregular en el Estado de empleo. 2. Por lo que respecta a los trabajadores migratorios y sus
familiares que se encuentren en situación regular, los Estados Partes interesados cooperarán de la manera
que resulte apropiada, en las condiciones convenidas por esos Estados, con miras a fomentar condiciones
económicas adecuadas para su reasentamiento y para facilitar su reintegración social y cultural duradera
en el Estado de origen.
 
ARTÍCULO 68.
 
1. Los Estados partes, incluidos los Estados de tránsito, colaborarán con miras a impedir y eliminar los
movimientos y el empleo ilegales o clandestinos de los trabajadores migratorios en situación irregular.
Entre las medidas que se adopten con ese objeto dentro de la jurisdicción de cada Estado interesado, se
contarán:  a)  Medidas adecuadas contra la  difusión de información engañosa en lo  concerniente a la
emigración y la inmigración; b) Medidas para detectar y eliminar los movimientos ilegales o clandestinos de
trabajadores migratorios y sus familiares y para imponer sanciones efectivas a las personas, grupos o
entidades que organicen o dirijan esos movimientos o presten asistencia a tal efecto; c) Medidas para
imponer sanciones efectivas a las personas,  grupos o entidades que hagan uso de la violencia o de
amenazas o intimidación contra trabajadores migratorios o sus familiares en situación irregular. 2. Los
Estados de empleo adoptarán todas las medidas necesarias y efectivas para eliminar la contratación en su
territorio de trabajadores migratorios en situación irregular, incluso, si procede, mediante la imposición de
sanciones a los empleadores de esos trabajadores. Esas medidas no menoscabarán los derechos de los
trabajadores migratorios frente a sus empleadores en relación con su empleo.



 
ARTÍCULO 69.
 
1. Los Estados Partes en cuyo territorio haya trabajadores migratorios y familiares suyos en situación
irregular tomarán medidas apropiadas para asegurar que esa situación no persista. 2. Cuando los Estados
Partes interesados consideren la posibilidad de regularizar la situación de dichas personas de conformidad
con la legislación nacional y los acuerdos bilaterales o multilaterales aplicables, se tendrán debidamente en
cuenta las circunstancias de su entrada, la duración de su estancia en los Estados de empleo y otras
consideraciones pertinentes, en particular las relacionadas con su situación familiar.
 
ARTÍCULO 70. Los Estados Partes deberán tomar medidas no menos favorables que las aplicadas a sus
nacionales para garantizar que las condiciones de trabajo y de vida de los trabajadores migratorios y sus
familiares en situación regular estén en consonancia con las normas de idoneidad, seguridad y salud, así
como con los principios de la dignidad humana.
 
ARTÍCULO 71.
 
1. Los Estados Partes facilitarán, siempre que sea necesario, la repatriación al Estado de origen de los
restos mortales de los trabajadores migratorios o de sus familiares. 2. En lo tocante a las cuestiones
relativas a la indemnización por causa de fallecimiento de un trabajador migratorio o de uno de sus
familiares, los Estados Partes, según proceda, prestarán asistencia a las personas interesadas con miras a
lograr el pronto arreglo de dichas cuestiones. El arreglo de dichas cuestiones se realizará sobre la base del
derecho nacional  aplicable de conformidad con las disposiciones de la Presente Convención y de los
acuerdos bilaterales o multilaterales pertinentes.
 

PARTE VII.

APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN

ARTÍCULO 72.

 
1. a) Con el fin de observar la aplicación de la presente Convención se establecerá un Comité de protección
de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (denominado en adelante "el
Comité"); b) El Comité estará compuesto, en el momento en que entre en vigor la presente Convención, de
diez expertos y, después de la entrada en vigor de la Convención para el cuadragésimo primer Estado
Parte, de catorce expertos de gran integridad moral, imparciales y de reconocida competencia en el sector
abarcado por la Convención. 2. a) Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta por los
Estados  Partes  de  una  lista  de  personas  designadas  por  los  Estados  Partes.  Se  prestará  la  debida
consideración a la distribución geográfica equitativa, incluyendo tanto Estados de origen como Estados de
empleo, y a la representación de los principales sistemas jurídicos. Cada Estado Parte podrá proponer la
candidatura de una persona elegida entre sus propios nacionales;  b)  Los miembros serán elegidos y
ejercerán sus funciones a título personal.  3.  La elección inicial  se celebrará a más tardar seis meses
después de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención, y las elecciones subsiguientes se
celebrarán cada dos años. Al menos cuatro meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General
de las Naciones Unidas dirigirá una carta a todos los Estados Partes para invitarlos a que presenten sus
candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de
todos los candidatos, en la que indicará los Estados Partes que los han designado, y la transmitirá a los
Estados Partes a más tardar un mes antes de la fecha de la correspondiente elección, junto con las notas
biográficas  de  los  candidatos.  4.  Los  miembros  del  Comité  serán  elegidos  en  una  reunión  de  los  Estados



Partes que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas. En la
Reunión, para la cual constituirán quórum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos para
el Comité los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los
Estados partes presentes y votantes. 5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No
obstante, el mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos
años; inmediatamente después de la primera elección, el Presidente de la reunión de los Estados Partes
designará  por  sorteo  los  nombres  de  esos  cinco  miembros;  b)  La  elección  de  los  cuatro  miembros
adicionales del Comité se realizará de conformidad con las disposiciones de los párrafos 2, 3 y 4 del
presente artículo, inmediatamente después de la entrada en vigor de la Convención para el cuadragésimo
primer Estado Parte. El mandato de dos de los miembros adicionales elegidos en esa ocasión expirará al
cabo de dos años; el Presidente de la reunión de los Estados Partes designará por sorteo el nombre de esos
miembros; c) Los miembros del Comité podrán ser reelegidos si su candidatura vuelve a presentarse. 6. Si
un miembro del  Comité fallece o renuncia o  declara que por  algún otro motivo no puede continuar
desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado Parte que presentó la candidatura de ese experto
nombrará a otro experto de entre sus propios nacionales para que cumpla la parte restante del mandato. El
nuevo nombramiento quedará sujeto a la aprobación del Comité. 7. El Secretario General de las Naciones
Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del
Comité. 8. Los miembros del Comité percibirán emolumentos con cargo a los recursos de las Naciones
Unidas en los términos y condiciones que decida la Asamblea General. 9. Los miembros del Comité tendrán
derecho a las facilidades, prerrogativas e inmunidades de los expertos en misión de las Naciones Unidas
que se estipulan en las secciones pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las
Naciones Unidas (11).
 
ARTÍCULO 73.
 
1. Los Estados Partes presentarán al Secretario General de las Naciones Unidas, para su examen por el
Comité, un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas y de otra índole que hayan
adoptado para dar efecto a las disposiciones de la presente Convención. a) En el plazo de un año a partir de
la entrada en vigor de la Convención para el Estado Parte de que se trate; b) En lo sucesivo, cada cinco
años y cada vez que el Comité lo solicite. 2. En los informes presentados con arreglo al presente artículo se
indicarán también los factores y las dificultades, según el caso, que afecten a la aplicación de la Convención
y  se  proporcionará  información  acerca  de  las  características  de  las  corrientes  de  migración  que  se
produzcan  en  el  Estado  Parte  de  que  se  trate.  3.  El  Comité  establecerá  las  demás  directrices  que
corresponda aplicar respecto del contenido de los informes. 4. Los Estados Partes darán una amplia difusión
pública a sus informes en sus propios países.
 
ARTÍCULO 74.
 
1. El Comité examinará los informes que presente cada Estado Parte y transmitirá las observaciones que
considere  apropiadas  al  Estado  Parte  interesado.  Ese  Estado  Parte  podrá  presentar  al  Comité  sus
comentarios sobre cualquier observación hecha por el Comité con arreglo al presente artículo. Al examinar
esos informes, el Comité podrá solicitar a los Estados Partes que presenten información complementaria. 2.
El Secretario General de las Naciones Unidas, con la debida antelación a la apertura de cada período
ordinario  de  sesiones  del  Comité,  transmitirá  al  Director  General  de  la  Oficina  Internacional  del  Trabajo
copias de los informes presentados por los Estados Partes interesados y la información pertinente para el
examen  de  esos  informes,  a  fin  de  que  la  Oficina  pueda  proporcionar  al  Comité  los  conocimientos
especializados de que disponga respecto de las cuestiones tratadas en la presente Convención que caigan
dentro del ámbito de competencia de la Organización Internacional del Trabajo. El Comité examinará en sus
deliberaciones,  los comentarios y materiales que la oficina pueda proporcionarle.  3.  El  Secretario General
de las Naciones Unidas podrá también, tras celebrar consultas con el Comité, transmitir a otros organismos
especializados, así como a las organizaciones intergubernamentales, copias de las partes de esos informes
que sean de su competencia. 4. El Comité podrá invitar a los organismos especializados y órganos de las



Naciones Unidas, así como a las organizaciones intergubernamentales y demás órganos interesados, a que
presenten, para su examen por el Comité, información escrita respecto de las cuestiones tratadas en la
presente  Convención  que  caigan  dentro  del  ámbito  de  sus  actividades.  5.  El  Comité  invitará  a  la  Oficina
Internacional del Trabajo a nombrar representantes para que participen, con carácter consultivo, en sus
sesiones. 6. El Comité podrá invitar a representantes de otros organismos especializados y órganos de las
Naciones Unidas, así como de organizaciones intergubernamentales, a estar presentes y ser escuchados en
las sesiones cuando se examinen cuestiones que caigan dentro del ámbito de su competencia. 7. El Comité
presentará un informe anual a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la aplicación de la
presente  Convención,  en  el  que  expondrán  sus  propias  opiniones  y  recomendaciones,  basadas,  en
particular, en el examen de los informes de los Estados Partes y en las observaciones que éstos presenten.
8. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes anuales del Comité a los Estados
Partes en la presente Convención, al Consejo Económico y Social, a la Comisión de Derechos Humanos de
las  Naciones  Unidas,  al  Director  General  de  la  Oficina  Internacional  del  Trabajo  y  a  otras  organizaciones
pertinentes.
 
ARTÍCULO 75.
 
1. El Comité aprobará su propio reglamento. 2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 3. El
Comité se reunirá ordinariamente todos los años. 4. Las reuniones del Comité se celebrarán ordinariamente
en la Sede de las Naciones Unidas.
 
ARTÍCULO 76.
 
1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cualquier momento, con arreglo a este
artículo, que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en las que un
Estado  Parte  alegue  que  otro  Estado  Parte  no  cumple  sus  obligaciones  dimanadas  de  la  presente
Convención. Las comunicaciones presentadas conforme a este artículo sólo se podrán recibir y examinar si
las presenta un Estado Parte que ha hecho una declaración por la cual reconoce con respecto a sí mismo la
competencia del Comité. El Comité no recibirá ninguna comunicación que se refiera a un Estado Parte que
no haya hecho esa declaración. Las comunicaciones que se reciban conforme a este artículo quedarán
sujetas al siguiente procedimiento: a) Si un Estado Parte en la presente Convención considera que otro
Estado Parte no está cumpliendo sus obligaciones dimanadas de la presente Convención, podrá, mediante
comunicación por escrito, señalar el asunto a la atención de ese Estado Parte. El Estado Parte podrá
también informar al Comité del asunto. En un plazo de tres meses contado desde la recepción de la
comunicación, el Estado receptor ofrecerá al Estado que envió la comunicación una explicación u otra
exposición por escrito en la que aclare el asunto y que, en la medida de lo posible y pertinente, haga
referencia a los procedimientos y recursos internos hechos valer, pendientes o existentes sobre la materia;
b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambos Estados Partes interesados dentro de seis meses de
recibida la comunicación inicial por el Estado receptor, cualquiera de ellos podrá referir el asunto al Comité,
mediante notificación cursada al Comité y al otro Estado; c) El Comité examinará el asunto que se le haya
referido sólo después de haberse cerciorado de que se han hecho valer y se han agotado todos los recursos
internos  sobre  la  materia,  de  conformidad  con  los  principios  de  derecho  internacional  generalmente
reconocidos. No se aplicará esta norma cuando, a juicio del Comité, la tramitación de esos recursos se
prolongue injustificadamente; d) Con sujeción a lo dispuesto en el inciso c) del presente párrafo, el Comité
pondrá sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes interesados con miras a llegar a una solución
amigable  de  la  cuestión  sobre  la  base  del  respeto  a  las  obligaciones  establecidas  en  la  presente
Convención; e) El  Comité celebrará sesiones privadas cuando examine comunicaciones con arreglo al
presente artículo; f) En todo asunto que se le refiera de conformidad con el inciso b) del presente párrafo, el
Comité podrá pedir a los Estados Partes interesados, que se mencionan en el inciso b),  que faciliten
cualquier otra información pertinente; g) Ambos Estados Partes interesados, conforme a lo mencionado en
el inciso b) del presente párrafo, tendrán derecho a estar representados cuando el asunto sea examinado
por el Comité y a hacer declaraciones oralmente o por escrito; h) El Comité, en un plazo de doce meses a



partir de la fecha de recepción de la notificación con arreglo al inciso b) del presente párrafo, presentará un
informe, como se indica a continuación: i) Si se llega a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso
d) del presente párrafo, el Comité limitará su informe a una breve exposición de los hechos y de la solución
a la que se haya llegado; ii) Si no se llega a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso d), el Comité
indicará en su informe los hechos pertinentes relativos al asunto entre los Estados Partes interesados. Se
anexarán al informe las declaraciones por escrito y una relación de las declaraciones orales hechas por los
Estados  Partes  interesados.  El  Comité  podrá  también  transmitir  únicamente  a  los  Estados  Partes
interesados cualesquiera observaciones que considere pertinentes al asunto entre ambos. En todos los
casos el informe se transmitirá a los Estados Partes interesados. 2. Las disposiciones del presente artículo
entrarán en vigor cuando diez Estados Partes en la presente Convención hayan hecho una declaración con
arreglo al párrafo 1 del presente artículo. Los Estados Partes depositarán dichas declaraciones en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de ellas a los demás Estados Partes. Toda
declaración  podrá  retirarse  en  cualquier  momento  mediante  notificación  dirigida  al  Secretario  General.
Dicho retiro no será obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación
ya transmitida en virtud del presente artículo; después de que el Secretario General haya recibido la
notificación de retiro de la declaración, no se recibirán nuevas comunicaciones de ningún Estado Parte con
arreglo al presente artículo, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva declaración.
 
ARTÍCULO 77.
 
1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cualquier momento, con arreglo al
presente artículo, que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones
enviadas por personas sometidas a su jurisdicción, o en su nombre, que aleguen que ese Estado Parte ha
violado  los  derechos  individuales  que  les  reconoce  la  presente  Convención.  El  Comité  no  admitirá
comunicación  alguna  relativa  a  un  Estado  Parte  que  no  haya  hecho  esa  declaración.  2.  El  Comité
considerará inadmisible  toda comunicación recibida de conformidad con el  presente artículo  que sea
anónima o que, a su juicio, constituya un abuso del derecho a presentar dichas comunicaciones o sea
incompatible con las disposiciones de la presente Convención. 3. El Comité no examinará comunicación
alguna presentada  por  una  persona  de  conformidad con  el  presente  artículo  a  menos  que  se  haya
cerciorado de que: a) La misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada en otro procedimiento de
investigación o solución internacional; b) La persona ha agotado todos los recursos que existan en la
jurisdicción interna; no se aplicará esta norma cuando, a juicio del Comité, la tramitación de los recursos se
prolongue  injustificadamente  o  no  ofrezca  posibilidades  de  dar  un  amparo  eficaz  a  esa  persona.  4.  Sin
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artículo, el Comité señalará las comunicaciones que se
le  presenten de conformidad con el  presente artículo  a  la  atención del  Estado Parte en la  presente
Convención que haya hecho una declaración conforme al párrafo 1 y respecto del cual se alegue que ha
violado una disposición de la Convención. En un plazo de seis meses, el Estado receptor proporcionará al
Comité una explicación u otra exposición por escrito en la que aclare el asunto y exponga, en su caso, la
medida  correctiva  que  haya  adoptado.  5.  El  Comité  examinará  las  comunicaciones  recibidas  de
conformidad con el presente artículo a la luz de toda la información presentada por la persona o en su
nombre y por el Estado Parte de que se trate. 6. El Comité celebrará sesiones privadas cuando examine las
comunicaciones presentadas conforme al  presente artículo.  7.  El  Comité comunicará sus opiniones al
Estado Parte de que se trate y a la persona que haya presentado la comunicación. 8. Las disposiciones del
presente artículo entrarán en vigor cuando diez Estados Partes en la presente Convención hayan hecho las
declaraciones a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo. Los Estados Partes depositarán
dichas declaraciones en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de ellas
a los demás Estados Partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación
dirigida al Secretario General. Dicho retiro no será obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea
objeto de una comunicación ya transmitida en virtud del presente artículo; después de que el Secretario
General  haya  recibido  la  notificación  de  retiro  de  la  declaración  no  se  recibirán  nuevas  comunicaciones
presentadas por una persona, o en su nombre, con arreglo al presente artículo, a menos que el Estado
Parte de que se trate haya hecho una nueva declaración.
 



ARTÍCULO 78. Las disposiciones del artículo 76 de la presente Convención se aplicarán sin perjuicio de
cualquier procedimiento para solucionar las controversias o denuncias relativas a la esfera de la presente
Convención establecido en los instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas y los organismos
especializados o en convenciones aprobadas por ellos, y no privarán a los Estados Partes de recurrir a otros
procedimientos para resolver una controversia de conformidad con convenios internacionales vigentes
entre ellos.
 

PARTE VIII.

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 79. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al derecho de cada Estado Parte a

establecer los criterios que rijan la admisión de los trabajadores migratorios y de sus familiares. En cuanto a

otras cuestiones relacionadas con su situación legal y el trato que se les dispense como trabajadores

migratorios y familiares de éstos, los Estados Partes estarán sujetos a las limitaciones establecidas en la

presente Convención.

 
ARTÍCULO  80. Nada de lo dispuesto en la presente Convención deberá interpretarse de manera que
menoscabe las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los organismos
especializados en que se definen las responsabilidades respectivas de los diversos órganos de las Naciones
Unidas y de los organismos especializados en relación con los asuntos de que se ocupa la presente
Convención.
 
ARTÍCULO 81.
 
1. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a ningún derecho o libertad más favorable que
se conceda a los trabajadores migratorios y a sus familiares en virtud de: a) El derecho o la práctica de un
Estado Parte, o b) Todo tratado bilateral o multilateral vigente para el Estado Parte interesado. 2. Nada de
lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse en el sentido de conceder derecho alguno a un
Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos que puedan menoscabar cualquiera
de los derechos o libertades reconocidos en la presente Convención.
 
ARTÍCULO 82. Los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familiares previstos en la presente
Convención no podrán ser objeto de renuncia. No se permitirá ejercer ninguna forma de presión sobre los
trabajadores migratorios ni  sobre sus familiares para hacerlos renunciar a cualquiera de los derechos
mencionados  o  privarse  de  alguno  de  ellos.  No  se  podrán  revocar  mediante  contrato  los  derechos
reconocidos en la presente Convención. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar que
se respeten esos principios.
 
ARTÍCULO 83. Cada uno de los Estados Partes en la presente Convención se compromete a garantizar que:
 
a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en la presente Convención hayan sido violados
pueda obtener una reparación efectiva, aun cuando tal violación haya sido cometida por personas que
actuaban  en  ejercicio  de  sus  funciones  oficiales;  b)  La  autoridad  judicial,  administrativa  o  legislativa
competente, o cualquier otra autoridad competente prevista en el sistema jurídico del Estado, decida sobre
la  procedencia  de  la  demanda  de  toda  persona  que  interponga  tal  recurso,  y  que  se  amplíen  las
posibilidades de obtener reparación por la vía judicial;  c)  Las autoridades competentes cumplan toda



decisión en que el recurso se haya estimado procedente.
 
ARTÍCULO 84. Cada uno de los Estados Partes se compromete a adoptar las medidas legislativas y de otra
índole que sean necesarias para aplicar las disposiciones de la presente Convención.
 

PARTE IX.

DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 85. El Secretario General de las Naciones Unidas será depositario de la presente Convención.

 
ARTÍCULO 86.
 
1. La presente Convención quedará abierta a la firma de todos los Estados. Estará sujeta a ratificación. 2. La
presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  todos  los  Estados.  3.  Los  instrumentos  de
ratificación o de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
 
ARTÍCULO 87.
 
1. La presente Convención entrará en vigor el primer día del mes siguiente a un plazo de tres meses
contado  a  partir  de  la  fecha  en  que  haya  sido  depositado  el  vigésimo  instrumento  de  ratificación  o  de
adhesión. 2. Respecto de todo Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de su entrada
en vigor, la Convención entrará en vigor el primer día del mes siguiente a un plazo de tres meses contado a
partir de la fecha en que ese Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.
 
ARTÍCULO 88. Los Estados que ratifiquen la presente Convención o se adhieran a ella no podrán excluir la
aplicación de ninguna parte de ella ni tampoco, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3o. y podrán
excluir de su aplicación a ninguna categoría determinada de trabajadores migratorios.
 
ARTÍCULO 89.
 
1. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención, una vez transcurridos cinco años desde la
fecha en que la Convención haya entrado en vigor para ese Estado, mediante comunicación por escrito
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 2. La denuncia se hará efectiva el primer día del mes
siguiente a la expiración de un plazo de doce meses contado a partir de la fecha en que el Secretario
General de las Naciones Unidas haya recibido la comunicación. 3. La denuncia no tendrá el efecto de liberar
al Estado Parte de las obligaciones contraídas en virtud de la presente Convención respecto de ningún acto
u omisión que haya ocurrido antes de la fecha en que se hizo efectiva la denuncia, ni impedirá en modo
alguno que continúe el examen de cualquier asunto que se hubiere sometido a la consideración del Comité
antes de la fecha en que se hizo efectiva la denuncia. 4. A partir de la fecha en que se haga efectiva la
denuncia de un Estado Parte, el Comité no podrá iniciar el examen de ningún nuevo asunto relacionado con
ese Estado.
 
ARTÍCULO 90.
 
1. Pasados cinco años de la fecha en que la presente Convención haya entrado en vigor, cualquiera de los
Estados  Partes  en  la  misma  podrá  formular  una  solicitud  de  enmienda  de  la  Convención  mediante
comunicación  escrita  dirigida  al  Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas.  El  Secretario  General



comunicará acto seguido las enmiendas propuestas a los Estados Partes y les solicitará que le notifiquen si
se pronuncian a favor de la celebración de una conferencia de Estados Partes para examinar y someter a
votación las propuestas. En el caso de que, dentro de un plazo de cuatro meses a partir de la fecha de
dicha comunicación, por lo menos un tercio de los Estados Partes se pronuncie a favor de la celebración de
la conferencia, el Secretario General convocará la conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas.
Toda enmienda aprobada por la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes, en la conferencia se
presentará a la Asamblea General de las Naciones Unidas para su aprobación. 2. Tales enmiendas entrarán
en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por
una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en la presente Convención, de conformidad con sus
respectivos procedimientos constitucionales. 3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias
para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados
por las disposiciones de la presente Convención y por toda enmienda anterior que hayan aceptado.
 
ARTÍCULO 91.
 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados Partes el texto de
las reservas formuladas por los Estados en el momento de la firma, la ratificación o la adhesión. 2. No se
aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente Convención. 3. Toda
reserva  podrá  ser  retirada  en  cualquier  momento  por  medio  de  una  notificación  a  tal  fin  dirigida  al
Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas,  quien  informará  de  ello  a  todos  los  Estados.  Esta  notificación
surtirá efecto en la fecha de su recepción.
 
ARTÍCULO 92.
 
1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o la
aplicación de la presente Convención y no se solucione mediante negociaciones se someterá a arbitraje a
petición de uno de ellos si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de la
solicitud de arbitraje, las Partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje,
cualesquiera de las partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante una
solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 2. Todo Estado Parte, en el momento de la
firma o la ratificación de la Convención o de su adhesión a ella, podrá declarar que no se considera obligado
por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante
ningún Estado Parte que haya formulado esa declaración. 3. Todo Estado Parte que haya formulado la
declaración prevista en el párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento mediante
notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.
 
ARTÍCULO 93.
 
1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente
auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 2. El Secretario General
de las Naciones Unidas enviará copias certificadas de la presente Convención a todos los Estados.

En testimonio de lo cual, los infrascritos plenipotenciarios, debidamente autorizados para ello por sus

respectivos gobiernos, han firmado la presente Convención.

 
Rama Ejecutiva del Poder Público.

Presidencia de la República.



Santafé de Bogotá, D.C.

Aprobado, sométase a la consideración del honorable

Congreso Nacional para efectos constitucionales.

(Fdo.) CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO.

La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) NOEMÍ SANÍN DE RUBIO.

DECRETA: ARTÍCULO 1o. Apruébase la "Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de

todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares", hecha en Nueva York el 18 de diciembre de 1990.

 
ARTÍCULO 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 1944, la "Convención
Internacional  sobre  la  Protección  de  los  Derechos  de  todos  los  Trabajadores  Migratorios  y  de  sus
Familiares", hecha en Nueva York el 18 de diciembre de 1990, que por el artículo 1o. de esta ley se
aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de la
misma.
 
ARTÍCULO 3o. La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

JORGE RAMÓN ELÍAS NADER.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

PEDRO PUMAREJO VEGA.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

FRANCISCO JOSÉ JATTIN SAFAR.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

DIEGO VIVAS TAFUR.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL.

Comuníquese, publíquese y ejecútese.

Previa su revisión por parte de la Corte Constitucional conforme a lo



dispuesto en el artículo 421-10 de la Constitución Política.

Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a 13 de julio de 1994.

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO.

La Ministra de Relaciones Exteriores,

NOEMÍ SANÍN DE RUBIO.

El Ministro de Trabajo y Seguridad Social,

JOSÉ ELÍAS MELO ACOSTA.


